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“Los Derechos Humanos de los Niños, Niñas y Adolescentes en el Ecuador” 
 
A lo largo de la historia de la humanidad ha existido de una u otra manera  vulneración a los 
derechos humanos en los niños, niñas y adolescentes y en nuestro país no asido la excepción. 
Como consecuencia de estas conductas inhumanas ha  dado lugar que muchos de ellos se hayan 
convertido en víctimas como por ejemplo del trabajo infantil, explotación, abuso sexual, 
mendicidad entre otros. Efectos dañinos en su vida, tanto en el presente y grandes 
probabilidades de secuelas en el futuro.   La  presente investigación  pretende ser un aporte a la  
doctrina y jurisprudencia,  en el campo del Derecho Civil,  que existe en nuestro país. Es  de 
vital importancia el  capacitar a los organismos, instituciones y servidores públicos encargados 
de precautelar  sus  derechos y a su vez  incentivarlos, para que comiencen a desarrollar el 
proceso continuo de mejoramiento, en beneficio de proteger a esta clase de población sensible. 
Capacitación que no solo debe depender del Estado, sino que debe ser ejecutada con el apoyo de 
los propios servidores e instituciones públicas y privadas, con el único fin de garantizar el 





 Niños, niñas y adolescentes 
 Familia , sociedad 
 Estado  




“Human Rights of Children and Adolescents in Ecuador” 
 
Throughout the history of mankind, violation of human rights against children and teenagers has 
existed in one way or another, and our country is not the exception. As a consequence of thes 
inhumane behaviors, many of them have become victims of activities such as child labor, 
exploitation, sexual abuse, mendicancy, and others. These activities have harmful effects in their 
present lives and they have a great chance of having consequences in their future. This research 
intends to contribute to doctrine and jurisprudence in the field of Civil Law in our country. It is 
of vital importance to train the organisms, institutions, and public servants in charge of 
safeguarding their rights and, at the same time, develop a continuous improvement process in 
benefit of the aforementioned victims. Training must not only depend on the State; it must be 
performed with the support of public servants and both public and private institutions with the 



















La investigación de este tema tiene como fin reflexionar sobre el tratamiento que nuestra 
legislación brinda a los Derechos Humanos de los Niños, Niñas y Adolescentes diseñar 
estrategias jurídicas  para precautelar el desarrollo integral de nuestra infancia y que se 
encuentran determinados en diferentes cuerpos legales como: la Constitución de la República 
del Ecuador, Código Civil Ecuatoriano, Código de la Niñez y Adolescencia. En consecuencia, 
determinar si las leyes que rigen el correcto manejo de los Derechos de la Niñez y Adolescencia 
están a fines a la realidad ecuatoriana o se necesita cambios; tal como es el caso de los menores 
infractores solo por mencionar un ejemplo, en  muchos de estos casos las medidas 
socioeducativas que se les brinda en los centros de internamiento no son suficientes para 
rehabilitarles y volverlos a reinsertar en la sociedad y en general en  cuanto la  regulación de  
garantías de derechos fundamentales y los procedimientos para su ejercicio, protección y 
cumplimiento. 
 
Las situaciones en las cuales se desenvuelven los menores de edad que cogen el camino 
equivocado, es una especie de reacción de las nuevas generaciones en contra de una sociedad 
egoísta que nada les ofrece ni les puede ofrecer, ya se trate dentro del campo ideológico como 
en lo político, económico, social o material, es como si aquellos cambios de ideales populares 
o ideales educativos hubieran dejado un gran vacío en la juventud, de ahí que, tanto los niños 
que también demandan de los órganos estatales asistencia para su desarrollo y con ello 
satisfacer sus primordiales necesidades. 
 
 Actualmente no es de desconocimiento de ninguna persona,  que existen  niños, niñas y 
adolescentes sumergidos en el estado de abandono, hambre y más , lesionando el correcto 
desarrollo físico y mental; porque naturalmente al vivir esta realidad demuestran inseguridad e 
inestabilidad, es deber del Estado disminuir el índice de niños en los cuales han sido vulnerados 
sus derechos, sin dejar de lado la responsabilidad que tienen las familias y la sociedad en 
general, porque actualmente atraviesan esta realidad los menores,  pero no podemos  olvidar  
que  ellos son el presente y futuro de la patria. 
 
El presente trabajo investigativo está desarrollado en  cinco  capítulos: 
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El Primer capítulo trata: del Problema, en donde abarca el  planteamiento del problema, 
ubicación del problema, formulación del problema, evaluación del problema, objetivos y 
justificación. 
 
El Segundo capítulo: Marco Teórico, antecedentes de estudio, antecedentes investigativos, 
antecedentes históricos, fundamentación legal, definiciones de términos básicos, entre otros 
 
El Tercer Capítulo: Trata sobre  EL Marco Metodológico, que incluyen tipos de investigación, 
población y muestra, métodos, técnicas, instrumentos,  recolección de la información, 
procesamiento y análisis de la información.  
 
El Cuarto Capítulo trata sobre el Análisis e Interpretación de Resultados, formulario1, 
formulario 2, análisis e interpretación de resultados, conclusiones y recomendaciones.  
 
El Quinto Capítulo trata  de la  Propuesta, que incluye justificación, objetivos, ubicación 





















 CAPITULO I. EL PROBLEMA 
 
1.1 Planteamiento del problema 
Los Derechos Humanos de los niños y adolescentes, ha venido consolidándose jurídicamente  
desde la antigüedad y a lo largo del tiempo, hasta nuestros días. 
 
El Estado, a través de sus instituciones, debe velar por el desarrollo integral de la personalidad 
de menores, satisfaciendo las necesidades de educación, salud, juego, deporte, alimentación, 
etc., sin dejar de lado la formación que  reciben al interior de la  familia que  es insustituible. La 
familia es la base fundamental de la sociedad, es la organización primaria de la sociedad, que se 
funda sobre vínculos de parentesco; en su seno nacen, crecen y se forman las nuevas 
generaciones bajo los valores de la solidaridad, la fidelidad, la fraternidad y la justicia. 
 
Al realizar un  análisis actual sobre el tema de los derechos humanos de los menores se 
identifican problemas, por cuanto en una sociedad cambiante y cada más complicada el avance 
de las nuevas tendencias del arte, la ciencia y la tecnología como el internet, han dado lugar a 
que se produzcan situaciones que hace años eran inimaginables por ello es necesario que estén 
contempladas con una visión futurista y acorde a las situaciones que se presentan diariamente se 
encuentren regulados estos hechos. Existe un Ordenamiento jurídico encargado de precautelar 
sus derechos, pero también es necesario resaltar que en el mismo existen vacíos, para lo cual se 
hace imprescindible una normativa complementaria para la protección a los menores de una 
manera efectiva.   
 
El espacio geográfico donde se efectuará la presente investigación es en el Barrio el Salto de la 
ciudad de Latacunga,  donde la vulneración de los derechos de los menores son frecuentes, 
pudiendo apreciarse día a  día  y en muchos de los casos por sus propios familiares quienes los 
que les utilizan para vender sus productos, además en condiciones inadecuadas puesto que esta 
ciudad es en su mayoría comerciante sin que el Estado intervenga para impedir estos abusos y 
atropellos. 
 
En cuanto a la población a investigar, se entrevistará a Personal Operativo y Administrativo  de 
la DINAPEN, y a Personal Directivo de Instituciones Educativas de dicha ciudad, las encuesta 
mediante su respectivo banco de preguntas, las cuales serán cubiertas por  expertos en la 
materia, académicos, y estudiantes. Y sin dejar de lado las  estadísticas proporcionadas por la 
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DINAPEN, ayudará a obtener una apreciación más o menos  real acerca de los derechos 
humanos infringidos, en niños, niñas y adolescentes, puesto en muchos de los casos no son 
denunciados y dejando como resultado  la impunidad de los sujetos infractores.  
 
 
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio- cultural 
El espacio geográfico donde se efectuará la presente investigación es en el Barrio el Salto de la 
ciudad de Latacunga, Provincia de Cotopaxi, misma  que será una valiosa fuente de análisis, ya 




1.1.2 Delimitación del problema 
Se encuadra la presente investigación en el ámbito jurídico y consecuentemente en el ámbito de 
las ciencias sociales y culturales por lo que tiene el carácter de cuali-cuantitativa, lo que implica 
que la metodología y técnicas a emplearse serán tanto cualitativas como cuantitativas. 
 
 
1.1.3 Formulación del Problema 
El aspecto fundamental del presente trabajo se podría expresar de la siguiente interrogante: 
¿Existe vulneración de los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes por  la  falta de  
una normativa complementaria al ordenamiento jurídico ya existente?   
 
 
1.1.4 Evaluación del problema 
La correcta aplicación de los derechos humanos en la niñez y adolescencia, repercuten 
completamente en ellos, en su forma de vivir, pensar,  actuar, el  relacionarse con los demás y 






1.2.1 Objetivo General 
 
 Proponer una reforma para que se incorpore al   ordenamiento jurídico, una normativa 
complementaria para mejorar o superar la situación actual de la niñez y adolescencia. 
 
1.2.2 Objetivos Específicos 
 
 Establecer  los vacíos legales y la falta de una normativa complementaria  que ampare a 
los menores. 
 
 Analizar críticamente las disposiciones pertinentes a los Derechos Humanos desde la 
Declaración  Universal de los Derechos Humanos, Declaración y Convención de los 
Derechos de los Niños y demás instrumentos jurídicos) internacionales) aprobados por 
las Naciones Unidas y suscritas por el Ecuador. 
 
 Analizar la situación socio- económica en el Ecuador, visto desde los diferentes ángulos 
de su problemática: salud, educación, trabajo, vivienda. 
 
 Distinguir cuales son los Derechos Humanos de los Niños consagrados en la 
Convención de los Derechos del Niño y más instrumentos internacionales  y en el orden 
jurídico nacional.  
 
 Resaltar de que a pesar de que el Ecuador es suscriptor de todos los Pactos y Convenios 
Internacionales sobre los Derechos Humanos, persiste su  vulneración a los mismos, 
esto lo demostraré mediante cifras y estadísticas. 
 







La  importancia de la existencia de los Derechos Humanos no solo se requiere que sean 
proclamados por los Estados para que existan, los mismos que son indispensables para la 
existencia del hombre y su dignidad sino también el compromiso de los Organismos 
Internacionales que protegen y tutelan los Derechos Humanos los mismos que se encuentran 
reconocidos en Convenios,  Pactos y Tratados no es suficiente mientras los Estados Partes no 
solo se conformen con la suscripción y ratificación de dichos Tratados yConvenciones y en los 
países que hayan incorporado en su ordenamiento jurídico nacional, aquellos derechos que 
protejan a los niños no solo queden  escritos en un papel sino por lo contrario que se lo aplique 
en nuestra realidad para que en nuestro país no exista tanto abandono y quemeimportismo con 
nuestros niños. 
 
Es un tema de transcendentalporque a pesar de que existen diversas maneras de protección en 
cuanto a los Derechos Humanos de los Niños, Niñas y Adolescentes existen muchas falencias 
en la práctica en diferentes ámbitos del convivir, fundamentalmente en lo referente a la salud, 
educación, trabajo, maltrato, abandono, abuso sexual entre otros. 
 
Y otro punto no menos importante es la satisfacción para el espíritu: derecho al descanso y 
recreación; puesto que si llevan una vida completa tendremos en el presente y en un futuro no 
muy lejano, hombres y mujeres centrados, seguros de sí mismos y con personalidad no es 
suficiente haber cubierto con sus necesidades  básicas, si su espíritu se encuentra vacío, y en 
muchos de los casos con  resentimientos para con su familia si la hay y con la sociedad en 
general. 
 
Entendiendo el problema bajo esta premisa nos damos cuenta que los Derechos Humanos de los 
Niños, Niñas y Adolescentes son violados día  tras día y por lo tanto es un tema actual, al  verlo 
desde esta óptica es el asumir el compromiso de empezar a cambiar esta cruel realidad y 
proponer alternativas más idóneas para que dichos Derechos en nuestro país se inscriban no sólo 
en aquellos Tratados que los Estados suelen aprobar por aprobar por quedar bien tanto en el 
plano internacional como nacional sino por el bien de nuestros niños aplicarla en la práctica de 
la vida real. 
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 CAPITULO II. MARCO TEÓRICO 
 
2.1 Fundamentación teórica 
Los derechos humanos se los define como naturales que son aquellos que posee el hombre por 
el sólo hecho de serlo. No son una gracia del gobernante o legislador a diferencia del derecho 
positivo que pasa por la voluntad de éstos de alguna manera. Son personales, están en cada 
individuo, se nace con ellos. Se tiene estos derechos por el sólo hecho de ser persona humana. 
Son anteriores y superiores al Estado, que junto con la Sociedad, se limitan a reconocerlos. Esto 
significa que no sonuna gracia, un favor o una concesión del gobernante. Otra de sus 
características es la universalidad, no están limitados por las fronteras; pues, la dignidad humana 
no está circunscrita a un territorio. Por esta razón, estos derechos gozan de protección 
internacional y frente a esta acción no cabe la invocación del principio de no intervención que 
pudieran hacer los estados que toleran o son partícipes activos de violaciones a los derechos 
humanos. Son derechos iguales que corresponden a todas las personas y en todas las sociedades 
sin diferencia alguna de raza, religión, posición política y económica o de género. Asimismo, 
son inalienables e imprescriptibles; pues, no pueden ser objeto de comercio, no pueden ser 
cedidos ni les afecta el transcurso del tiempo en cuanto a su vigencia. 
 
Los derechos fundamentales inherentes al ser humano se aplican con más énfasis a la situación 
de los menores de edad o niños, niñas y adolescentes tal como lo describe la actual Legislación 
Ecuatoriana. Tan así que, sus principios universales se encuentran consagrados en la Carta 
Magna y Código de la materia específicamente. 
 
Dentro de la normativa se toma como referencia a la Constitución Política del Ecuador, Código 
de la Niñez y Adolescencia, Código Integral Penal,  Ley contra la Violencia de la Mujer y la 
Familia, Ley de Sustancias estupefacientes y Psicotrópicas, Instrumentos Internacionales como 
laDeclaración  Universal  de los  Derechos Humanos, Convención de los Derechos del Niño 
1989, Declaración Universal de los Derechos del Niño 1959, Pacto  Internacional De Derechos  
Económicos, Sociales  y  Culturales, Protocolo  Adicional a la Convención Americana Sobre 
(Derechos Humanos  en  Materia  de  Derechos Económicos, Sociales y  Culturales) Protocolo  
de  San  Salvador, Creación de un Fondo Internacional de Socorro a la  Infancia, . Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos Del Niño en los Conflictos Armados,  
Convención  para la  Protección de los Niños y laCooperación en  Materia de la Adopción 
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Internacional 1995. Protocolo Facultativo de la Convención sobre  los Derechos Del Niño en los 
Conflictos Armados  2004. 
 
La Constitución de la República del Ecuador vigente desde septiembre del 2008, en el Artículo 
44 establece como obligación del estado brindar protección, apoyo y promover el desarrollo 
integral, de Niños, Niñas y Adolescentes. 
 
 En el art. 46 el Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a los niños, 
niñas y adolescentes: 
 
 Numeral 4 “Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o 
de cualquier otra índole, o contra lanegligencia que provoque tales situaciones”. 
 
 El Estado deberá adoptar las medidas que sean necesarias para brindar protección contra todo 
tipo de violencia, maltrato, explotación sexual; uso de sustancias estupefacientes o 
psicotrópicos, consumo de bebidas alcohólicas y sustancias nocivas para su desarrollo y salud; a 
la influencia negativa a través de programas o mensajes de medios de comunicación de 
cualquier tipo, que promuevan la violencia, discriminación racial o de género, para lo cual el 
estado limitará y sancionará el incumplimiento de estos derechos”. 
 
En el Art. 3 del Decreto Ejecutivo de Creación del Instituto de la Niñez y la Familia (INFA) se 
establece que es el organismo encargado, que a nombre del Estado aplica y ejecuta los planes, 
normas y medidas que imparta el Gobierno en materia de asistencia y protección integral a los 
niños y sus familias. 
A partir del 3 de Enero del 2003, se publica el “Código de la Niñez y Adolescencia” y que 
posteriormente, el 3 de junio del 2009 se aprueba en segundo debate la Reforma al Código de la 
Niñez y Adolescencia, que protege a los hijos que vive con uno de sus padres (generalmente la 
madre) y que deben ser mantenidos con una pensión mensual. 
 
En el Código de la Niñez y la Adolescencia, en el Título tercero, hace referencia de una manera 
más detallada sobre los derechos, garantías y deberes; dividiéndolos en cuatro grandes grupos 
así: 
 
- Derechos de supervivencia 
-  Derechos relacionados con el desarrollo 
-  Derechos de protección 
-  Derechos de participación 
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El Código de la Niñez y Adolescencia reconoce sus derechos a partir del Art. 15, referente al 
derecho de   ciudadanía y la responsabilidad que tienen  las instituciones estatales y privadas 
que están a cargo del cuidado, protección y desarrollo integral de los niños, niñas y 
adolescentes, los mismos que están obligados a conocer y cumplir estas leyes y a reconocer los 
derechos de los menores. 
 
 En el ámbito Internacional en cuanto a “La Convención de los Derechos del Niño” que fue 
aprobado por la Asamblea General que se aprobó en 1989 y que en el año 1990 ratificaron 191 
países y cuenta con dos protocolos facultativos, aprobados por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 25 de mayo del 2000. 
 
Mediante esta Convención.- Intentan prohibir la participación de los niños en los conflictos 
armados y así mismo  protegerlos  de la venta, de la prostitución infantil y de su utilización en la 
pornografía. 
 
De igual forma, La Organización lucha por alejar a los niños del mundo del trabajo, y de las 
condiciones laborables infrahumanas que en ciertos lugares del mundo se ven obligados a sufrir. 
 
 Entre algunos de los derechos convenidos se encuentran:  
 -  Derecho  a atención y capacitación especiales para niños discapacitados. 
 -  No usar a los niños como mano de obra barata.  
 -  Derecho a que se les proteja de la crueldad, la negligencia o la injusticia. 
 
2.1.1 Antecedentes de estudio 
El presente trabajo investigativo fue desarrollado con la investigación descriptiva de 
obras de Autores referentes a los Derechos Humanos de la niñez y adolescencia como 
por ejemplo: 
 
 Del Solar Rojas, Francisco José. En Los Derechos Humanos y su Protección. 
Fondo Editorial de la Universidad Inca Garcilaso de la Vega. Lima, 2000.  
 Cornejo Martínez, “Derecho de la Familia”, Editorial jurídica Cono Sur    Ltda. 
Santiago Chile-2000. 
 Barudy L. Jorge, “El dolor invisible de la Infancia”, Editorial PAID  
Barcelona2001. 
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2.1.1.1 Antecedentes investigativos 
El presente trabajo de investigación fue desarrollado con la investigación de obras de 
tesis, tesinas de Autores referentes a los derechos humanos de niños, niñas y 
adolescentes como por ejemplo: 
 
Tipo de Material:  Tesis 
Título :  Los derechos humanos de las humanas 
Autor :  Silva M, Consuelo 
Director de Tesis:  Herrera, Gioconda 
Fecha de Publicación :  1999 
Ciudad: Editorial :  FLACSO sede Ecuador 
Cita Sugerida :  Silva M., Consuelo (1999). Los derechos humanos de las 
humanas. Diploma superior en Derechos Humanos y Seguridad 
Democrática; FLACSO sede Ecuador. Quito. 52 p. 
 
 
Tipo de Material:  Tesis 
Título :  Análisis de los sistemas de atención infantil: caso programa 
operación rescate infantil - programa nuestros niños. 
Autor :  Gavilanes R., Roció 
Director de Tesis:  Naranjo, Marco 
Fecha de Publicación :  mar-2007 
Ciudad: Editorial :  FLACSO sede Ecuador 
Cita Sugerida :  Gavilanes R., Rocío (2007). Análisis de los sistemas de 
atención infantil caso: Programa Operación Rescate Infantil - 
Programa Nuestros Niños. Maestría en Políticas Públicas y 





Tipo de Material:  Tesis 
Título :  Migración, familia y uso de la ley. ¿Conflictos 
familiares o estrategias migratorias? 
Autor :  Rojas Bardales, Susy 
Director de Tesis:  Herrera, Gioconda 
Fecha de Publicación :  sep-2008 
Ciudad: Editorial :  Quito : FLACSO Sede Ecuador 
Paginación:  94 p. 
Cita Sugerida :  Rojas Bardales, Susy (2008). Migración, familia y uso de la ley. 
¿Conflictos familiares o estrategias migratorias?. Maestría en 
Ciencias Sociales con mención en Género y Desarrollo; FLACSO 
- Sede Ecuador. Quito. 94 p. 
 
2.1.1.2 Antecedentes históricos 
 
Antecedentes de los derechos Humanos  
 
La historia de los derechos humanos es un aspecto relevante para comprender la situación social 
de las personas y de los pueblos frente a su desarrollo, puesto que es un punto de partida o el 
enfoque más adecuado, para plantear el ejercicio de la democracia participativa, como requisito, 
sin el cual no existiría una auténtica autodeterminación para generar, construir y aplicar los 
procesos de desarrollo humano que son requeridos por una sociedad junto con sus actores tanto 
institucionales como sociales. 
 
Se puede encontrar diferentes interpretaciones. Algunas opinan que los derechos humanos, son 
naturales, nacemos con ellos, y por tanto son anteriores y superiores a cualquier poder. Otros 
sostienen que los derechos humanos están relacionados con la aparición de corrientes de 
pensamiento como el cristianismo o con la consolidación de estructuras políticas determinadas, 
como los Estados Modernos. 
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Estas discusiones pueden ser interminables y resultan inútiles, puesto que muchas veces están 
impugnadas de posturas ideológicas que impiden entender el verdadero sentido e importancia de 
los derechos humanos.  
 
2.1.1.2.1 Derechos Humanos 
 
Los Derechos Humanos se constituyen en aquellas libertades, facultades,  instituciones o 
reivindicaciones relativas a bienes primarios o básicos que  incluyen a toda persona, por el 
simple hecho de su condición humana, para la  garantía de una vida digna(Mujica, 1999) son 
independientes de factores particulares como  el estatus, sexo, orientación sexual, etnia o 
nacionalidad; y no dependen  exclusivamente del ordenamiento jurídico vigente.  
 
Desde un punto de vista más objetivo, los Derechos Humanos se han definido  como las 
condiciones que permiten crear una relación integrada entre la  persona y la sociedad, que 
permita a los individuos ser personas,  identificándose consigo mismos y con los otros.  
 
Los Derechos Humanos son derechos inherentes a todos los seres humanos,  sin distinción 
alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional  o étnico, color, religión, 
lengua, o cualquier otra condición. Todos tenemos los  mismos derechos humanos, sin 
discriminación alguna. Estos derechos son  interrelacionados, interdependientes e indivisibles. 
 
Los Derechos Humanos Universales están a menudo contemplados en la ley y  garantizados por 
ella, a través de los tratados, el derecho internacional  consuetudinario, los principios generales 
y otras fuentes del Derecho  Internacional. 
 
 El derecho internacional en lo relativo a los derechos humanos establece las  obligaciones que 
tienen los gobiernos de tomar medidas en determinadas  situaciones, o de abstenerse de actuar 
de determinada forma en otras, a fin de  promover y proteger los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de  los individuos o grupos.  
 
El principio de la universalidad de los Derechos Humanos es la piedra angular  del derecho 
internacional de los derechos humanos. Este principio, tal como se  destacara inicialmente en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, se  ha reiterado en numerosos convenios, 
declaraciones y resoluciones  internacionales de derechos humanos. En la Conferencia Mundial 
de Derechos  Humanos celebrada en Viena en 1934, por ejemplo: se dispuso que todos los  
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Estados tuvieran el deber, independientemente de sus sistemas políticos,  económicos y 
culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos  y las libertades fundamentales.  
 
Todos los Estados han ratificado al menos uno, y el 80 por ciento de ellos  cuatro o más de los 
principales tratados de derechos humanos; reflejando así  el consentimiento de los Estados para 
establecer obligaciones jurídicas que se  comprometen a cumplir, y confiriéndole al concepto de 
la universalidad una  expresión concreta. Algunas normas fundamentales de derechos humanos  
gozan de protección universal en virtud del derecho internacional  consuetudinario a través de 
todas las fronteras y civilizaciones.  
 
Los Derechos Humanos son inalienables. No deben suprimirse, salvo en  determinadas 
situaciones y según las debidas garantías procesales.  
 
Todos los Derechos Humanos, sean éstos los derechos civiles y políticos,  como el derecho a la 
vida, la igualdad ante la ley y la libertad de expresión; los  derechos económicos, sociales y 
culturales, como el derecho al trabajo, la  seguridad social y la educación; o los derechos 
colectivos, como los derechos  al desarrollo y la libre determinación, todos son derechos 
indivisibles,  interrelacionados e interdependientes. El avance de uno facilita el avance de  los 
demás. De la misma manera, la privación de un derecho afecta  negativamente a los demás.  
 
La no discriminación es un principio transversal en el derecho internacional de  Derechos 
Humanos. Está presente en todos los principales tratados de  Derechos Humanos y constituye el 
tema central de algunas Convenciones Internacionales como la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de  todas las formas de Discriminación Racial y la Convención sobre la 
Eliminación  de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.  
 
El principio se aplica a toda persona en relación con todos los Derechos  Humanos y las 
libertades, y prohíbe la discriminación en base de una lista no exhaustiva de categorías tales 
como sexo, raza, color, y así sucesivamente. El  principio de la no discriminación se 
complementa con el principio de igualdad,  como lo estipula el artículo 1 de la Declaración 
Universal de Derechos  Humanos: Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y  
derechos5 
 
Los Derechos Humanos incluyen tanto derechos como obligaciones. Los  Estados asumen las 
obligaciones y los deberes, en virtud del derecho  internacional, de respetar, proteger y realizar 
los derechos humanos. La  obligación de respetarlos significa que los Estados deben abstenerse 
de  interferir en el disfrute de los derechos humanos, o de limitarlos. La obligación  de 
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protegerlos exige que los Estados impidan los abusos de los derechos  humanos contra 
individuos y grupos. La obligación de realizarlos significa que  los Estados deben adoptar 
medidas positivas para facilitar el disfrute de los  derechos humanos básicos. En el plano 
individual, así como debemos hacer  respetar nuestros derechos humanos, también debemos 
respetar los derechos  humanos de los demás.  
 
Habitualmente, se definen como inherentes a la persona, irrevocables,  inalienables, 
intransmisibles e irrenunciables. Por definición, el concepto de  Derechos Humanos es universal 
(para todos los seres humanos) e igualitario,  así como incompatible con los sistemas basados en 
la superioridad de una  casta, raza, pueblo, grupo o clase social determinados.  
 
Los Derechos Humanos, herederos de la noción de los “naturales”, son una  idea de gran fuerza 
moral y con un respaldo creciente. Legalmente, se  reconocen en el Derecho interno de 
numerosos Estados y en tratados  internacionales. Para muchos, además, la doctrina de los 
Derechos Humanos  se extiende más allá del Derecho y conforma una base ética y moral que 
debe  fundamentar la regulación del orden geopolítico contemporáneo.  
 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos se ha convertido en una  referencia clave 
en el debate ético-político actual, y el lenguaje de los derechos  se ha incorporado a la 
conciencia colectiva de muchas sociedades. Sin  embargo, existe un permanente debate en el 
ámbito de la filosofía y las  ciencias políticas sobre la naturaleza, fundamentación, contenido e 
incluso la  existencia de los derechos humanos; y también claros problemas en cuanto a  su 
eficacia, dado que existe una gran desproporción entre lo violado y lo  garantizado estatalmente. 
 
La doctrina del Derecho ha realizado un importante esfuerzo por clasificar y  sistematizar los 
Derechos Humanos. Normalmente se dividen en dos  categorías: derechos positivos y derechos 
negativos. Los derechos negativos,  como el derecho a la intimidad, se definen exclusivamente 
en términos de  obligaciones ajenas de no injerencia; los derechos positivos, por el contrario,  
imponen a otros agentes, tradicionalmente, aunque ya no de manera exclusiva  al Estado, la 
realización de determinadas actividades positivas. Otra clasificación muy extendida es la que 
ordena los derechos humanos en tres o  más generaciones, atendiendo por lo general al 
momento histórico en que se  produjo o produce su reivindicación.  
 
Los Derechos Humanos tienen una creciente fuerza jurídica, en tanto que se  integran en las 
constituciones y, en general, en el ordenamiento jurídico de los  Estados. También, en el ámbito 
de la comunidad internacional, por su  reconocimiento en numerosos tratados internacionales, 
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tanto de carácter  general como sectorial; universal y regional, y por la creación de órganos  
jurisdiccionales, cuasi jurisdiccionales o de otro tipo para su defensa,  promoción y garantía.  
 
Además, debido a su aceptación, diversos Derechos Humanos se consideran  parte del Derecho 
Internacional consuetudinario y algunos incluso normas de  ius cogens (a normas imperativas de 
derecho), tal y como han afirmado  órganos internacionales como el Comité de Derechos 
Humanos o la Corte  Internacional de Justicia. Entre ellos se encuentran la prohibición de la 
tortura y  de la privación arbitraria de la vida o el acceso a unas mínimas garantías  procesales y 
la prohibición de detención arbitraria.  
 
Los derechos constitucionales son aquellos incluidos en la norma constitutiva y  organizativa de 
un estado generalmente denominada constitución que se  consideran como esenciales en el 
sistema político y que están especialmente  vinculados a la dignidad humana. Es decir, son 
aquellos derechos que dentro  del ordenamiento jurídico disfrutan de un estatus especial en 
cuanto a  garantías (de tutela y reforma).  
 
Es conocido el planteamiento filosófico-antropológico de que donde nace una  necesidad surge 
un derecho; éste planteamiento tan lógico aparece por  primera vez en "La República" de Platón. 
Los derechos constitucionales se  clasifican en derechos fundamentales o de primera 
generación, Derechos  económicos, sociales y culturales o de segunda generación, y derechos a 
un  medio ambiente sano o de tercera generación.  
 
Los derechos fundamentales son aquellos inherentes al ser humano,  pertenecen a toda persona 
en razón a su dignidad humana.  
 
Concepto objetivo, esencia de la estructura jurídico-política de la  constitución, el estado social 
de derecho puede violar y usurpar todo lo  que quieran sin la intervención del pueblo.  
 
Concepto subjetivo, ámbito limitado del individuo imprescindible para el  desarrollo y la 
libertad de las personas, es núcleo básico e irrenunciable  del estatuto jurídico del individuo.  
 
Límites Internos, el contenido del derecho no debe de ser transgredido  por otras personas o 
poderes, ya que se estaría atentando a la dignidad  de la persona.  
 
Límites Externos, impuesto por el orden jurídico de manera expresa, limita  las manifestaciones 
ideológicas, protegiendo de esta manera los  derechos de otras personas.  
 
16 
Inherentes: Nadie nos lo puede quitar porque son inherentes a nosotros 
 
La DUDH (Declaración Universal de los Derechos Humanos) se compone de  un preámbulo y 
treinta artículos, que recogen derechos de carácter civil,  político, social, económico y cultural.  
 
El preámbulo como parte expositiva que precede un documento legal, también  llamado 
exposición de motivos o considerandos, no forma parte de la norma, ni  es obligatoria, según se 
acepta habitualmente, pero se emplea para el análisis  e interpretación de las intenciones de la 
misma. Constituye, por tanto una  importante fuente interpretativa y síntesis de la Declaración. 
Particularmente el  Preámbulo de la DUDH fue redactado al final, cuando ya eran conocidos 
todos  los derechos que serían incluidos en el texto definitivo.  
 
Es tan importante la construcción de una sociedad donde los ciudadanos  puedan disfrutar sus 
derechos, que se puede recurrir al supremo recurso de la  rebelión si hay una situación extrema 
de tiranía u opresión que exige esta  respuesta por parte de los ciudadanos:  
 
Considerando esencial que los Derechos Humanos sean protegidos por un  régimen de Derecho, 
a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo. 
 
Las vías tutelares de derechos, se deben encontrar bajo la disposición de los  titulares de 
derechos, o sea las personas humanas. Quienes deben exigir el  cumplimiento de las 
obligaciones frente al sujeto pasivo, ya sea un particular o  el estado  
 
Las vías tutelares de derechos, deben ser fundamentalmente judiciales; deben  encontrarse 
dentro del Derecho Constitucional Procesal; y nos estamos  refiriendo al ámbito de las garantías 
que son las que permiten hacer valer los  derechos, cuando estos son violados o ignorados por el 
sujeto pasivo.  
 
Los Derechos Humanos deben estar reconocidos dentro de la Constitución, si  hay alguna 
violación a uno de estos derechos ya sea por el Estado o por algún  particular, se estaría 
lesionando a la Constitución, y se trataría de una conducta  inconstitucional, por ende debe 
haber vías que controlen la constitucionalidad,  la Constitución ecuatoriana establece que el 
ejercicio de los derechos se regirá,  basado en los derechos y garantías establecidos en los 
instrumentos  internacionales de derechos humanos. 
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Estas vías, que han de ser jurídicas, deben permitir el acceso a un tribunal, la  legitimación del 
justiciable10, la tutela de lo que él cree ser su derecho, y la  impartición de justicia por parte del 
organismo administrador de justicia.  
 
Por lo tanto, encontramos como vías tutelares, las cuales se pueden interponer  ante el juez o 
jueza correspondiente a fin de hacer prevalecer las Garantías  Constituciones consagradas en la 
Constitución; en el caso de Ecuador:  
 
- Acción de Protección, Art. 88  
- Acción de Habeas Corpus, Art. 89  
- Acción de Acceso a la Información Pública, Art. 90  
- Acción de Habeas Data, Art. 91  
- Acción por Incumplimiento, Art. 92  
 - Acción Extraordinaria de Protección, Art. 93  
 
Si los Derechos Humanos están reconocidos en la Constitución, la lesión  originada a un 
derecho por el Estado y por los particulares no es sólo una lesión al titular del derecho sino 
también es lesión de la Constitución, y por  ende la conducta es inconstitucional.   
 
Hoy, la Constitución ecuatoriana, reconoce la pluralidad de comunidades unificadas por su 
propia historia, costumbres, cosmovisiones, formas de espiritualidad, entre otros; el Ecuador se 
ve a sí mismo como un Estado forjado por “mujeres y hombres de distintos pueblos”. 
Reivindica también la visión filosófica del Sumak Kawsay y la existencia de diversos idiomas 
oficiales como  el kichwa y el shuar (Art. 2). Esta visibilización de lo indígena, para muchos 
folklórica, concuerda con el criterio adoptado por la Corte Interamericana de  Derechos  
Humanos en cuanto sostiene que “la lengua es uno de los más importantes elementos de 
identidad de un pueblo, precisamente porque garantiza la expresión, difusión y transmisión de 
su cultura”.(CRE, 2008) 
 
Antecedentes de los Derechos Humanos en el Ecuador  
Los derechos humanos en el Ecuador tienen una historia reciente y se ha ido 
consolidándose en las últimas décadas del siglo XX. 
 
Es conocido por todos nosotros la inestabilidad política que ha tenido la República 
desde sus inicios lo que permitió graves violaciones a los derechos humanos. 
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En el siglo XIX sobresalen con nitidez en esta materia los presidentes Rocafuerte, 
García Moreno y Plácido Caamaño, quienes hacían tabla rasa de la Constitución y 
mataban a sus enemigos políticos. 
 
Al haberse producido tantas rupturas del régimen constitucional es evidente que las 
dictaduras violaban los derechos humanos (atropellos, allanamientos, confinamientos, 
torturas, vejámenes, incomunicación amenazas sicológicas tanto a la víctima como a su 
familia), etc. 
 
Al realizarse la reestructuración jurídica del Estado en 1978 y la vuelta del régimen 
constitucional en 1979 se puede decir que se inaugura por lo menos formalmente un 
régimen democrático y constitucionalista en nuestro país, el mismo que tiene más 
defectos que virtudes, puesto que en estos años no se ha podido construir una 
democracia sólida y con la participación de todos los sectores de la sociedad, por lo que 
después de la caída de Bucaram se ha hablado de “reformar al país” 
. 
Estado de derecho implica la existencia de un régimen legítimo tanto por el origen como 
por el ejercicio del poder. Imperio de un ordenamiento legal que no permite 
arbitrariedad de leyes, normas y reglamentos que establecen y limitan las facultades de 
la autoridad y los derechos de las personas. Implica también la suficiente autonomía y la 
necesaria interrelación entre las funciones del Estado. (Padilla, pág. 52) 
 
El Régimen del Ing. León Febres Cordero es el que termina con esa tradición 
democrática y el que genera a la vez los dramáticos contrastes. 
 
La inviolabilidad de la vida y la integridad personal han sido sustituidas por 
procedimientos inhumanos y degradantes. 
 
La honra, la buena reputación, la intimidad personal y familiar son ignorados en un 
discurso de violencia que difama y calumnia a todo el que es considerado opositor. 
 
La libertad de opinión y de expresión del pensamiento sufrieron serias limitaciones 
sufrieron sus limitaciones. 
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La libertad de comercio e industria no fueron respetados cuando la arbitrariedad y la 
fuerza han impedido que la empresa Ortel pueda emitir una señal a través de una 
frecuencia de televisión concedida legalmente y despojada por consideraciones 
políticas. 
 
La libertad y seguridades personales han sido atropelladas. Varios ciudadanos fueron 
distraídos de sus jueces competentes sufriendo vejaciones de los intendentes de policía 
como por ejemplo, por citar uno del doctor José Vicente Troya. 
 
La Constitución política del Estado y las leyes, fueron interpretadas de acuerdo con sus 
intereses y eso lo podemos probar cuando el Congreso Nacional eligió a la Corte 
Suprema de Justicia, este régimen impidió que los magistrados que legalmente fueron 
elegidos por el Congreso Nacional se posesionaran y rodeo la Corte Suprema con 
tanques de guerra. Esta era una más de las arbitrariedades de este gobierno. 
 
La sistemática violación a los derechos humanos en el régimen del Ing. León Febres 
Cordero no solo que ha inobservado las garantías establecidas en la Constitución y las 
leyes, sino además infringió los principios de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, de los Pactos Internacionales y de las declaraciones que el Ecuador ha 
suscrito en el ámbito internacional.  
 
Argumentando que se debía combatir al terrorismo, los detenidos eran sometidos a 
salvajes torturas, tratos crueles inhumanos y degradantes. 
 
Las denuncias presentadas por organismos de derechos humanos y personas ante el 
tribunal de Garantías Constitucionales fueron muy graves. 
 
Comprendían asesinatos, torturas, allanamiento de domicilio, destrucción de  
pertenencias particulares y desaparición de personas en varias ciudades del país 






2.1.1.2.2 La familia 
 
La etimología de la palabra familia no ha podido ser establecida con exactitud; hay quienes 
afirman que proviene del latín fames (“hambre”) y otros del término famulus (“sirviente”). Por 
eso, se cree que, en sus orígenes, se utilizaba el concepto familia para referirse al conjunto de 
esclavos y criados propiedad de(CRE, 2008) unsolo hombre. 
.  
Hoy se denomina familia a la principal forma de organización de los seres humanos. Se trata de 
una agrupación social que se basa en lazos de parentesco. Estos lazos pueden ser de dos tipos: 
de afinidad derivados del establecimiento de un vínculo reconocido socialmente (como el 
matrimonio o la adopción) y de consanguinidad (la filiación entre padres e hijos, por ejemplo).  
 
Constitución de la República del Ecuador Art 2.   
 
Para el antropólogo francés Claude Lévi-Strauss, la familia nace con el matrimonio y consta de 
esposo, esposa e hijos nacidos de su unión. Sus miembros, que se mantienen unidos por lazos 
legales, económicos y religiosos, respetan una red de prohibiciones y privilegios sexuales y se 
encuentran vinculados por sentimientos psicológicos como el amor, el afecto y el respeto. 
.  
La familia, según la Declaración Universal de los Derechos Humanos, es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. Los 
lazos principales que definen una familia son de dos tipos: vínculos de afinidad derivados del 
establecimiento de un vínculo reconocido socialmente, como el matrimonio que, en algunas 
sociedades, sólo permite la unión entre dos personas mientras que en otras es posible la 
poligamia, y vínculos de consanguinidad, como la filiación entre padres e hijos o los lazos que 
se establecen entre los hermanos que descienden de un mismo padre. También puede 
diferenciarse la familia según el grado de parentesco entre sus miembros.  
 
No hay consenso en cuanto a la definición de la familia. Jurídicamente está definida por algunas 
leyes, y esta definición suele darse en función de lo que cada Ley establece como matrimonio, 
como es el caso de la legislación ecuatoriana contenida en el Código Civil. 
 
El Matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen con el fin de 
vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente; la Constitución de la República del Ecuador 
tipifica la unión de hecho entre dos personas libres de vínculo matrimonial, dejando suelta la 
posibilidad de que sean del mismo sexo o no.  
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Por su difusión, se considera que la familia nuclear derivada del matrimonio heterosexual es la 
familia básica.  
 
 
Claude Lévi Strauss, antropólogo francófono belga, fundador de la antropología estructural e 
introductor en las ciencias sociales. Declaración Universal de los Derechos Humanos. Código 




Sin embargo las formas de vida familiar son muy diversas, dependiendo de factores sociales, 
culturales, económicos y afectivos.  
 
La familia, como cualquier institución social, tiende a adaptarse al contexto de una sociedad. 
Esto explica, por ejemplo, el alto número de familias extensas en las sociedades tradicionales, el 
aumento de familias mono parentales en las sociedades industrializadas y el reconocimiento 
legal de las familias homo parentales en aquellas sociedades cuya legislación ha reconocido el 
matrimonio homosexual. La familia supone una profunda unidad interna de dos grupos 
humanos: padres e hijos que se constituyen en comunidad a partir de la unidad hombre-mujer. 
La plenitud de la familia no puede realizarse con personas separadas o del mismo sexo.  
 
De esta manera la familia tiene la posibilidad de equilibrarse a sí misma, de esta manera enseña 
el equilibrio a los hijos. El equilibrio de la misma va a contribuir al equilibrio social, formando 
al hombre y a la mujer en un sentido completo, para configurar y desarrollar la individualidad y 
originalidad del ser humano.  
 
Las familias pueden ser clasificadas de diversas maneras.  
 
 Familia nuclear, formada por la madre, el padre y su descendencia.  
 
 Familia extensa, formada por parientes cuyas relaciones no son únicamente entre padres 
e hijos.  
 Una familia extensa puede incluir abuelos, tíos, primos y otros parientes consanguíneos 
o afines.  
 
 Familia monoparental, en la que el hijo o hijos vive(n) sólo con uno de los padres.  
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 Familia homoparental, en la que el hijo o hijos vive(n) con una pareja homosexual.  
 
Otros tipos de familias, aquellas conformadas únicamente por hermanos, por amigos (donde el 
sentido de la palabra "familia" no tiene que ver con un parentesco de consanguinidad, sino sobre 
todo con sentimientos como la convivencia, la solidaridad y otros), quienes viven juntos en el  
mismo espacio por un tiempo considerable.  
 
 
En el caso de las parejas de homosexuales, se considera que estos forman familias 
homoparentales. La descendencia de los cónyuges en estos casos suele tener origen en la 
adopción. Estas unidades familiares aparecieron en Occidente en las décadas de 1960 y 1970. 
En los años 1990 se comenzaron a promulgar leyes en diferentes países que ofrecen protección 
a estas familias y han legalizado su estatus al reconocer el matrimonio entre personas del mismo 
sexo.  
 
En el Ecuador de acuerdo a la legislación vigente no se admite el matrimonio entre 
homosexuales, más si es procedente la unión de hecho, la cual tiene efectos similares a las del 
matrimonio; así lo estipula la Constitución de la República del Ecuador.  
 
En una familia sana todos recuerdan a todos sus virtudes y en las familias enfermas se está 
esperando para reprochar los defectos y limitaciones y hacerlo públicamente.  
 
La familia es la base de la sociedad, es el núcleo donde se constituye la formación de la 
personalidad de cada uno de sus miembros, es el pilar sobre el cual se fundamenta el desarrollo 
psicológico, social y físico del ser humano. Es el asiento del legado emocional de cada ser 
humano, e idealmente debe suplir a sus miembros del sentimiento de seguridad y estabilidad 
emocional, nutrido en un ambiente de aceptación, seguridad y amor.  
 
El sistema familiar, está formado por una estructura (la pareja como esposos y padres, y los 
hijos, que a su vez son hermanos entre sí; cabe destacar que esta organización puede variar de 
una familia a otra), y por interacciones entre sus miembros. De estos dos aspectos de la familia, 
emanan funciones que el sistema debe cumplir.  
 
 La familia disfuncional es un concepto que puede resultar un tanto confuso, si se lo toma de 
forma demasiado literal. “Es que en realidad habría que redefinir el término disfuncional o 
sustituirlo por otro, ya que este término alude a que no se cumple con una función o que la 
familia, en este caso, no puede cumplir con el rol o la función encomendada por la sociedad”.  
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Por supuesto que los problemas y los conflictos suceden en todas las familias pero se tienen 
grados o niveles mayores o menores de conflicto o de situaciones conflictivas como por 
ejemplo:  
 
 Violencia Familiar  
 Drogadicción  
 Problemas de salud mental  
 Situaciones de relacionamiento conflictivo entre los miembros, entre otros.  
 
Este grupo familiar va a ser el nexo entre el individuo y la sociedad y en este sentido es que los 
problemas familiares se pueden trasladar hacia el afuera, la sociedad. En este punto es que se 
podría hablar de disfuncional.  
 
De aquí se desprende que, sin importar la estructura o composición familiar, una familia puede 
ser funcional o disfuncional: en las familias funcionales el amor entre sus miembros se 
demuestra sin reservas, de manera espontánea y es dónde cada uno de los miembros asume la 
responsabilidad de sus actos, por lo contrario en las “familias combinadas, o reconstruidas” 
inician a partir de segundas nupcias, y por tanto, integran los hijos de cada uno de los 
progenitores, enfrentan condiciones especiales en relación con el modelo convencional de 
familia biológica, gran parte se manifiesta de manera negativa y esto no por naturaleza, sino por 
el mal manejo de los acontecimientos. Por ello, es vital que los padres fomenten relaciones 




La familia es la institución social más importante, “es anterior al orden jurídico, y este debe 
encadenarse a lograr su desarrollo pleno. Después del individuo en particular, la familia es el fin 
primordial del Estado”.  
 
A lo largo de la historia, los Estados se ha empeñado en proteger y desarrollar tan importante 
institución mediante su regulación en las leyes ordinarias, en los ordenamientos constitucionales 
e incluso en los Tratados y Declaraciones Internacionales. Esto ha permitido que cada vez un 
número mayor de constituciones en el mundo contemplen esta institución en su texto, 
reconociéndole derechos e imponiendo obligaciones al mismo para beneficio de ésta.  
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El concepto de familia es sin duda de carácter sociológico antes que jurídico, como señalamos, 
la familia es anterior al mismo Estado, ya que existe antes que este por tanto, el orden jurídico la 
contemplara atendiendo a sus fines.  
 
La familia, ha contado a lo largo de la historia con tres finalidades: una natural (unión 
de hombres y mujer, procreación y conservación de la especie), otra moral espiritual 
(lazos de afecto, solidaridad, cuidado y educación de la prole) y una tercera de carácter 
económico (alimento y techo). Con base en los fines descritos, Hernán Corral la define 
como aquella comunidad que, iniciada o basada en la unión permanente de un hombre y 
una mujer destinada a la realización de los actos propios de la generación, está integrada 
por personas que conviven bajo la autoridad directivas o las atribuciones de poder 
concedidas a una o más de ellas, adjuntan sus esfuerzos para lograr el sustento propio y 
desarrollo económico del grupo, y se hallan unidas por un afecto natural derivado de la 
relación de pareja o del parentesco, el que las induce a ayudarse y auxiliarse 
mutuamente.(Vallejo & Guillén, 2006, pág. 173) 
 
 
Otra definición de familia, a la luz de la antropología social es la que la considera como “una 
agrupación social, una comunidad cuyos miembros se hallan unidos por lazos de parentesco”.  
 
Cada persona puede elegir entre formar o no una, pero no puede inventarla, no es sólo una 
institución jurídica a la que el hombre debe adaptarse, es una institución natural, el Estado 
interviene en su regulación, para el bien común.  
 
Como señala Hernán Corral, el deseo por la preservación de esta institución, considerada 
elemento fundamental para la vida del hombre en comunidad, se ha traducido en una 




La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) afirma en el artículo 
sexto que toda persona tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de la sociedad y 
a recibir protección para ella. El pacto Internacional de Derechos económicos, Sociales y 
Culturales de la Naciones Unidas (1966), considera en el artículo  a la familia como elemento 
natural y fundamental de la sociedad, a la cual debe concederse “la más amplia protección y 
asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y 
la educación de los hijos a su cargo”. (NN.UU, 1966) 
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El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la Naciones Unidas (1966) en el 
artículo 23, afirma también que “la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad 
y tiene derecho a la protección de la sociedad y el Estado”, así mismo, reconoce el derecho del 
hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia, si tienen la edad para ello. 
En semejantes términos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también  
conocida como Pacto de San José de Costa Rica, reconoce en su artículo  a  ésta como “el 
elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser  protegida por la sociedad y el 
Estado”.  
 
Otros instrumentos internacionales también contienen disposiciones diversas que redundan en 
beneficio concretos a la familia, tales son los casos de la Convención sobre el consentimiento, el 
registro y la edad mínima para contraer matrimonio (1962), Convención sobre la Eliminación de 
todas formas de Discriminación Contra la Mujer (1979), la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer “Convención de Belem do pará 
(1994), Convención sobre los Derechos del Niño (1989), entre otros.  
 
2.1.1.2.3 Evolución Histórica de los Derechos Humanos 
 
La expresión de "derechos humanos", es de origen reciente. Su fórmula de inspiración francesa, 
"derechos del hombre", se remonta a las últimas décadas del siglo XVIII. Pero la idea de una ley 




El código de Hammurabi, se protegían con penas desproporcionadamente crueles. 
 
En Roma se los garantizaban solamente al ciudadano romano que eran los únicos que podían 
formar parte en el gobierno, la administración de la justicia, la elección de funcionarios 
públicos, etc. A pesar de esto se logró constituir una definición práctica de los derechos del 
hombre. El derecho romano según fue aplicado en el common law, como el Derecho Civil del 
continente europeo, ofrece un patrón objetivo para juzgar la conducta desde el punto de vista de 
los derechos y libertades individuales. Ambos admitieron la concepción moderna de un orden 
público protector de la dignidad humana. 
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En Inglaterra se libraron batallas en defensa de los derechos Ingleses, para limitar el poder del 
Rey. De esta lucha emergen documentos: la Petition of Right de 1628, y el Bill of Rights de 
1689. 
 
Las ideas de estos documentos se reflejan luego en las Revoluciones Norteamericanas y 
francesas del siglo XVIII:  
 
Con la Declaración de Independencia Norteamericana, Declaración de Derechos de Virginia de 
1776, Declaración Francesa de los Derechos del hombre y del ciudadano y la Declaración de los 
Derechos Norteamericana. 
 
El año 1789, específicamente al 26 de Agosto de ese año donde la Asamblea Constituyente 
Francesa votó por unanimidad un conjunto de principios considerados esenciales en las 
sociedades humanas y en las que habían de basarse la Constitución Francesa (1791), y después 
otras muchas constituciones modernas. Tales principios, enunciados en 17 artículos, integran la 
llamada "Declaración de los Derechos del hombre y del ciudadano". 
 
En cuanto a su contenido político y social no representaban una aportación original, pues su 
espíritu había sido ya aceptado en Inglaterra en 1689 por Guillermo III, y casi en iguales 
términos los había sancionado con anterioridad en Estados Unidos el Congreso de Philadelfia. 
No obstante, la gran repercusión de la Revolución Francesa los universalizó y entraron a formar 
parte de la conciencia europea como expresión de las aspiraciones democráticas. 
 
Dicha declaración, en sus artículos, establece: la misma política y social de los ciudadanos, el 
derecho a la libertad, a la propiedad, a la seguridad, a resistir la opresión, el libre ejercicio de los 
Derechos Naturales, la libertad de palabra y de imprenta... y demás derechos inherentes al 
hombre. 
 
En esta etapa comienzan a dictarse las constituciones de carácter liberal, que protegían los 
derechos civiles y políticos, buscaban la protección de las libertades de propiedad, y de vida. 
Esta etapa es llamada "Derechos de Primera Generación", donde vemos un decaimiento del 
absolutismo político y monárquico.  
 
Como respuesta a una etapa de crisis de los derechos humanos, por distintas situaciones, entre 
ellas el comunismo o la revolución Industrial de Inglaterra. Esta etapa se llama "Derechos de 
Segunda Generación", que son específicamente derechos sociales y económicos, que contenían 
la esperanza de los hombres de mejorar sus condiciones de vida dentro de la sociedad, en lo 
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económico y en lo cultural, ya que a medida en que otras valoraciones novedosas entran a los 
conjuntos culturales de las diferentes sociedades, el repertorio de derechos civiles y políticos 
recibe una reclamación ampliatoria.  
 
Estos derechos deben defenderse, mantenerse, subsistir; pero a la vez hay que añadirles otros. 
 
Estas ideas comienzan a plasmarse en las constituciones de México de 1917 y en la de Alemania 
de Weimar en 1919. 
 
Los derechos humanos se establecieron en el Derecho internacional a partir de la Segunda 
Guerra Mundial, cuando el mundo despertaba y empezaba a tomar en cuenta las atrocidades 
cometidas de 1939 a 1945 y se establecieron documentos destinados a su protección por su 
importancia y necesidad de respeto. 
 
Podemos emplear varios ejemplos: 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada por las Naciones Unidas el 10 de 
diciembre de 1948. 
En la cual se hacen claros y evidentes los derechos inherentes de todos los seres humanos de la 
Tierra. Este valioso instrumento describe, señala, enumera y hace constar los preceptos de 
igualdad necesarios e indispensables para la paz y prosperidad de la sociedad mundial. 
 
 La Declaración de Derechos del Niño, de 1959. 
 La Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, de 1959. 
 La Convención sobre eliminación de todas las formas de discriminación de la mujer, de 
1969. 
 La Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles inhumanas o degradantes, 
de 1984. 
 La Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, entre otros. 
 
En Latinoamérica se necesita, sin lugar a duda, emprender una campaña en el ámbito nacional y 
dirigido a la sociedad civil, para concientizar a la población, en un lenguaje simple y entendible, 
sobre lo que son los Derechos Humanos, deberes y responsabilidades de esta sociedad. 
Emprendiendo esta labor garantizaremos el desarrollo, el progreso, enriquecimiento del ser 
humano no solo material sino lo más importante en su interior, lo cual dará lugar a individuos, 
seguros de sí mismos y de que sus derechos se respetarán y cumplirán. 
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2.1.1.2.4 Importancia de los derechos humanos 
 
La existencia de los derechos humanos se basa en la injusticia provocada por el hombre mismo 
ante su inevitable lucha por conseguir el liderazgo a cualquier precio, así como lo sucedido por 
las diferencias raciales y étnicas del mundo han provocado actos de barbarie que resultan 
degradantes para la historia de la humanidad. 
 
La importancia de los derechos humanos depende del simple hecho que todos somos iguales y 
pertenecemos a una sociedad que aunque se encuentre dividida políticamente en países y 
estados sigue siendo una comunidad única en la cual todos tenemos una labor que cumplir para 
lograr el mejoramiento del mundo entero o por lo menos evitar su destrucción. 
 
Ante todo, la importancia de la raza humana es mayor que todo lo demás por lo tanto se crearon  
leyes para mejorar la supervivencia de los hombres, estas leyes están reunidas en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos para evitar actos de destrucción y de barbarie que puedan 
afectar la vida humana. 
 
Los derechos humanos tienen como finalidad perdurar la vida en comunidad y hacerla menos 
problemática, sobre todo en el ámbito social que es el que nos muestra las fallas de la sociedad 
actual y las repercusiones que puedan tener en las generaciones futuras; para evitar dichos 
problemas se crearon ciertas normas que protegen a todo hombre. 
 
Los Derechos Humanos aunque no son muy respetados actualmente nos han demostrado a lo 
largo de la historia que si no existieran ciertas leyes que protegen a todos y cada uno de los 
ciudadanos del planeta tierra, las guerras y los problemas que ya hacen parte de la historia 
todavía estarían vivas no solo en el recuerdo de las personas sino causando más daño a nuestro 
planeta. 
 
La respuesta a esta pregunta nos lleva a resaltar las características o peculiaridades de 
los derechos humanos: estos derechos son personales, están en cada individuo, se nace 
con ellos. Se tiene estos derechos por el sólo hecho de ser persona humana. Son 
anteriores y superiores al Estado, que junto con la Sociedad, se limitan a reconocerlos. 
Esto significa que no son una gracia, un favor o una concesión del gobernante. Otra de 
sus características es la universalidad, no están limitados por las fronteras; pues, la 
dignidad humana no está circunscrita a un territorio. Por esta razón, estos derechos 
gozan de protección internacional y frente a esta acción no cabe la invocación del 
principio de no intervención que pudieran hacer los estados que toleran o son partícipes 
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activos de violaciones a los derechos humanos. Son derechos iguales que corresponden 
a todas las personas y en todas las sociedades sin diferencia alguna de raza, religión, 
posición política y económica o de género. Asimismo, son inalienables e 
imprescriptibles; pues, no pueden ser objeto de comercio, no pueden ser cedidos ni les 
afecta el transcurso del tiempo en cuanto a su vigencia. 
 
La enseñanza y la difusión de estos derechos constituyen aportes significativos a la protección 
de los mismos. Tenemos que internalizar la percepción de que verdaderamente somos, la 
humanidad, una única familia y de que cada persona nace al mundo como fideicomiso del 
conjunto. Por lo tanto, la violación de los derechos de cualquier integrante de la familia es una 
violación de la humanidad de todos. 
 
2.1.1.2.5 Evolución histórica de los derechos humanos de los niños, niñas y 
adolescentes 
La construcción del “sujeto niño” como una categoría distinta y diferenciada de los 
adultos es reciente. El historiador francés Philippe Áries, en su ya clásico trabajo, 
demostró apenas en el siglo XVII se construyó la categoría infancia en el mundo 
occidental como la conocemos en la actualidad, es decir como una etapa diferenciada e 
importante en la vida de los seres humanos. 
 
La historia de la humanidad nos permite constatar lo dolorosa que ha sido la vida de la 
niñez en todo el mundo. 
 
Inicialmente los niños no tenían ningún derecho, los hijos eran considerados como una 
propiedad del padre, tanto que podían ser vendidos, mutilados o asesinados, inclusive se 
utilizó el asesinato de niños como un control retroactivo de la natalidad. 
 
En Grecia se tomó en cuenta de alguna forma las necesidades de la infancia debido a 
que se los consideraba como futuros ciudadanos de un estado democrático”, por lo que 
se veía la necesidad de formarlos y educarlos, aquí empiezan a aparecer las primeras 
escuelas. Indudablemente estos “privilegios “eran para ciudadanos y no se incluía los 
hijos de los esclavos, que al igual que sus padres eran considerados objetos. 
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En la misma Grecia, en Esparta, los niños eran sometidos a una disciplina estricta como 
preparación a la guerra, el rigor llegó a tal extremo que se promulgó las leyes que 
permitían que los niños deformes”, enfermos o que se consideraban defectuosos” sean 
sacrificados. 
 
En Roma la patria potestad daba un poder absoluto al padre a tal punto que podía 
disponer de la vida y futuro de sus hijos, llegando incluso a decidir si les aceptaba o no 
como hijos. Se dice que; 
 
El nacimiento de un romano no se limitaba a ser un hecho biológico. Los recién nacidos 
no vienen al mundo, o mejor dicho, no son aceptados en la sociedad, sino en virtud de 
una decisión del jefe de familia; la anticoncepción, el aborto, la exposición de niños de 
origen extraconyugal y el infanticidio del hijo  de una esclava eran, pues, prácticas 
usuales y perfectamente legales. En Roma no puede decirse que un ciudadano ha tenido 
un hijo: lo toma, lo acoge. (Padilla) 
 
De la mano del Cristianismo, especialmente en la época de Constantino, surgen nuevos 
criterios, se reforzó la idea de la responsabilidad de los padres frente a los hijos y se 
alivió en alguna medida el tratamiento que éstos recibían, se empezó  a considerar que 
dar muerte a los niños era un “asesinato” y el abandono de los niños era mal visto, ya 
que se destaca la dignidad de la persona humana, por estar hecha a imagen y semejanza 
de Dios, se afirma que existen una serie de principios inmutables y eternos, que les 
corresponde a todos los seres humanos. 
 
Esta modificación se reflejó en el hecho de que la paternidad dejó se der un derecho 
absoluto y se convirtió en un deber de asistencia y protección. 
 
En la edad media se empeoró la situación de la infancia, condiciones económicas 
extremadamente duras obligan a que niños a partir de los cinco años se incorporen a 
diferentes actividades productivas, especialmente al servicio de las clases acomodadas o 
de parientes. La visión de la infancia en esta época es la de adultos en miniatura y existe 
una actitud indiferente y hostil hacia ellos. 
 
A finales de la Edad Media se empezó a observar como inadecuado al excesivo castigo 
físico y se reconoció algunas diferencias entre los niños y los adultos. “Había más 
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inclinación es este período hacia una renovación didáctica que hacia la jurídica, dándose 
mayor importancia a la misión de educar que a pensar en los posibles derechos 
subjetivos del niño. El derecho Medieval se parece en mucho al romano, pero se 
consideraba que se avanzó ya que apareció la categoría menor para referirse a las 
personas de ambos sexos de menos de veinticinco años. 
 
Las ideas humanitarias del Renacimiento y su mayor ocupación por el ser humano 
permitieron mayores cambios, la infancia empezó a ser considerada de distinta manera, 
especialmente las clases acomodadas se preocuparon por dar educación a sus hijos. A 
partir del siglo XVII aparecieron las primeras escuelas primarias y por consiguiente, 
creció la preocupación por la educación. 
 
Sin embargo, como Áries afirma, “hasta finales del siglo XVII persiste el infanticidio 
tolerado. El autor recuerda que no era una práctica admitida como lo era el abandono de 
niños en Roma, porque era un crimen castigado severamente, pero se lo practicaba en  
secreto disimulado en forma de accidente,” los niños morirían naturalmente ahogados 
en la cama de sus padres con quienes dormían y no se hacía nada para vigilarlos o para 
salvarlos”.(Padilla) 
 
Hay que recordar que la presencia del niño en la familia y en la sociedad hasta ese 
momento era tan “breve e insignificante” que no había tiempo para que la infancia se 
grabara como recuerdo en la memoria y sensibilidad de la gente. 
 
No obstante, aquí se podía observar una actitud “mimadora” que tiene su punto de 
equilibrio en la visión de que la “inocencia de la niñez” era transitoria y por tanto era 
Áries observa que existía este sentimiento superficial del niño, que se mantiene durante 
los primeros años de vida, a los niños se los trataba como una “cosita 
preciosa”.necesaria una “vigilante protección moral” y la corrección se podía dar por 
medio de la educación. En este período también se maneja un concepto de niñez como 
“frágiles criaturas de Dios que debían ser salvaguardados y protegidos”. Las dos ideas 
se desarrollan dentro del ámbito familiar y surge en este contexto la preocupación 




La gente se divertía con él como si fuera un animalillo, un monito impúdico. Si el niño 
moría entonces, como ocurría frecuentemente, había quien se afligía, pero por regla 
general no se daba mucha importancia al asunto: otro lo reemplazaría enseguida. El niño 
no salía de una especie de anonimato. 
 
El siglo XVIII producto de la Ilustración, la Revolución Francesa y la aparición de las 
primeras declaraciones de los derechos  del hombre imprimen un cambio definitivo en 
relación a todos los seres humanos. Se amplía los conceptos acerca del derecho de todos 
a ser respetados y a la igualdad. Esto, por supuesto, implicó un cambio en relación a los 
niños. Sin embargo, en la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 
Francia de 1789 no se incluyó disposición alguna sobre los niños, de hecho ninguno de 
los  primeros instrumentos europeos en la materia, inspirados en la Declaración 
francesa, tenían  norma sobre el tema. 
 
Algunos autores citan el “Cuerpo de libertades de la Bahía de Massachusetts”, la 
primera declaración americana de derechos, como el antecedente más remoto del cual 
concepto de derechos humanos de los niños, ya que estableció que los niños debían ser 
protegidos, y en su artículo 83 se estableció que los niños podían quejarse ante la 
autoridad en caso de que sus padres o responsables lo traten con severidad excesiva”. 
En cambio, sobre la consideración de la infancia, se dio gracias a la transformación de 
dos instituciones sociales claves: la escuela y la familia. 
 
La escuela constituyó el aprendizaje (que se daba por la convivencia del niños con los 
adultos una vez que eran separados de su familia a una corta edad), este proceso se 
desarrolló por la educación, por tanto “cesó la cohabitación de niño con los adultos…A 
pesar de muchas reticencias y retrasos, el niño fue separado de los adultos y mantenido 
aparte, en una especie de cuarentena, antes de dejarle suelto en el mundo. Esta 
cuarentena es la escuela, el colegio…” 
 
Por otro lado la familia se convirtió en un lugar de afecto “antes cumplía 
exclusivamente con una visión de conservación de bienes, práctica de un oficio común y 
mutua ayuda cotidiana) entre “esposos y entre padres e hijos... Este afecto se manifiesta 
principalmente a través de darle importancia a la educación. La familia comienza 
entonces a organizarse en torno al niño, el cual sale de su anonimato y adquiere tal 
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importancia que ya no es posible, sin una gran aflicción, perderle, reemplazarle o 
reproducirle muchas veces y conviene limitar su número para ocuparse mejor de él. 
 
Varios autores sostienen que en la Ilustración es en donde aparece la diferenciación de 
“mayor de edad y menor de edad”, en el que la minoría de edad implica incapacidad de 
obrar. Antes de esto, sostienen autores como Diez-Picazo y Hierro, que en el derecho 
romano y antiguo español, la capacidad de los niños, niñas y adolescentes se encontraba 
graduada de acuerdo a tres etapas: infancia (desde el nacimiento  a los siete años); 
pueritia (hasta los catorce años) y adolescencia (hasta los veinte y un años), con una 
regulación diferenciada de la capacidad, por tanto no siempre estaba impedido de 
ejercer como sujeto de derechos. 
 
Autores como Jacques Gélis sostienen que la; 
 
…Indiferencia medieval ante el niño es una invención; y en el siglo XVI…los padres se 
preocupan de la salud y curación de sus hijos”, no obstante reconoce que el interés y la 
indiferencia no son patrimonio de un determinado período histórico, que conviven, pero 
que efectivamente al niño progresivamente se le va concediendo el puesto que 
actualmente tiene en la familia, pero reconoce que “nuestro sentimiento de la infancia 
“surge en el siglo XVII producto de lo que llama “profunda transformación de las 
creencias y de las estructuras mentales”, que él asigna se debe a varios factores, a saber: 
el aparecimiento de la familia nuclear, un clima decreciente individualismo, la 
delegación de la educación al educador, adelantado esto por el estado y la iglesia, un 
modelo urbano-que reemplaza al rural-en donde tener hijos no es “para garantizar la 
permanencia del ciclo (de vida), sino simplemente para darles cariño y recibirlo de 
ellos. (Gélis, 2001). 
 
Un hecho fundamental es lo que se describe como la “invasión de la autoridad pública” 
en la vida familiar, por ejemplo se decía que en Francia los niños “pertenecen a la 
República antes que a sus padres”, dándose “prioridad a la protección de los individuos 
frente a la posible tiranía de la familia y de la iglesia”. (Francoise, 1986, pág. 34) 
 
Como lo ha señalado Dolto, en el siglo XIX, “surge la idea de un niño etéreo e 
incorporé como si recordara al adulto el aspecto más noble de la condición humana, 
obviamente esto no significa que la situación general de la infancia hubiera mejorado 
sustancialmente. Es fundamental en este período el poder paterno, de la mano de la 
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reducción de la influencia del Estado en la vida familiar”. La “sensibilidad ante la 
infancia” no disminuyó este poder omnímodo, de hecho él “padre puede hacer detener a 
sus hijos y echar mano de las prisiones del Estado… a título de “corrección paterna”, 
que mantiene una policía de familia a través de la cual el poder público actúa por 
delegación”. 
 
Posteriormente la Revolución Industrial y la explotación de que eran objeto los niños, 
da origen a las primeras leyes de protección a la infancia, especialmente en Inglaterra 
donde aparecen las primeras normas relativas a las limitaciones de la jornada Laboral, 
pero la preocupación surge de manera especial, por la socialización del niño y la 
necesidad de que este se adapte a la vida social. 
 
Este proceso no modifica el rol de autoridad que ejercen los progenitores en más de la 
mitad del siglo XX, esto se reflejaba en el hecho de que los hijos no tenían vida privada 
el tiempo libre no les pertenecía se vigilaban sus relaciones personales, etc., sin 
embargo en la segunda mitad del siglo la escolaridad introduce modificaciones en la 
vida de la infancia, la cada vez mayor duración de la educación tiene un impacto 
significativo en la socialización, esta “liberación” implica que “el aprendizaje de la vida 
en sociedad se transfiera de la familia al colegio. 
 
Durante el siglo XX se da en el mundo occidental industrializado una “emancipación de 
los niños al interior de la familia” que toma varias formas dependiendo del nivel de 
incorporación de tres variables: familia centrada en el menor”; “igualdad” de los hijos; 
e, “integridad” de los niños. 
 
La primera-familia centrada en el menor- “corresponde al reconocimiento que tanto el 
padre como la madre disfrutan de la titularidad conjunta en cuanto a las obligaciones 
respecto de los hijos incorporándose además el interés superior del niño como principio 
orientador de las relaciones familiares”; la segunda- igualdad- implica el 
establecimiento de la igualdad” entre los de padres unidos por el vínculo matrimonial y 
los nacidos al margen de éste, es decir la eliminación de la distinción entre hijos 
legítimos  e ilegítimos en lo referido  a los derechos sucesorios y de filiación”; y, el 
tercero- integridad- que se refiere a la “prohibición del castigo corporal por parte del 
padre u otros tutores”. Se considera que el avance del proceso de emancipación de la 
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infancia depende “de las distintas modalidades que históricamente sume la relación 
entre patriarcado, religión y derecho”.(Prost, 2001, pág. 68 y ss) 
 
Este proceso histórico pone en evidencia la “tensión entre autonomía y protección “de 
los niños, que siempre va a reflejarse fundamentalmente en las soluciones normativas, 
tanto nacionales- especialmente diversas en su evolución-, y las de la legislación 
internacional que han reflejado de cierta forma algún nivel de consenso, el mismo que 
no se puede considerar del todo “pacífico” y general, particularmente si consideramos 
las diversas formas que las legislaciones nacionales han incorporado la CDN, que 




2.1.1.2.6 Clasificación de los derechos humanos 
 
La clasificación de carácter histórico basada en la aparición o reconocimiento cronológico de 
los DDHH por parte del orden jurídico normativo internacional, distingue entre los Derechos de 
Primera Generación o Derechos Civiles y Políticos, los Derechos de Segunda Generación o 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales y los Derechos de Tercera generación o Derechos 
de Los Pueblos. La mayor parte de los tratados en el ámbito de los DDHH hacen una distinción 
entre los denominados "derechos civiles y políticos" y los derechos "económicos, sociales y 
culturales".  
 
a) Derechos de primera generación o derechos civiles y políticos 
 
La primera generación de derechos, fundamentados en la libertad, comprende a los 
derechos civiles y políticos. Éstos surgen ante la necesidad de oponerse a los excesos de 
la autoridad. Se proclamaron para limitar las competencias o atribuciones del Estado y 
se instituyeron como garantías a la libertad. Figuran como derechos fundamentales de 
carácter individual en la Declaración de Independencia de los Estados Unidos en 1776 y 
en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, 
derechos que luego pasaron a formar parte de las constituciones políticas 
contemporáneas. Son los derechos llamados “libertades”. Derecho a la vida, a la 
integridad y libertad físicas. Derechos civiles: no hay discriminación por sexo, raza, 
color, religión, idioma u origen. Políticos: libertad de pensamiento y expresión. 
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Interposición de recursos ante un Poder Judicial independiente. Participación en la vida 
política del Estado. Democracia y referendo.(Alzamora Valdez, 1977, págs. 32-33).  
 
 
Los Derechos de Primera Generación o Derechos Civiles y Políticos se refieren a los primeros 
derechos que fueron consagrados en los ordenamientos jurídicos internos e internacionales. 
 
Entre los se encuentran, ante todo, los dirigidos a proteger la libertad, seguridad e integridad 
física y espiritual de la persona humana. Tales derechos son el derecho a la vida; el derecho a no 
ser sometido a torturas o a tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes; el derecho a no 
ser tenido en estado de esclavitud o servidumbre; el derecho a la libertad y la seguridad de la 
persona, incluido el derecho a un juicio justo; el derecho a la intimidad e inviolabilidad en el 
hogar y en la correspondencia; y, el derecho a la libertad de pensamiento, conciencia o religión.  
 
Entre los derechos políticos están el derecho a la libertad de opinión y expresión; el derecho a la 
libertad de reunión y asociación; el derecho a tomar parte en la conducción de los asuntos 
públicos, incluido el derecho a votar y a ser elegido. 
 
b) Derechos de Segunda Generación o Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
 
La segunda generación de derechos se funda en la igualdad. Son los derechos 
económicos, sociales y culturales. En esta etapa el hombre le exige al Estado que 
cumpla con ciertas obligaciones de dar y hacer. Son “derechos prestaciones” o 
“derechos acreencia” a diferencia de los derechos individuales que son “derechos 
poder”. Para realizarse en el mundo, el hombre necesita la ayuda de la sociedad, a través 
de sus gobernantes, a fin de obtener los medios para la satisfacción de sus necesidades. 
Por ello, emergen los derechos a la alimentación, habitación, vestido, salud, trabajo, 
educación, cultura, seguridad social, etc. (Alzamora Valdez, 1977, pág. 33) 
 
Los derechos de Segunda Generación o Derechos Económicos, Sociales y Culturales tienen 
como objetivo fundamental garantizar el bienestar económico, remuneración justa, el acceso al 
trabajo, a la salud, a educación y a la cultura, de tal forma que asegure el desarrollo de los seres 
humanos y de los pueblos. 
 
En los derechos de primera generación, el hombre se opone a que el Estado interfiera en su 
libertad. Se le exige una abstención, un “no hacer”. En los derechos de segunda generación, el 
Estado debe asumir un papel activo; pues, tiene la obligación de crear las condiciones necesarias 
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para la satisfacción de las necesidades económicas, sociales y culturales de todas las personas 
por igual. Son derechos de carácter colectivo. 
 
 
2.1.1.2.7 Derechos de tercera generación o derechos de los pueblos 
 
Los derechos humanos de tercera generación que deben sostenerse en el principio de la 
fraternidad, son los denominados derechos a la solidaridad que todavía se encuentran en proceso 
de maduración. Se inspiran en la armonía que debe existir entre los hombres y los pueblos, entre 
éstos y la naturaleza. Aquí se concibe a la vida humana en comunidad. Comprenden el derecho 
a la paz, el derecho al desarrollo, derecho a un medio ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado, derecho de propiedad sobre el patrimonio común de la humanidad. En esta etapa se 
espera una alianza efectiva entre los pueblos, entre los Estados. 
 
En esta tercera generación, debe reconocerse que la humanidad tiene derecho a la paz tanto en el 
plano nacional como en el plano internacional. Este derecho a la paz, implica el derecho de todo 
hombre a oponerse a toda guerra y, en particular, a no ser obligado a luchar contra la 
humanidad; a que la legislación nacional le reconozca un estatuto de objetor de conciencia; de 
negarse a ejecutar, durante el conflicto armado (cuando éste es inevitable), una orden injusta que 
afecte la dignidad humana, etc. 
 
Los Derechos de Tercera Generación también conocidos como Derechos de Solidaridad o de los 
Pueblos contemplan cuestiones de carácter supranacional como el derecho a la paz y a un medio 
ambiente sano y derechos del consumidor. 
 
En efecto, las guerras mundiales demostraron la necesidad de los pueblos de ver garantizado su 
derecho a la paz, el mundo globalizado dio nacimiento al reconocimiento del derecho a la 
solidaridad, el ambiente víctima de la acción humana durante tantos años, comenzó a dar 
muestras de que necesitaba protección para el bien de todos, y las nuevas condiciones del 
consumo a gran escala, dejaron desprotegido al consumidor, muchas veces, víctima de contratos 
de adhesión (en los que su voluntad no es tenida en cuenta, sino que solo firma las condiciones 
de quien realiza la oferta, sin darse cuenta de algunas, colocadas en “letra chica”). Así también 
surgen los derechos del consumidor. 
 
 
2.1.1.2.8 Derechos de Cuarta Generación 
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Siguiendo la línea de las generaciones, actualmente ya existe una cuarta generación de 
derechos humanos13. Estos nuevos derechos obedecerían a la necesidad de concebir a 
la humanidad como un sola familia y que todos sus miembros deben sumar esfuerzos 
para el bienestar global y si cualquier integrante de ese cuerpo está adolorido o 
lesionado, ello inevitablemente redundará en el sufrimiento de todos los demás. Esta 
nueva generación de derechos, sería el resultado del inevitable desenvolvimiento de la 
organización política social hacia formas cada vez mayores y complejas; y, junto a ello, 
también el arribo hacia ordenamientos jurídicos correspondientes a esas nuevas formas. 
(Abdu’l-Bahá, 1986, pág. 47) 
 
Esta sería la etapa de hacer realidad el principio de la unidad en la diversidad. 
 
La cuarta generación de derechos humanos comprende el derecho a la plena y total integración 
de la familia humana. Igualdad de derechos sin distingos de nacionalidad, comprende el derecho 
a formar un Estado y Derecho supranacionales. 
 
Tanto los derechos de tercera generación como los de cuarta, aún no han sido incorporados en la 
legislación; sin embargo, están ahí latentes en espera de condiciones favorables para su 
reconocimiento. 
 
c) Derechos de supervivencia. Enfoque legal y doctrinario 
 
La juricidad de la supervivencia comprende derechos a la vida, al cuidado de sus padres, a una 
convivencia familiar, protección prenatal, lactancia materna, sana concepción, vida digna, salud, 
seguridad social, medio ambiente sano, que vamos a desarrollar. 
 
Los derechos de supervivencia, están encabezados por el derecho a la vida, lo cual significa que 
los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la vida desde su concepción. Es obligación del 
Estado, la sociedad y la familia asegurar por todos los medios a su alcance, su supervivencia y 
crecimiento. 
 
Por tanto, se ha proscrito los experimentos y manipulaciones médicas y genéticas desde la 
fecundación del óvulo hasta el nacimiento de niños, niñas y adolescentes; y la utilización de 
cualquier técnica o práctica que ponga en peligro su vida o afecte su integridad o personalidad. 
Motivado por la tutela del derecho a la vida minoril, se tipificó sobresalientemente el aborto, 
tipo que en los actuales momentos es uno de los delitos que más controversias provoca en el 
ámbito penal. Las contraposiciones comienzan respecto a su mantenimiento o eliminación como 
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conducta delictiva, a la determinación del bien jurídico protegido, al establecimiento de 
situaciones amplias o restrictivas de no punibilidad e, inclusive, a la exacta definición de lo que 
constituye aborto como delito. 
 
Se evidencia que estas discusiones rebasan el ámbito jurídico e incluyen sobre todo argumentos 
de orden moral y religioso. Sin embargo también han entrado en el análisis consideraciones 
sociales, pues es indudable que en los últimos tiempos el aborto, a pesar de ser cometido con 
frecuencia, se ha convertido en un delito impune. Tanto más que en la práctica ha derivado en 
una forma de discriminación, que afecta a las mujeres de menor capacidad económica. 
 
Amerita conocer cuál es el bien jurídico protegido al tipificarse el delito de aborto; y tenemos 
por respuesta que la tradición jurídica más antigua afirmaba que se protege la vida, por lo cual el 
aborto se equiparaba con el homicidio. A partir del Derecho penal clásico, se produce una 
distinción, determinando que el aborto era un atentado contra el derecho del ser en gestación de 
llegar a ser persona (spes hominis), por lo cual el delito, siendo grave, no tenía la misma 
significación que el homicidio simple. 
 
Pese a lo expuesto, no faltan, posiciones según las cuales la protección penal estaría relacionada 
no solamente con la vida, sino también con la salud y el derecho de la mujer a tener su hijo, con 
el orden de la familia e inclusive con los intereses demográficos del Estado (control natalicio). 
Por lógica, cada una de estas posiciones trae consecuencias muy importantes en cuanto al 
alcance de la conducta delictiva, y especialmente, sobre la posibilidad de no considerar 
delictivas ciertas situaciones. Si, por ejemplo, lo que se protege primariamente es el derecho de 
la mujer, ésta será quien pueda decidir continuar o no la gravidez. 
 
Por tanto, la ley Penal (CP) ubica el aborto entre aquellos contra la vida de las personas, y esta 
ubicación revela cuál es, el bien jurídico protegido: la vida del ser que está por nacer. Cabe 
indicar también, en este punto, que en el ámbito penal interesa tan sólo el aborto provocado, es 
decir el causado por intervención humana (si se quiere: premeditado o incluso doloso), y no el 
aborto espontáneo, o sea producido por causas traumáticas, patológicas, orgánicas, exógenas o 
endógenas de la mujer, pero sin la intención de causar aborto (inintencional). 
 
De allí, hace falta pues, doctrinalmente, determinar en qué consiste la conducta que merece 
sanción penal. Es obvio que la palabra aborto se conceptualiza básicamente en el campo 
médico, pues es un término propio de esa ciencia y se refiere a una cuestión de indudable 
contenido médico; en tal sentido, aborto, médicamente, es la interrupción del embarazo con 
expulsión del feto, antes de que ésta sea viable, es decir antes de que pueda sobrevivir 
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extrauterinamente. Hay en este concepto elementos que, de aplicarse automáticamente, resultan 
inconvenientes desde el punto de vista penal. En primer lugar, no establece diferencia entre el 
aborto espontáneo y el provocado, pone el énfasis en la interrupción del embarazo y en la 
consiguiente expulsión del feto, como fenómeno central; y por último, incluye una referencia a 
la no viabilidad, pues si la hubiera, más que frente a un aborto se estaría en el caso de un parto 
prematuro complejo. 
 
Lo explicado nos obliga a profundizar los problemas que se plantean, en especial en materia 
penal. En tal sentido, interesa primero que el aborto sea provocado; segundo, el punto clave 
consiste en la muerte del ser, antes que en la interrupción del embarazo, por lo cual en rigor, 
resulta irrelevante la expulsión del feto. Aun esta palabra puede dar lugar a situaciones 
inadmisibles en el orden penal, pues su utilización podría significar la limitación del aborto a 
sólo ciertas etapas del embarazo, en que rigurosamente se puede hablar de feto, y no a todo el 
proceso de embarazo. Asimismo es intrascendente penalmente, la viabilidad, concepto 
inaplicable dentro de un procedimiento manejado por una voluntad directamente dirigida a 
quitar la vida a un ser, tenga o no por su desarrollo la capacidad de sobrevivir extrauterinamente 
(equiparable a cortar el cordón umbilical). 
 
Es menester decir, por otra parte, que la protección a la vida en materia penal, protectora de 
minoridad, está confiada a dos figuras: aborto y homicidio. Habrá aborto, cuando el feto o sujeto 
pasivo no es todavía persona; y homicidio, cuando ya lo es (neonato). 
 
Nos corresponde precisar los elementos de la tipicidad del aborto, pero previamente aclaramos 
que se lo define como el acto de causar la muerte del producto de la concepción que aún no es 
persona (feto). 
 
Por tanto, los elementos típicos del aborto se van desarrollando: Un núcleo: causar muerte; 
Medios: cualquiera. Sujeto pasivo: el producto de la concepción que aún no es persona (feto). 
Sujeto activo: cualquier persona. 
 
La precisión que habría que hacer es que la intención de dar muerte debe estar dirigida al ser 
que está por nacer y no a la mujer. De suerte que si alguien mata a una mujer embarazada y, 
como consecuencia muere también el hijo en gestación, sólo habrá homicidio y no aborto, al no 
haber existido una intención dirigida a este segundo delito. Mientras que si el victimario 
buscaba simultáneamente las dos muertes, estaríamos frente a un concurso entre los delitos. 
También puede haber el caso, en que el aborto cause también la muerte de la progenitora. 
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Destaquemos que en cuanto al sujeto pasivo parece que la mejor forma de referirse a él es con la 
frase: producto de la concepción que aún no es persona. De esta manera la protección de la vida 
cubre todos los momentos del embarazo hasta el parto, y solamente cuando se produce el 
nacimiento, el delito pasará a ser un homicidio. Por otra parte, la Ley de Registro Civil, cuando 
define al nacimiento vivo, expresamente refiere en su art. 130 al producto de la concepción 
(feto). 
No debemos prescindir de conocer los abortos no penalizados, esto es aquellos no punibles, 
pues podría darse lugar a una aparente controversia entre los derechos del niño/a (nasciturus o 
futuro niño) y los de la progenitora. 
 
Legalmente se ha previsto en esta materia situaciones muy variadas. La más difundida es la del 
aborto terapéutico, pero también se incluyen en algunos códigos el originado en razones de 
carácter económico- social, el eugenésico, el ético o sentimental (cuando el embarazo se ha 
originado en una violación) o el simplemente voluntario, sin necesidad de justificar algún 
motivo 
De otro lado, el menor al ser ante todo un humano, y por ende universal, también se le tutela por 
otras normativas científicas modernas, tales como la Declaración Universal sobre el genoma 
humano y Derechos Humanos: 
 
Este instrumento internacional señala en su art. 1 que el genoma humano es la base de la unidad 
fundamental de todos los miembros de la familia humana y del reconocimiento de su dignidad y 
diversidad intrínsecos. En sentido simbólico, el genoma humano es el patrimonio de la 
humanidad. 
 
Aquí se destaca un principio básico cual es el de la unidad fundamental de la especie humana y 
se confirma la importancia de la noción de humanidad, criterio que lleva implícito el de la 
dignidad de cada miembro de familia humana al reconocer, al mismo tiempo su diversidad. Esto 
nos conduce a una actitud respetuosa de todos los seres humanos, independientemente de sus 
rasgos antropológicos o biológicos. Lamentablemente la humanidad dista mucho de haber 
interiorizado estos principios y el racismo y la xenofobia son causa frecuente de agresiones en 
todas las latitudes. 
 
Esto es coherente con la Declaración sobre la raza y los prejuicios sociales de 1978, donde se 
señala que todos los seres humanos pertenecen a una misma especie y tienen el mismo origen. 
Nacen iguales en dignidad y derechos y todos forman parte integrante de la humanidad. 
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Al declarar al genoma humano patrimonio se establece que las investigaciones que se realicen y 
las aplicaciones que se deriven de ellas comprometen la responsabilidad de toda la humanidad y 
deben orientarse en beneficio de las generaciones presentes y futuras. 
 
Concordantemente, se establece dos parámetros: a) cada individuo tiene derecho al respeto de su 
dignidad y derechos, cualquiera que sean sus características genéticas; 
 
b) esta dignidad impone que no se reduzca a los individuos a sus características genéticas y que 
se respete su carácter único y su diversidad. (art2) 
 
Una de las características indiscutidas de los derechos humanos es el derecho a la dignidad. 
Ciertos autores señalan que la dignidad de todo ser humano se evidencia en su capacidad de 
pensar, de pensar se a sí mismo y la de comunicarse racionalmente con los demás. Si a ello 
sumamos esa necesidad de libertad que es inherente al ser humano, vamos configurando rasgos 
propios de la naturaleza humana y de su dignidad. 
 
En el apartado b) se rechaza todo reduccionismo genético. Ciertas interpretaciones intentaron 
demostrar que algunos rasgos del comportamiento podían imputarse exclusivamente a factores 
genéticos. Inclusive desde el punto de vista criminológico se trató de vincular determinadas 
alteraciones genéticas con el delito. La Declaración rechaza estas concepciones en la medida en 
que pueden estar motivadas por prejuicios sociales o raciales. 
 
En tal sentido se concuerda lo previsto en una de las varias normas, que consagra que nadie 
podrá ser objeto de discriminaciones fundadas en sus características genéticas, cuyo objeto o 
efecto sería atentar contra los derechos y libertades fundamentales y el reconocimiento de su 
dignidad, (arto) 
La lucha contra las discriminaciones ha sido una característica del derecho internacional de los 
derechos humanos, esta discriminación puede relacionarse según su carácter, por ejemplo la 
discriminación por motivos de raza o sexo, o según el ámbito de su aplicación a un derecho en 
particular por ejemplo el derecho al trabajo, a la protección de la salud o la educación. 
 
Afín al derecho de supervivencia minoril es tangible el derecho a que el genoma humano en su 
estado natural no puede dar lugar a beneficios pecuniarios. 
 
Si el uso de recursos genéticos de otras especies vivas ya es motivo de preocupación en el 
mundo, mucho más lo es cuando se trata del patrimonio genético humano, cuya utilización con 
fines de beneficio pecuniario se halla expresamente prohibida por esta Declaración. No obstante 
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a menudo detrás de ciertas conquistas anunciadas en materia de utilización del cuerpo humano 
puede hallarse la posibilidad de rentablesnegocios que deberían ser impedidos, en función del 
principio ético que rige esta disposición. 
 
Siguiendo la misma tendencia, se normativiza que ninguna investigación relativa al genoma 
humano ni sus aplicaciones en particular en las esferas de la biología, la genética y la medicina, 
podrán prevalecer sobre el respeto a los derechos humanos, de las libertades fundamentales y de 
la dignidad humana de los individuos o si procede, de los grupos humanos especialmente 
vulnerables. 
 
Aquí se expresa una de las ideas centrales de la Declaración y se refleja de manera evidente su 
vínculo con los derechos humanos, al afirmar la primacía que tienen sobre todas las 
investigaciones de biología, genética y medicina. Ninguna de tales investigaciones ni las 
aplicaciones derivadas de las mismas puede perseguir finalidades contrarias a los derechos 
humanos, las libertades fundamentales y la dignidad, tanto de individuos como de grupos de 
individuos, en particular de algunas personas o minorías. 
 
Durante el II Congreso Mundial de bioética, científicos destacados señalaron que las biociencias 
y sus tecnologías deben servir al bienestar de la Humanidad, al desarrollo sostenible de todos los 
países, a la paz mundial y a la protección y conservación de la naturaleza. Ello implica que los 
países desarrollados deben compartir los beneficios de las biociencias y de sus tecnologías con 
los habitantes de las zonas menos favorecidas del planeta, y servir al bienestar de la humanidad 
Por otra parte, destaca la tutela a conocer a los progenitores y mantener relaciones con ellos, 
significando esto, que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a conocer a su padre y 
madre, a ser cuidados por ellos y a mantener relaciones afectivas permanentes, personales y 
regulares con ambos progenitores y demás parientes, especialmente cuando se encuentran 
separados por cualquier circunstancia, salvo que la convivencia o relación afecten sus derechos 
y garantías asequibles. 
 
Se prohíbe restringirles de este derecho por falta o escasez de recursos económicos de sus 
progenitores, como principales obligados. 
 
Ante eventuales situaciones de incertidumbre del paradero del padre, de la madre, o de ambos, 
el Estado, los parientes y demás personas que tengan información sobre aquél, deberán 
proporcionarla y ofrecer las facilidades para su ubicación y reinserción. 
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Las disposiciones analizadas nos introducen y enlazan al tema vital de la incidencia del ADN en 
los derechos de la niñez, por tanto vamos a desarrollarlo profundamente. 
 
d) Derechos relacionados con el desarrollo. Análisis legal y doctrinario 
 
Los derechos sobre desarrollo minoril engloba los atinentes a: identidad, cultural, identificación, 
educación (programática, parento- filial, prelación al discapacitado), etnia, información, 
recreación y descanso, todos los que los vamos a desarrollar 
 
En forma encabezonada se prioriza la tutela a la identidad, de lo cual nos inteligenciamos que 
los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la identidad y a los elementos que la 
constituyen, especialmente el nombre, la nacionalidad y sus relaciones de familia, (generales de 
ley) 
 
Será responsabilidad del Estado preservar la identidad de los niños, niñas y adolescentes y 
sancionar a los responsables de la alteración, sustitución o privación de esta tutela. 
 
Las anteriores tutelas, a su vez están protegidas, ante su transgresión, por la penalización de las 
siguientes conductas. 
 
Retención ilícita del nasciturus o neonato, si acaece que quien habiendo encontrado un niño 
recién nacido, no lo hubiere entregado en el término de tres días a autoridad de policía del lugar 
en que fue encontrado, será reprimido con prisión de ocho días atres meses. 
 
Se imputará a su responsable el incurrir en delito de sustitución de un niño por otro; o de 
suposición de un parto; o de usurpación del estado civil de una persona, y por ende serán 
reprimidos con reclusión menor de tres a seis años, los culpados. 
 
Otro caso antijurídico cometerá quien hubiere arrebatado o hecho arrebatar a un niño, y siempre 
que el delito no constituya un plagio, por lo cual será reprimido con reclusión menor de tres a 
seis años, aunque el niño hubiere seguido voluntariamente al culpado. 
 
Impregnado al anterior derecho al debido estado civil, se desarrolla la tutela a la identidad 
cultural, de lo cual conceptualizamos que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
conservar, desarrollar, fortalecer y recuperar su identidad y valores espirituales, culturales, 
religiosos, lingüísticos, políticos y sociales y a ser protegidos contra cualquier tipo de 
interferencia que tenga por objeto sustituir, alterar o disminuir estas bondades tradicionales. 
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Debemos prescindir de falacias como la de creer que algunas culturas tienen más posibilidades 
de avanzar en materia de desarrollo que otras y algunas culturas tienen valores democráticos 
inherentes, mientras que otras no, de modo que existe una disyuntiva entre escoger ciertas 
culturas y promover el desarrollo y la democracia. 
 
Comprender las tradiciones culturales puede arrojar luz sobre el comportamiento humano y la 
dinámica social que influyen en los resultados del desarrollo. 
 
Un problema básico de  las teorías mediáticas, es el supuesto implícito de que la cultura es en 
gran medida fija e invariable, lo que permite que el mundo se divida perfectamente en 
civilizaciones o culturas. Esto ignora el hecho de que aunque existe una gran continuidad en los 
valores y tradiciones de las sociedades, las culturas también cambian y rara vez son 
homogéneas. Casi todas las sociedades han sufrido cambios en los valores. 
 
En tal sentido las teorías del determinismo (status quo) cultural merecen evaluación crítica, 
puesto que sus implicancias en materia de políticas son peligrosas. Pueden incitar apoyo a 
políticas nacionalistas que denigren u opriman a culturas consideradas inferiores y un obstáculo 
para la unidad nacional, la democracia y el desarrollo. Tales ataques a los valores culturales 
luego podrían fomentar reacciones violentas que, a su vez, podrían alimentar tensiones tanto 
dentro como entre naciones. 
 
El desarrollo humano requiere más que salud, educación, un nivel de vida digno y libertad 
política. El Estado debe reconocer y acoger las identidades culturales de los pueblos y las 
personas deben ser libres para expresar sus identidades sin ser discriminadas en otros aspectos 
de sus vidas. En resumen la libertad cultural es un derecho humano y un importante aspecto del 
desarrollo humano, y por consiguiente, digno de la acción y atención del Estado. 
 
La identidad cultural es uno de los factores claves para que las personas puedan vivir de la 
manera que deseen. Por tanto la libertad cultural implica permitir a las personas el derecho de 
escoger sus identidades y de llevar la vida que valoran, sin ser excluidas de otras alternativas 
que le son importantes, siempre bajo el ordenamiento jurídico. 
 
En la práctica existen dos formas de exclusión cultural. En primer lugar, está la exclusión por el 
modo de vida, según la cual se niega el reconocimiento y la cabida al estilo de vida escogido por 
un grupo en particular e insiste en que los individuos de una sociedad deben vivir exactamente 
como sus demás miembros. Entre los ejemplos, se incluyen la opresión religiosa o la insistencia 
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en que los inmigrantes abandonen sus prácticas culturales y su lengua materna. En segundo 
lugar, se encuentra la exclusión de la participación, cuando las personas son discriminadas o 
sufren una desventaja en cuanto a oportunidades sociales, políticas o económicas debido a su 
identidad cultural. 
 
Ambos tipos de exclusión se dan en forma muy masiva a lo largo y ancho de todos los 
continentes, en cada nivel de desarrollo, en las democracias y en los estados autoritarios. 
 
Nada de lo que aquí planteamos es utópico. No siempre es fácil implantar políticas 
multiculturales, y éstas podrían además requerir ciertas concesiones. Pero muchos países están 
logrando elaborar políticas multiculturales para abordar la exclusión social y propiciar las 
libertades culturales. 
 
La libertad no se produce por casualidad, al igual que la salud, la educación y la igualdad de 
género. Fomentarla debería ser una preocupación básica de los gobiernos, incluso ante la 
ausencia de políticas explícitas de persecución o discriminación. 
 
Algunos sostienen que garantizar los derechos civiles y políticos de las personas -como la 
libertad de culto, de expresión , de asociación- basta para permitirles la práctica de su religión, 
el uso de su lengua materna y liberarse de la discriminación en el empleo, la educación y 
muchos otros tipos de exclusión. Sostienen que la exclusión cultural es un subproducto de las 
exclusiones económicas y políticas y que una vez que éstas sean resueltas, la exclusión cultural 
desaparecerá por sí sola; pero esto no ha sucedido así; por ejemplo muchos países (incluso el 
nuestro y otros "del primer mundo), declaran tratar a todos los ciudadanos de la misma manera, 
aunque albergan a minorías que carecen de una representación política adecuada y sufren una 
carga diaria de hostilidad y dificultad para acceder a los servicios públicos. 
 
Para expandir las libertades culturales se requiere fortalecer políticas que aborden las 
negaciones de la libertad cultural, vale decir, políticas multiculturales. Para hacerlo, el Estado 
debe reconocer las diferencias culturales en la Constitución, leyes e instituciones. Además se 
necesita formular políticas que garanticen que los grupos mayoritarios o dominantes no 
ignorarán ni anularán los intereses de grupos específicos como los vulnerables o minoriles; y 
deben hacerlo de manera que no contradigan los objetivos y estrategias del desarrollo humano, 
como la consolidación de la democracia, la creación de un Estado capaz y la garantía de la 
igualdad de oportunidades para todos los ciudadanos. 
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Muchas minorías religiosas sufren diversas formas de exclusión, a veces, debido a la 
eliminación explícita de la libertad de culto o a la discriminación contra ese grupo en particular: 
un problema especialmente común en los países no seculares, en los cuales el Estado defiende 
una religión establecida. 
 
Pero en otros casos, estos tipos de conflictos pueden surgir incluso en Estados seculares con 
fuertes instituciones democráticas que protegen los derechos civiles y políticos. Dada la 
profunda importancia de la religión para los pueblos, no es sorprendente que a menudo las 
minorías religiosas se movilicen para protestar contra estas exclusiones. Algunas prácticas 
religiosas no son difíciles de acoger, pero con frecuencia plantean elecciones y concesiones 
complejas; de allí el paradigma taxativo de la ordenación en el sacerdoticio cristiano católico 
accesible solo a varones y proscrito a las féminas. 
 
Otra vertiente derivada de la identidad cultural se traduce en el respeto al pluralismo legal, que 
se manifiesta en nuestra sociedad multicultural los indígenas y las personas que pertenecen a 
otros grupos culturales han presionado para obtener el reconocimiento de sus sistemas legales 
tradicionales y acceder así a la justicia. En tal sentido sobresale la pretensión de autonomía de la 
justicia indígena, incluso interpretando indebidamente la supremacía de la Constitución de la 
República; ello debido a que las comunidades perdieron la confianza en el estado de derecho 
porque no garantizaba la justicia ni estaba integrado a la sociedad ni a sus valores. 
 
De otro lado, el factor de la lengua nativa y su uso, suele ser el tema más impugnado en Estados 
multiculturales como el Ecuador; donde según ciertos comentaristas (miopes) se ha tratado de 
eliminar las lenguas de los pueblos calificando su uso de improductivo (incluso subversivo). Sin 
embargo la fuente más frecuente de exclusión generalizada incluso en democracias bien 
establecidas es la política monolingüe. La elección de la lengua oficial -aquella utilizada en la 
escolarización, en los debates legislativos y la participación cívica, y en el comercio -establece 




En conformidad al necesario ejercicio del derecho de petición, debe instrumentarse previa 
efectivización de la tutela a la identificación, en virtud de lo cual deducimos que los niños y 
niñas tienen derecho a ser inscritos inmediatamente después del nacimiento, con los apellidos 
paterno y materno que les correspondan. El Estado garantizará el derecho a la identidad y a la 
identificación mediante un servicio de Registro Civil con procedimientos ágiles, gratuitos y 
sencillos para la obtención de los documentos de identidad civil. 
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El Código CNA irrestrictamente previene que se cumplirán las debidas reglas para la 
identificación, preceptuando que en la certificación de nacido vivo, que deberá ser emitida bajo 
la responsabilidad del centro o institución de salud pública o privada que atendió el nacimiento, 
constará la identificación dactilar de la madre y la identificación plantar del niño o niña recién 
nacido o nacida. En casos de inscripción tardía se deberá registrar en la ficha respectiva la 
identificación dactilar del niño, niña o adolescente, previo pago de la multa legal. 
 
Si se diera el caso de ignorarse la identidad de uno de los progenitores, el niño, niña o 
adolescente llevará los apellidos del progenitor que lo inscribe, sin perjuicio del derecho a 
obtener el reconocimiento legal del otro progenitor, tardíamente. 
 
En el evento de ser incierta la identidad o domicilio de ambos progenitores, el niño, niña o 
adolescente se inscribirá por orden judicial o administrativa, con dos nombres y dos apellidos de 
uso común en el país. Se respetará el nombre con el cual ha sido conocido y se tomará en cuenta 
su opinión cuando sea posible. La inscripción podrá ser solicitada por la persona encargada del 
programa de protección a cargo del niño o niña o por la Junta de Protección de Derechos. 
Practicada la inscripción, el jefe cantonal del Registro Civil pondrá el caso en conocimiento de 
la Defensoría del Pueblo de la jurisdicción correspondiente, para que inicie las gestiones 
extrajudiciales tendientes al esclarecimiento de la filiación del niño o niña y posterior 
reconocimiento voluntario o entable la acción para que sea declarada judicialmente, a través del 
fallo competente. 
 
Paralelamente a lo expuesto, al demostrarse y resolverse por la autoridad judicial o 
administrativa competente la sustitución, confusión o privación de identidad o de alguno de sus 
elementos, el Registro Civil iniciará de inmediato los procedimientos idóneos para restablecerla 
sin costo alguno para el afectado, objeto de deficiente servicio público. 
 
En garantía de la diversidad, los niños y niñas de las comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas del país, tienen el derecho a ser inscritos con nombres propios del respectivo idioma. 
Las autoridades del Registro Civil tienen la obligación de inscribir estos nombres sin ningún 
tipo de limitación o rechazo infundado. Para aplicar el derecho minoril de identificación, se 
deberá tener la previa consideración de la Prueba sobre el nacimiento, la cual se manifiesta en 
que el hecho del nacimiento, para ser inscrito en el registro civil, se probará con el "informe 
estadístico de nacido vivo", autorizado por el médico, obstetriz o enfermero que atendió el 
parto. A falta de atención de estos profesionales, el informe se llevará en base a la declaración 
de dos testigos. 
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Por ende se establece a ciertos sujetos obligados a inscribir.- Están obligados a declarar el 
nacimiento y solicitar su inscripción, en su orden, las siguientes personas: 
 
1. El padre; 2. La madre; 3. Los abuelos; 4. Los hermanos mayores de 18 años; 5. Los otros 
parientes mayores de 18 años; 6. Los representantes de instituciones de beneficencia o de 
policía, o las personas que recogieren a un expósito. 
 
Además sobresalen otros obligados, pero sólo a informar, lo cual se traduce en que cuando un 
Jefe de Registro Civil, Identificación y Cedulación lo pidiere, estarán obligados a informar por 
escrito sobre el hecho de un nacimiento bajo su responsabilidad, el médico, la obstétrica, el 
enfermero u otra persona que hubiese asistido al parto; el Jefe del establecimiento médico donde 
hubiere ocurrido el hecho y quien hubiere recogido a un expósito o abandonado. El informe 
deberá enviarse dentro del término de tres días de solicitado, bajo la multa de diez a cincuenta 
sucres por cada día de retardo. 
Correlativo a las anteriores protecciones debe desarrollarse la tutela a la educación, por lo cual 
apreciamos que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a una educación de calidad. Este 
derecho demanda de un sistema educativo, acciones, a saber: 
 
 Asegure el acceso y permanencia de todo niño y niña a la educación básica, así como 
del adolescente hasta el bachillerato o su equivalente técnico. 
 Acoja las culturas y especificidades de cada región y localidad 
 Considere sugerencias educacionales flexibles y alternativas para atender las 
necesidades de todos los niños, niñas y adolescentes, con prioridad de quienes tienen 
discapacidad, trabajan o viven una situación que requiera mayores oportunidades para 
conocer eficazmente. 
 Salvaguarde que los niños, niñas y adolescentes cuenten con docentes, materiales 
didácticos, laboratorios, locales, instalaciones y recursos adecuados y gocen de un 
ambiente favorable para el aprendizaje. Este derecho incluye el acceso efectivo a la 
educación inicial de cero a cinco años, y por lo tanto se desarrollarán programas y 
proyectos flexibles y abiertos, adecuados a las necesidades culturales de los menores. Se 
proclama que la educación pública es laica en todos sus niveles, obligatoria hasta el 
décimo año de educación básica y gratuita hasta el bachillerato o su equivalencia 
técnica. 
 
Tanto el Estado como los organismos pertinentes velarán que los planteles educativos ofrezcan 
servicios con equidad, calidad y oportunidad y que se garantice también el derecho de los 
progenitores a elegir la educación que más convenga a sus hijos y a sus hijas menores. 
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Acorde a la teórica gratuidad de la educación básica, la actual Administración central 
(Ejecutivo) abrogó la voluntaria contribución a la matrícula (aunque realmente era obligatorio 
pagar $25) por el pago erogado por el mismo Estado, en favor de casi 1.650.000 menores (de 
centros fiscales), de los cuales 850.000 fueron uniformados gratuitamente. 
 
En vista a los puntos cruciales esgrimidos, se buscará que se plasmen los fines de los programas 
de educación, de lo cual delineamos la educación básica y media asegurarán los conocimientos, 
valores y actitudes indispensables para: 
 
a) Acrecer la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño, niña y 
adolescente hasta su máximo potencial, en un entorno lúdico y afectivo idóneo; 
b) Propulsar y plasmar la paz, el respeto a los derechos humanos y libertades 
fundamentales, la no discriminación, la tolerancia, la valoración de las diversidades, la 
participación, el diálogo, la autonomía y la cooperación altruista; 
c) Practicar, defender, promover y difundir los derechos de la niñez y adolescencia, 
coordinadamente con el resto del ordenamiento; 
d) Capacitarlo para ejercer una ciudadanía responsable, en una sociedad libre, democrática 
y equitativa; 
e) Guiarlo sobre la función y responsabilidad de la familia, la equidad de sus relaciones 
internas, la paternidad y maternidad responsables y la salud sexual, reproductiva y 
preventiva; 
f) Cimentar el respeto a sus progenitores y maestros, a su propia identidad cultural, su 
idioma, sus valores, a los valores nacionales y a los de otros pueblos, culturas y etnias; 
g) impulsar un pensamiento autónomo, crítico y creativo; 
h) La preparación para un trabajo productivo y para el manejo de 
i) conocimientos tecnológicos y científicos; 
j) La salvaguardia y sustentabilidad al ecosistema. 
 
El sentido común ha planteado que los padres deben "criar" bien (y no "malcriar") a sus hijos, lo 
cual traducido jurídicamente radica en los derechos y deberes de los progenitores con relación al 
derecho a la educación, de lo cual inferimos que son derechos y deberes de los progenitores y 
demás responsables de los niños, niñas y adolescentes, a saber: 
 
 
1. Inscribirlos y matricularlos en los planteles educativos oficiales; 
2. Acceder para sus hijos una educación acorde a sus principios e ideología 
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3. Aportar trascendentemente en el desarrollo de los procesos educativos; 
 
4. Supervisar la atención de sus hijos, hijas o representados a los planteles educativos; 
5. Contribuir positivamente para mejorar la calidad de la educación; 
6. Consolidar el máximo aprovechamiento de los medios educativos que les proporciona 
el Estado y la ciudadanía; 
7. Concretar el respeto de los derechos de sus hijos, hijas o representados en los planteles 
educacionales; y, 
8. Rechazar mediante denuncias, las violaciones a esos derechos, de que tengan 
conocimiento, considerando la acción popular. 
 
Insistentemente se debe socializar cuáles son las debidas medidas disciplinarias, de lo cual 
invocamos que la práctica docente y la disciplina en los planteles educativos respetarán los 
derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes; excluirán toda forma de abuso, maltrato 
y desvalorización, por tanto, cualquier forma de castigo cruel, inhumano y degradante. 
Todo centro educativo deberá tener un reglamento sobre sanciones que se aplicarán al 
transgresor. Su elaboración contará con la participación de todos los miembros de la comunidad 
educativa y deberá ser puesto en conocimiento de los estudiantes. Al respecto, cave resaltar que 
legítimamente ya se desterró y penalizó todas las formas correctivas que tenían como 
denominador común a la violencia. Asimismo se generalizará la abstención a incurrir en las 
sanciones prohibidas, por lo cual la Ley no ha obviado que se prohíbe a los establecimientos 
educativos la imposición de puniciones como: Penas corporales; 
 
Penas psicológicas atentatorias a la dignidad de los niños, niñas y adolescentes; 
 
Penas colectivas.; y, 
 
Penalizaciones que impliquen exclusión o discriminación por causa de una condición personal 
del estudiante, de sus progenitores, representantes legales o de quienes lo tengan bajo su 
cuidado.  
 
Se incluyen en esta prohibición las medidas discriminatorias por causa de embarazo o 
maternidad de una adolescente. A ningún niño, niña o adolescente se le podrá negar la matrícula 
o expulsar debido a la condición de sus progenitores (biológicos o adoptivos). 
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Por tanto, en todo procedimiento orientado a establecer la responsabilidad de un niño, niña o 
adolescente por un acto de indisciplina en un plantel educativo, se garantizará el derecho a la 
defensa del estudiante y de sus progenitores o encargados legitimados. 
 
En vista de lo explicado, toda situación de agresión sexual en los planteles educativos será 
puesto en conocimiento del Agente Fiscal competente, para los efectos de la ley, sin perjuicio de 
las investigaciones y sanciones de orden administrativo que correspondan en el ámbito 
educativo (previo sumario). Al respecto, analizamos que la proscripción de las determinadas 
sanciones, tiende a respetar el debido proceso constitucional, a fin de asegurar la reinserción. 
Ante los posibles casos de doble vulnerabilidad por tratarse de menor discapacitado, obviamente 
se desarrollará la tutela a educación de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, 
dándonos a entender que los niños, niñas y adolescentes con discapacidades tienen derecho a la 
inclusión en el sistema educativo, en la medida de su nivel de discapacidad. Todas las unidades 
educativas están obligadas a recibirlos y a crear los apoyos y adaptaciones físicas, pedagógicas, 
de evaluación y promoción adecuados a sus capacidades especiales. 
 
Doctrinariamente se sostiene la adscripción entre la vida y la cultura, que elementalmente 
conformarían la tutela a la vida cultural, esto se explica en que los niños, niñas y adolescentes 
tienen derecho a participar libremente en todas las expresiones de la pluriculturalidad. 
 
En vista de la socialización, para el ejercicio de este derecho pueden acceder acualquier 
espectáculo público que haya sido calificado como adecuado para su edad por el ente 
controlador autorizado. 
 
Será deber del Estado y los gobiernos seccionales impulsar actividades culturales,artísticas y 
deportivas a las cuales tengan acceso los niños, niñas y adolescentes,previo permiso que fuere 
del caso. 
 
La presión social ha coadyuvado que se tutele a grupos tradicionalmente marginados,por 
haberlos estigmatizados, lo cual actualmente se trata de convalidar al establecerlas tutelas 
culturales de los pueblos indígenas y negros o afro ecuatorianos, lo cual setraduce en que todo 
programa de atención y cuidado a los niños, niñas y adolescentesde las nacionalidades y pueblos 
indígenas, negros    o afro-ecuatorianos, deberárespetar  la  cosmovisión,  realidad  cultural   y  
conocimientos   de   su  respectivanacionalidad o pueblo y tener en cuenta sus necesidades 
específicas, de conformidadcon la Constitución, la ley y moral. 
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Todas las entidades de atención, públicas y privadas, que brinden servicios a dichosniños,   
niñas   y   adolescentes,   deberán   coordinar   sus   actividades   con   lascorrespondientes 
entidades de esas nacionalidades, pueblos o etniasDe otro lado, por la poderosa injerencia de los 
medios de comunicación, socialmenteha ameritado regular la tutela a la información, de lo cual 
inferimos que los niños,niñas y adolescentes tienen derecho a buscar y escoger información; y a 
utilizar losdiferentes medios y fuentes de comunicación, con las limitaciones establecidas en 
laley y aquellas que se derivan del ejercicio de la patria potestad vigenteSe obligará al Estado, la 
sociedad y la familia, asegurar que la niñez y adolescenciareciban una información adecuada, 
veraz y pluralista; y proporcionarles orientación yuna educación crítica que les permita ejercitar 
apropiadamente los derechos deinformación. 
 
Consecuentemente, se consagran ciertas prohibiciones relativas al derecho a lainformación, 
redundando que se prohíbe ciertos actos, a saber: 
 
1. Difundir publicaciones videos y grabaciones dirigidos y destinados a la niñez y 
adolescencia, que contengan imágenes, textos o mensajes inadecuados para su 
desarrollo; y cualquier forma de acceso de niños, niñas y adolescentes a estos medios 
sociales; 
2. Publicar información inadecuada para niños, niñas y adolescentes en horarios de franja 
familiar, ni en publicaciones dirigidas a la familia y a los niños, niñas y adolescentes, 
objeto de censura; y, 
3. Publicitar cualquier producto destinado a niños, niñas y adolescentes, con envoltorios 
que contengan imágenes, textos o mensajes inadecuados para su personalidad. 
 
Las proscripciones dadas,  se aplican a los medios,  sistemas de comunicación,empresas de 
publicidad y programas, como redes informáticas (internet). 
 
En correspondencia a las ideas analizadas también se precisan ciertas protecciones deacceso a 
una información adecuada, lo cual hace pensar que para garantizar elderecho a la información 
adecuada, los entes públicos se encargarán de accionescomo: 
 
a) Exigir a los medios de comunicación social, la difusión de información y materiales de 
interés social y cultural para niños, niñas y adolescentes, que formen su criterio; 
b) Requerir a los medios, que proporcionen, en forma gratuita, espacios destinados a 
programas del Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia, adoptados en pro del menor; 
c) Impulsar la producción y difusión de literatura infantil y adolescente; 
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d) Solicitar a los medios de comunicación la producción y difusión de programas acordes 
con las necesidades lingüísticas de niños, niñas y adolescentes perteneciente a los 
diversos etnias y culturas; 
e) Evitar la difusión de información inadecuada para niños, niñas y adolescentes en 
horarios de franja familiar, ni en publicaciones dirigidas a la familia y a los niños, niñas 
y adolescentes, censurada a este tipo de público 
f) Penalizar de acuerdo a la previsto en el Código (CNA), a las personas que faciliten a 
g) los menores libros, escritos, afiches, propaganda, videos o cualquier otro medio auditivo 
y/o visual que hagan apología de la violencia o el delito, que tengan imágenes o 
contenidos pornográficos o que perjudiquen la personalidad minoril y, 
h) Coercionar a los medios de comunicación audiovisual que anuncien con la 
debidaanticipación y suficiente notoriedad, la naturaleza de la información y programas 
que presentan y la clasificación de la edad para su audiencia pública. Por tanto, se 
consideran inadecuados para el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes los textos, 
imágenes, mensajes y programas que inciten a la violencia, exploten el miedo o 
aprovechen la falta de madurez de los niños, niñas y adolescentes para inducirlos a 
comportamientos perjudiciales o peligrosos para su salud e integridad 
 
Hoy los medios de comunicación social, constituyen un poderoso informador de la población, 
por ende posee gran responsabilidad al momento de desempeñar su rol legal; por lo cual se 
prevé que través de los medios de comunicación no podrán realizarse transmisiones o 
publicaciones que atenten contra la integridad moral, psíquica o física de los menores, inciten a 
la violencia, al uso de drogas o sustancias nocivas para la salud, estimulen su curiosidad para 
consumirlas, hagan apología de hechos delictivos o contravencionales, o contengan 
descripciones morbosas o pornográficas. 
 
No podrán realizarse ni transmitirse producciones impresas, sonoras o audiovisuales en los que 
el menor interprete personajes o situaciones que atenten contra su integridad moral, psíquica o 
física. 
Se prohíbe a los medios de comunicación social la publicación o difusión de noticias 
relacionadas con menores en las que se atente contra su honra, vida privada o familia. 
 
En la transmisión o publicación de los hechos delictivos en los que aparezca involucrado un 
menor, como autor, partícipe, testigo o víctima de los mismos, no se lo podrá entrevistar ni dar 
su nombre, ni divulgar datos que lo identifiquen o puedan conducir a su identificación. 
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En relación a los medios audiovisuales, las prohibiciones señaladas en anteriores líneas se 
refieren al horario de franja familiar. 
 
Complementariamente se estima necesario, por la naturaleza del menor, concretar la tutela a la 
recreación y al descanso, lo que significa que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la 
recreación, al descanso, al juego, al deporte y más actividades propias de cada fase etaria. 
 
Se impone al Estado y a los gobiernos seccionales promocionar e inculcar en la niñez y 
adolescencia, la práctica de juegos tradicionales; crear y mantener espacios e instalaciones 
seguras y accesibles, programas y espectáculos públicos adecuados, seguros y gratuitos para el 
ejercicio de la recreación. 
 
En la medida de lo posible, los establecimientos educativos deberán contar con áreas deportivas, 
recreativas, artísticas y culturales, y destinar los recursos presupuestarios suficientes para 
desarrollar recreatividades. 
 
Legalmente, el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia debe reglamentar sobre programas 
y espectáculos públicos, comercialización y uso de juegos y programas computarizados, 
electrónicos o de otro tipo, con el objeto de asegurar que no afecten al desarrollo integral de los 
niños, niñas y adolescentes, evitando manías o adicciones. 
En vista de los argumentos defendidos, la Ley establece las reglas sobre el acceso aespectáculos 
públicos, de lo cual asumimos que se prohíbe el ingreso de niños, niñas y adolescentes a los 
espectáculos que hayan sido calificados como inconvenientes para su personalidad. 
 
En tal virtud, los espectáculos públicos adecuados para la niñez y adolescencia gozarán de un 
régimen especial respecto de los impuestos y contribuciones fiscales y municipales, que se 
reglamentará por las autoridades respectivas. Si se han organizado exclusivamente en beneficio 
de los establecimientos de protección, gozarán de exoneración de impuestos, previa autorización 
competente. 
 
Debe admitirse en los espectáculos públicos adecuados, en forma gratuita y obligatoria los 
niños, niñas y adolescentes pertenecientes a establecimientos de protección, como el INFA. 
 
Se obliga que las empresas responsables de los espectáculos deban ofrecer las seguridades 




2.1.1.2.9 Derechos de protección. Aporte legal y doctrinario 
 
Los derechos de protección contiene los referentes a: integridad personal, libertad personal, 
dignidad, reputación, honor e imagen; cuyo análisis vamos a desarrollar. Encabeza la pluralidad 
jurídica explicada, lo que doctrinariamente se especifica como la tutela a la integridad personal, 
en razón de lo cual, aprehendemos que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que se 
respete su integridad personal, física, psicológica, cultural, afectiva y sexual. No podrán ser 
sometidos a torturas, tratos crueles, degradantes e indignos. 
 
Bajo el presupuesto legal analizado se circunscribe determinadas incidencias, y sinembargo de 
que amerita conocerlas todas, nos limitamos a desarrollar e interpretarlas previsiones del CNA 
sobre las violaciones más trascendentes: 
 
Por violencia física significaremos todo acto de fuerza que cause daño, dolor osufrimiento físico 
en las personas menores agredidos cualquiera que sea el medioempleado y sus consecuencias, 
sin considerarse el tiempo que se requiera para surecuperación. 
 
En tanto que la violencia psicológica constituye toda acción u omisión que causedaño, dolor, 
perturbación emocional, alteración psicológica o disminución de la autoestima de/la menor 
agredido/a. Es también la intimidación o amenaza mediante la utilización de apremio moral 
sobre el menor (dentro o fuera del entorno familiar) infundiendo miedo o temor a sufrir un mal 
grave e inminente en su persona o incluso en la de sus ascendientes, descendientes (familia 
biológica) 
 
En tal sentido, concebiremos como violencia sexual, todo maltrato que constituya imposición en 
el ejercicio de la sexualidad del menor, y que la obligue a tener relaciones u otras prácticas 
sexuales con el agresor o con terceros, mediante el uso de fuerza física, intimidación, amenazas 
o cualquier otro medio coercitivo. Coordinadamente, la ley engloba la tutela a la libertad 
personal, dignidad, reputación, honor e imagen, lo que nos lleva a legitimar que los niños, niñas 
y adolescentes tienen derecho a que se respete ciertos bienes, a saber: 
 
a) La básica libertad, sin más limitaciones que las establecidas en la ley. Los progenitores 
y responsables de sus cuidados los orientarán en el ejercicio de esta libertad, 
considerando el derecho ajeno; y, 
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b) La honorabilidad, autoestima, honra, reputación e imagen propia. Deberá 
proporcionárseles relaciones de calidez y buen trato fundamentadas en el 
reconocimiento de su dignidad y el respeto a las diferencias corporales e ideológicas. 
 
Ante la posible vulnerabilidad por incumplimiento de la intangibilidad minoril, lógicamente se 
reivindicará con las restricciones relacionadas con el derecho a la dignidad e imagen, de lo cual 
nos advierte que se prohibí ciertos actos, a saber: 
 
1. El   involucramiento   de   niños,   niñas   y   adolescentes   en   programas,   mensajes 
publicitarios, en producciones de contenido pornográfico y en espectáculos cuyos 
contenidos sean inadecuados para su integridad; 
2. El  abuso  de niños  y  niñas  o  adolescentes  en programas  o  espectáculos  de 
proselitismo político, religioso o sectario; 
3. La difusión o exposición de noticias, reportajes, crónicas, historias de vida o cualquiera 
otra expresión periodística con imagen o nombres propios de niños, niñas o 
adolescentes que han sido víctimas de maltrato o vulneración, 
4. La dolosa o culpable difusión de imágenes y grabaciones o referencias escritas que 
permitan la identificación o individualización de un niño, niña o adolescente que hasido 
víctima de maltrato, abuso sexual o infracción penal, y cualquier otra referencia al 
entorno en el que evolucionan. 
 
En vista a la inhábil autodeterminación minoril, aun en los casos permitidos por la ley, no se 
podrá utilizar públicamente la imagen de un adolescente mayor de quince años, sin su 
autorización expresa; ni la de un niño, niña o adolescente menor de dicha edad, sin la 
autorización de su representante legal, quien sólo la dará si no lesiona los derechos de su pupilo. 
 
Asimismo se previene toda violación a la intimidad del menor estableciendo su tutela a la 
privacidad y a la inviolabilidad del hogar y las formas de comunicación, lo que implica que los 
niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que se respete la intimidad de su vida privada y 
familiar; y la privacidad e inviolabilidad de su domicilio, correspondencia y comunicaciones 
telefónicas y electrónicas, de lo contrario se sancionaría su comisión delictivaPor tanto, se 
prohíbe las injerencias arbitrarias o ilegales en la vida íntima del menor. En otro aspecto, 
haciendo pertinente avocación de la generalizada frase de "documentos clasificados", que 
implican los secretos de Estado, valga la comparación, y sin trastocar la transparencia 
informativa, sino por el contrario, se protege con confidencializar al menor involucrado en 
cierta infracción, lo cual configura su tutela a la reserva de la información sobre antecedentes 
penales, lo cual equivale a sostener que los adolescentes que hayan sido investigados, sometidos 
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a proceso, privados de su libertad o a quienes se haya aplicado una medida socio-educativa, con 
motivo de una infracción penal, tienen derecho a que no se hagan públicos sus antecedentes 
policiales o judiciales y a que se respete la reserva de la información procesal en la forma 
dispuesta en esta ley, a menos que el Juez competente lo autorice en resolución motivada, en la 
que se expongan con claridad y precisión las circunstancias que justifican hacer pública la 
información, considerando su interés superior. 
 
En tal sentido, los funcionarios judiciales, administrativos y de Policía no podrán proporcionar 
información alguna a los medios de comunicación de los resultados de las diligencias que se 
realicen en un proceso en el cual esté involucrado un menor. En caso de incumplimiento se 
impondrá la sanción legal, pudiendo incluso en caso de reincidencia, resolverse la destitución 
del funcionario responsable. 
 
Sólo el juzgado de la Niñez que conoce el caso podrá, si lo considera conveniente, proporcionar 
información o copia del proceso a los organismos o instituciones que lo solicitaren con causa 
justa 
Reiteradamente se debe hacer latente, al real problema (a pesar que eufemísticamente se lo 
denomine "con capacidad especial"), de la doble vulnerabilidad del menor, y al efecto se 
consagra la tutela de los niños, niñas y adolescentes con discapacidades o necesidades 
especiales, lo que nos lleva a franquear que además de los derechos y garantías generales que la 
ley contempla a favor de los niños, niñas y adolescentes, aquellos que tengan alguna 
discapacidad o necesidad especial gozarán de los derechos que sean necesarios para el 
desarrollo integral de su personalidad hasta el máximo de sus potencialidades y para el disfrute 
de una vida plena, digna y dotada de la mayor autonomía posible, de modo que puedan 
participar activamente en la sociedad, estimando su personalidad. 
 
Los menores tendrán también el derecho a ser informados sobre las causas, consecuencias y 
pronóstico de su discapacidad y sobre los derechos de asistencia social. 
 
Se impone al Estado asegurar el ejercicio de estos derechos mediante su acceso efectivo a la 
educación y a la capacitación que requieren; y la prestación de servicios de estimulación 
temprana, rehabilitación, preparación para la actividad laboral, esparcimiento y otras necesarias, 
que serán gratuitos para los niños, niñas y adolescentes cuyos progenitores o responsables de su 
cuidado carezcan de recursos o estén inmersos en crítica clase económica social. 
 
59 
Es menester, entonces, recalcar que los menores mentales o físicamente discapacitados tienen 
derecho a disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que aseguren dignidad, permitan 
llegar a bastarse por sí mismos, y faciliten la participación activa del menor en la comunidad. 
 
También se ha institucionalizado el debido trato a darse a menores relacionados con padres 
recluidos en CDPs o CRS, haciendo factible ejercitar la tutela de los hijos de las personas 
privadas de libertad, garantizándose así, que los niños, niñas y adolescentes que no gocen de su 
medio familiar por encontrarse uno o ambos progenitores privados de su libertad, deberán 
recibir protección y asistencia especiales del Estado, fuera de los centros de rehabilitación, 
mediante modalidades de atención que aseguren su derecho a la convivencia familiar y 
comunitaria y a las relaciones personales directas y regulares con sus progenitores y hermanos 
infantes. Prácticamente, la problemática de los encarcelados demuestra que el porcentaje de 
mujeres prisioneras a nivel de país no supera al 10% del total general. De la observación general 
se desprende que esa población femenina está constituida mayoritariamente por procesadas de 
narcotráfico (en general: correos, muías, "brujas"); en segundo lugar de importancia se 
encuentran delitos económicos: hurto, robo, etc. 
 
De aquel buen número de aprisionadas, muchas de ellas se ve en la necesidad de convivir al 
interior de los CDPs o CRS con sus hijos/as menores de edad. Sin embargo, la Dirección 
Nacional de Rehabilitación ha implementado últimamente centros de albergue de menores hijos 
de condenadas (guarderías) Como otro derecho minoril determinante, y considerando su 
desventajosa situación frente a casos que ameritarían declararse, por ejemplo el estado de 
excepción (emergencia), se tutela la protección especial en casos de desastres y conflictos 
armados, protección que reafirma el que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
protección especial en casos de desastres naturales y de conflictos armados internos o 
internacionales. Esta protección se expresará, entre otras medidas, en la provisión prioritaria de 
medios de evacuación de las zonas afectadas, alojamiento, alimentación, atención médica y 
medicinas, preferentemente no invasivas Se encarga al Estado garantizar el respeto irrestricto de 
las normas del derecho internacional humanitario en favor de los niños, niñas y adolescentes a 
los que se refiere este artículo; y asegurará los recursos, medios y mecanismos para que se 
reintegren a la vida social con la plenitud de sus derechos y deberes vulnerables. Por tanto, se 
restringe reclutar o permitir la participación directa de niños, niñas y adolescentes en 
hostilidades armadas internas e internacionales, acorde al Derecho humanitario. 
 
El Ecuador prioriza a los grupos vulnerables, atendiendo relativamente a los menores, de 
conformidad con los Convenios internacionales, principalmente los de Ginebra, situación que 
trae a colación por la notoria vulneración que acaeció en el Hospital de la Policía (burda 
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sublevación), que albergaba a menores, pero que se vio violada por el Presidente de la 
República y más subordinados en la fecha histórica del 30 de septiembre de 2010. 
 
Por otro lado, el Ecuador como parte de la comunidad internacional protege, sin discriminar la 
nacionalidad de los menores, desterrados de su terruño por razones debidamente calificadas para 
refugio, a pesar que la Ley no prevé expresamente la figura distinta del asilo, sin embargo por la 
Constitución tal garantía puede ejecutarse la tutela de los niños, niñas y adolescentes refugiados, 
lo cual configura que los niños, niñas y adolescentes que soliciten o a quienes se les haya 
concedido el estatuto de refugiado, tienen derecho a recibir protección humanitaria y la 
asistencia necesaria para el pleno disfrute de sus derechos. El mismo derecho asiste a sus 
progenitores y a las personas encargadas de su integridad. 
 
La Convención sobre Refugiados, ha dado papel humanitario al Ecuador, país que según la 
ACNUR (Acción de las NNUU para Refugiados) refugia a casi 55000, de los cuales el 98% 
proviene de Colombia, conformado a la vez por gran número de menores. 
 
 
2.1.1.2.10 Derechos de participación. Enfoque legal y doctrinario 
 
Los derechos de participación se compone a su vez de los relativos a: libertad de expresión, 
consulta, reunión, y asociación, que amerita desarrollarlos. 
 
Dentro del grupo jurídico citado, cabe aclarar que no se jerarquizan o subordinan entre sí, y con 
la sobreentendida complementariedad mutua, sino que se desglosa en la tutela a la libertad de 
expresión, de lo que se concretizaremos que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
expresarse libremente, a buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, oralmente, 
por escrito o cualquier otro medio que elijan, con las únicas restricciones que impongan la ley, 
el orden público, la salud o la moral públicas para proteger la seguridad, derechos y libertades 
fundamentales de sus semejantes. 
 
Asimismo, entendiendo que el menor es sociable por naturaleza, la Ley defiende su tutela a ser 
consultados, lo cual adaptando a otras palabras equivale a sostener que los niños, niñas y 
adolescentes tienen derecho a ser consultados en todos los asuntos que les afecten. Esta opinión 
se tendrá en cuenta en la medida de su edad y evolución. 
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En ningún caso, un niño, niña o adolescente podrá ser obligado o presionado de cualquier forma 
para expresar su opinión, pues tal arbitrio, contrariaría su libertad Se franquea al menor que esté 
en condiciones de formarse un juicio propio, la garantía al derecho a expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que le afecten y por los medios que elija, y a que se tenga en 
cuenta sus opiniones, en función de su edad y sensatez. 
 
Consecuentemente, el menor tiene derecho a buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
todo tipo, con las restricciones legales. 
 
Además, al menor que esté en condiciones de formarse un juicio propio se garantiza el derecho 
a expresar su opinión libremente en todos los asuntos que le afecten y por los medios que elija, 
y a que se tenga en cuenta sus opiniones, en función de su edad y madurez. 
 
En asocio a lo anterior se cautela que el menor tiene derecho a buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de todo tipo, con las restricciones legales. 
 
Convenientemente hoy (al menos en teoría), el menor debe ser posicionado en asuntos que 
entrañen el aporte del raciocinio, y en tal sentido se patentiza la tutela a la libertad de 
pensamiento, conciencia y religión, lo cual en términos análogos significa que el Estado 
garantiza, en favor de los niños, niñas y adolescentes, las libertades de pensamiento, de 
conciencia y de religión, sujetas a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias 
para proteger la seguridad, los derechos y libertades fundamentales de los conciudadanos. 
 
Se franquea como derecho y deber de los progenitores y demás personas encargadas de su 
cuidado, orientar al niño, niña o adolescente para el adecuado ejercicio de este derecho, según 
su crecimiento personal. 
Subsiguientemente, a los menores se les garantiza socializarse con otras personas dentro del 
ámbito legal, a lo cual doctrinariamente se denomina tutela a la libertad de reunión, lo cual en 
otra frase sinónima equivaldría a consagrar que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
reunirse pública y pacíficamente para la promoción, defensa y ejercicio de sus derechos y 
garantías prioritarias. 
 
Como tema afín a las disposiciones disertadas se encadena otra facultad de los menores 
tendiente a respetar su voluntad de agruparse, lo cual en lenguaje técnico se conoce como tutela 
de libre asociación, de lo cual nos instruye que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
asociarse libremente con fines lícitos. Este derecho incluye la posibilidad de los adolescentes de 
constituir asociaciones sin fines de lucro, con arreglo a la ley y reglamentos. 
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En tal sentido, el Estado garantizará y fomentará el ejercicio de este derecho, principalmente en 
materia de asociaciones estudiantiles, culturales, deportivas, laborales o gremiales. 
 
En razón de la sociabilidad, se prohíbe cualquier restricción al ejercicio de este derecho, que no 
esté expresamente prevista en la ley orgánica pertinente. Se regula el derecho del menor a la 
libertad de asociación y a celebrar reuniones pacíficas. El Ministerio de Inclusión Social, MIES, 
llevará un registro especial de las asociaciones formadas por menores de edad, con fines 
culturales, productivos, sociales, religiosos, recreativos o estudiantiles. Reglamentará para cada 
caso los requisitos que dichas organizaciones deban cumplir para que ciertos actos de las 
mismas tengan efectos jurídicos, y la forma en la que se establecerá la representación de los 
mismos. 
 
2.1.1.2.11 Concepto de medidas de protección. Aporte doctrinario y positivo 
 
Considerando que determinado menor puede verse en una situación de riesgo, resulta pertinente 
ejecutarse medidas de protección, a las que le daremos debida conceptualización. Las medidas 
de protección son acciones que adopta la autoridad competente, mediante resolución judicial o 
administrativa, en favor del niño, niña o adolescente, cuando se ha producido o existe el riesgo 
inminente de que se produzca una violación de sus derechos por acción u omisión del Estado, la 
sociedad, sus progenitores o responsables o del propio niño o adolescente. En la aplicación de 
las medidas se debe preferir aquellas que protejan y desarrollen los vínculos familiares, 
comunitarios y sociales. 
 
Para establecer las medidas de protección se impone al Estado, sus funcionarios o empleados o 
cualquier particular, incluidos los progenitores, parientes, personas responsables de su cuidado, 
maestros, educadores y el propio niño, niña o adolescentes, el cumplimiento de determinadas 
acciones con el objeto de hacer cesar el acto de amenaza, restituir el derecho que ha sido 
vulnerado y asegurar el respeto permanente de sus derechos vulnerables. 
 
En tal sentido, la conceptualizada palabra "acciones" significa, en general, el ejercicio de una 
potencia o facultad; sin embargo en la práctica forense, suele confundirse con el significado 
procesal, ámbito en el cual para conseguirse tales acciones debe instrumentarse por el interesado 
su acción (actor), o sea se configura a quien propone una demanda. 
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Se podría alternar y configurar así una concurrencia de medidas, esto es que pueden decretarse 
una o más medidas de protección para un mismo caso y aplicarse en forma simultánea o 
sucesiva.  
 
Su aplicación no obsta la imposición de las sanciones que el caso demande. 
 
A pesar que el Código CNA, al prever terminológicamente: ".decretarse...”, deducimos que se 
trata de un tipo de providencia, o sea, la actuación estrictamente atribuida a un cierto juez, sin 
embargo sobreentendemos que el espíritu legal debió o quiso no restringirlo a los entes 
administrativos como las Juntas cantonales o a entes de atención minoril. 
 
Hemos argumentado las precedentes normas sustantivas, porque ellas guardan coordinación con 
la normatividad procesal, que considera el debido proceso que lo vamos a desarrollar. 
 
Desarrollamos pues, las medidas de protección, que son administrativas y judiciales. Sin 
perjuicio de las medidas previstas en el Título IV del Libro I del CNA y en otros cuerpos 
legales, son medidas administrativas de protección, a saber: 
 
1. Las acciones de carácter educativo, terapéutico, sicológico o material de apoyo al 
núcleo familiar para preservar, fortalecer o restablecer sus vínculos en beneficio del 
interés del niño, niña o adolescente; 
2. La orden de cuidado del niño, niña o adolescente en su hogar; 
3. La reinserción familiar o retorno del niño, niña y adolescente a su familia biológica; 
4. La orden de inserción del niño, niña o adolescente o de la persona comprometidos en la 
amenaza o violación del derecho, en alguno de los programas de protección que 
contempla el sistema y que, a juicio de la autoridad competente, sea el más adecuado 
según el tipo de acto violatorio, como por ejemplo, la orden de realizar las 
investigaciones necesarias para la identificación y ubicación del niño, niña, adolescente 
o de sus familiares y el esclarecimiento de la situación social, familiar y legal del niño, 
niña o adolescente, la orden de ejecutar una acción determinada para la restitución del 
derecho conculcado, tal como: imponer a los progenitores la inscripción del niño, niña o 
adolescente en el Registro Civil o disponer que un establecimiento de salud le brinde 
atención de urgencia o que un establecimiento educativo proceda a matricularlo, etc.; 
5. El alejamiento temporal de la persona que ha amenazado o violado un derecho o 
garantía, del lugar en que convive con el niño, niña o adolescente afectado; y, 
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6. La custodia de  emergencia del niño, niña o  adolescente afectado, en un hogar de 
familia o una entidad de atención, hasta por setenta y dos horas, tiempo en el cual el 
juez dispondrá la medida de protección que corresponda. 
 
 
Es de advertir que son medidas judiciales: el acogimiento familiar, el acogimiento institucional 
y la adopción, todas las cuales vamos a desarrollar. 
 
 
2.1.1.2.12 Beneficio de las medidas de protección 
 
Las medidas de protección entrañan en sí el beneficio al menor, sujeto pasivo de la violación o 
inminente riesgo; en virtud de lo cual en el auto inicial, o en la resolución en que se acepte los 
motivos de la demanda o denuncia de vulneración a un menor, podrá ordenarse una o varias de 
las medidas de protección, entre otras, las que se podría citar unas específicas, a saber: 
 
a. La entrega en protección o custodia del menor a los familiares más cercanos 
que se encuentren en condiciones de ejercerla; 
b. El acogimiento familiar 
c. El internamiento del menor en una institución de protección 
d. Declaratoria de aptitud del menor para ser adoptado, en caso de que se declare 
el cumplimiento de los requisitos debidos, o sea la aprobación de la adopción. 
e. Cualesquiera otra medida cuya finalidad sea la de asegurar el cuidado personal 
del menor, proveer la atención de sus necesidades básicas o poner fin a las 
situaciones que amenacen su salud o formación, etc. 
 
En sentido laxo, se sostiene que el beneficio no sólo preserva el interés superior del menor, sino 
también subyace en la consecución del dogmático "buen vivir", institución que a su vez se 
manifiesta en complejas normas constitucionales. Sin embargo, muchos sostienen que al 
priorizarse el interés superior minoril, se torna accesorio el bien familiar, e incluso el suma 
kawsai (buen vivir) 
 
2.1.1.2.13 Causas para que se produzca las medidas de protección 
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 Cuando se ha producido o existe riesgo inminente de que se produzca una 
violación de sus derechos por acción u omisión del Estado 
 
El riesgo se define como la contingencia, probabilidad, proximidad de un daño; mientras que 
inminente significa lo que amenaza o está próximo a suceder. 
 
A pesar que el término acción tenga infinidad de significados, para el estudio que nos concentra, 
le significamos como el efecto o resultado de hacer. En tanto que omisión significa la 
abstención de hacer algo debido. La acción y la omisión entrañan relación de causalidad que se 
manifiestan en las siguientes disposiciones: 
 
Nadie podrá ser reprimido por un acto previsto por la ley como infracción, si el acontecimiento 
dañoso o peligroso de que depende la existencia de la infracción, no es consecuencia de su 
acción u omisión. 
 
No impedir un acontecimiento, cuando se tiene la obligación jurídica de impedirlo, equivale a 
ocasionarlo, es decir se incurre en una comisión por omisión. 
 
El riesgo inminente al que se refiere el Código CNA puede manifestarse en diversas situaciones, 
pero sin importar de cuál especificidad se tratare, todas tienen un factor común: el carácter 
violatorio a los derechos minoriles. 
 
Constitucional y legalmente el Estado debería desarrollar (deber ser) la protección del menor, 
sin embargo en el campo del "ser" se evidencia cotidianamente un Estado violador de los 
derechos del menor; por tanto debe deducirse cuándo ocurren tales vulneraciones, y al respecto 
colegimos que los atropellos se darían si se incumple las disposiciones que vamos a desarrollar. 
 
El Estado tendrá responsabilidad en: 
 
a) Proteger al menor contra toda forma de vulneración; 
b) Incluir en sus políticas la superación de las condiciones de vida de los menores y sus 
familias y garantizar el respeto de los derechos del niño y el adolescente; 
c) Apoyar los procesos, iniciativas y proyectos que surjan de los organismos públicos, de 
sectores privados o comunitarios, que tiendan hacia el diagnóstico y alternativas para 
prevenir, evitar o atender la vulneración de los menores; 
d) Establecer programas sociales con el objeto de proporcionar asistencia necesaria al 
menor, encaminados a restituirle su derecho conculcado y rehabilitarle de ser el caso; y, 
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e) Tomar medidas para la rehabilitación física o psíquica del infractor. 
 
El Estado obligatoriamente solucionará casos de violación contra menores, por tanto deberá 
considerar que se conculca a un menor cuando ha sido objeto de violencia, abuso físico o mental 
(principalmente sexual), malos tratos de cualquier índole, mendicidad, explotación, abuso 
sexual, utilización en actividades contrarias a la ley o en actividades que violan sus derechos por 
parte de sus padres, parientes o tutores o de cualquier otra persona, institución o grupo social, 
sea que lo tenga a su cargo, bajo su custodia o se relacione de manera temporal con el menor 
maltratado. 
 
Las Juntas de Protección de Derechos y los Jueces de la Niñez y Adolescencia autorizarán a 
organizaciones públicas, comunitarias o no gubernamentales la intervención en las áreas de 
prevención, asistencia y rehabilitación en situaciones de vulneración minoril y señalará los 
niveles de coordinación que deberán establecerse. 
 
El Estado también se responsabilizará de la intervención de los juzgados de la Niñez y 
Adolescencia y de los organismos autorizados en casos de violación minoril y buscará restituir 
el derecho conculcado del menor y rehabilitarle del daño sufrido por la violación de derechos. 
Así mismo, propenderá a rehabilitar al violador minoril a través de instituciones tanto públicas 
como privadas debidamente calificadas. 
 
Para no dejar que impere la impunidad, la denuncia de violación minoril podrá ser receptada por 
los organismos con los que la organización nacional de Protección de la Niñez y Adolescencia 
coordine, los que deberán tomar medidas provisionales de protección al menor y realizar las 
investigaciones pertinentes a fin de resolver si el asunto debe ser conocido por el Juzgado de la 
Niñez y Adolescencia, de acuerdo a los parámetros que se fijen en la normatividad respectiva. 
 
En caso de que la Policía Nacional (o en función de la DINAPEN) conozca un asunto de 
violación minoril, inmediatamente deberá enviar la causa a un organismo autorizado (máximo 
dentro de las veinte y cuatro horas, en la práctica forense). 
En caso de que la denuncia sea sustanciada por el Juzgado de la Niñez y Adolescencia, éste 
dispondrá mediante auto la realización de las investigaciones sociales y las pericias que 
considere necesarias, tomando en cuenta las realizadas por las entidades autorizadas, y 
convocará a una audiencia dentro del plazo legal. 
 
En la audiencia, el tribunal conocerá los informes periciales y sociales, escuchará a los padres y 
familiares del menor y a éste, y señalará las medidas respecto del menor como del infractor 
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(victimario). Dispondrá también el seguimiento del tratamiento y la periodicidad en la que será 
informado de los resultados del mismo. 
 
Cuando a criterio del Juzgado la vulneración constituya delito, el Juzgado de la Niñez y 
Adolescencia remitirá lo actuado a la Fiscalía de su distrito para que se inicie el respectivo 
procesamiento. 
 
Todo menor deberá ser escuchado dentro de la investigación; y su opinión y versiones deberán 
ser tenidas en cuenta y debidamente consideradas. Cuando el menor ha sido sujeto pasivo de un 
delito, las declaraciones y versiones pronunciadas por él dentro de la investigación tendrán el 
valor de testimonio de ofendido dentro del proceso penal a que dé lugar dicha infracción. 
 
Bajo la concepción de que el maltrato minoril tiene entre una de sus variadas concausas a la 
actuación indebida del Estado (responsabilidad extracontractual), específicamente en relación a 
los alimentos del menor (principal causa en la práctica forense minoril) el Código 
sistemáticamente prevé (Art. Innumerado CNA18) ciertas obligaciones de las entidades públicas 
y privadas, significando que si el obligado al pago de alimentos goza de remuneración, 
honorarios, pensión jubilar u otros ingresos, con o sin relación de dependencia, el auto que fije 
la pensión de alimentos se notificará al pagador o a quien haga sus veces. La entidad 
responsable de realizar el pago, tendrá la obligación de depositar la pensión fijada dentro del 
término de 48 horas, contadas desde el momento en que recibió la notificación del Juez/a, para 
lo cual remitirá a ésta autoridad el original o copia certificada del depósito. En el mismo término 
deberá remitir la información solicitada por el Juez/a sobre los ingresos totales que perciba el 
demandado, a fin de basarse en pruebas y formarse sano juicio. 
 
Ante un eventual incumplimiento del mandamiento explicado anteriormente, se hará 
solidariamente responsable al empleador, con los intereses de mora respectivos, (porcentajes del 
Banco Central BCE) 
 
Incluso se prevé que si el empleador o la entidad obligada a proporcionar la información no lo 
hiciere dentro del término de 48 horas, ocultare o proporcionare información incompleta o falsa 
sobre los ingresos que percibe el demandado, no cumpliere con las obligaciones determinadas 
en esta ley, dificulte o imposibilite el fiel y oportuno cumplimiento de la obligación alimenticia, 
será sancionada, de ser del sector privado, con multa equivalente al doble del valor de la 
prestación fijada por el Juez/a y en caso de reincidencia con multa equivalente al triple del valor 
de la prestación fijada por el Juez/a, debiéndose para el efecto invocar la tabla reglamentada por 
el Consejo de la Judicatura. 
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Por tratarse de un deber en favor del menor, se prevé que si la entidad es de carácter público, se 
sancionará al funcionario o funcionaría responsable, con el valor de la multa antes señalada y en 
caso de reincidencia, con la destitución del cargo, previo el sumario administrativo 
correspondiente. El mismo Juez/a que impuso la sanción será competente para ejecutar las 
sanciones previstas. Estas multas serán depositadas en la cuenta que el/la demandante haya 
acreditado para el depósito de las pensiones alimenticias, instrumentada por el Sistema 
financiero. 
 
 Cuando se ha producido o existe riesgo inminente de que se produzca una 
violación de sus derechos por acción u omisión de la sociedad. 
 
Si consideramos que el término sociedad tiene variadísimos significados, evitaríamos 
confundirnos, pues incluso el Estado es una sociedad jurídica y políticamente organizada, sin 
embargo no pretendamos agotar ni teorizar a la sociedad, y para ello nos atrevemos y limitamos 
a concebirla como una agrupación o reunión de personas o fuerzas sociales. 
 
Bajo la esfera punitiva, la responsabilidad por las infracciones cometidas por una sociedad se 
atribuye a sus miembros, que bien podrían individualizarse como sus directivos, representantes 
o simplemente sus partícipes. 
 
Múltiples factores tienen implicación en la violación minoril, aunque podríamos destacar que la 
degradación moral ha vuelto a la sociedad en mero espectador de los riesgos inminentes 
minoriles, a pesar de que constitucionalmente toda persona tiene el deber de combatir la 
corrupción y de defender el Estado constitucional de derechos y justicia; por tanto resulta 
complejo (subjetividad) en la práctica precisar qué incidencia juega la sociedad en la violación 
de derechos minoriles. 
 
En la cotidianidad de la vida miramos impávidos e indolentemente la constante violación de los 
menores, desde una tolerancia a supuestos problemas menores, con el agravante de que nos 
hemos acostumbrado a evadir la protección infantil. 
En tal sentido, delimitamos el ámbito de este tipo de riesgo inminente desencadenado por la 
violación misma o el intento de violación minoril imputable a un elemento social, de lo cual 
entendemos que el infractor constituiría un grupo o una persona, pues ambos tienen carácter 
social; excluyendo de tal forma al Estado y a los progenitores, responsables o al propio menor. 
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Podríamos sostener que esta causal se desenvuelve (y por tanto responsabiliza) por cualquier 
persona que no constituya elemento regulado por la Ley de Servicio Público. 
 
 Cuando se ha producido o existe riesgo inminente de que se produzca una 
violación de sus derechos por acción u omisión de sus progenitores o responsable o 
del propio niño o adolescente 
 
Considerando que la familia es una institución básica de protección, el Código CNA desarrolla 
las debidas relaciones paterno filiales que deberían ejecutarse, pero en caso contrario 
(incumplimiento) enfrentaríamos casos violatorios, entonces toda contradicción a aquellas 
tutelas constituiría infracción minoril, y para comprender a ésta conviene desarrollar sobre los 
lineamientos del "deber ser". 
 
Los progenitores (padre, madre, o según la Ley por extensión cierto "responsable") y los hijos 
se deben respeto recíproco. Los hijos deben obediencia a sus padres en todo aquello que no 
lesione sus derechos. Los hijos están obligados, cualquiera sea su edad, a cuidar de sus padres 
en su ancianidad y en estado de demencia o enfermedad, y proveer a sus necesidades en la 
medida de sus posibilidades. Tienen derecho al mismo cuidado y auxilio los ascendientes del 
menor. 
 
Los hijos menores no pueden dejar la casa de sus progenitores, o aquella que éstos le hubieren 
asignado, sin licencia de los mismos. Si un menor ha dejado el hogar, el organismo protector 
(Junta o Juez de la Niñez) tendrá la obligación de investigar el caso y escuchar al menor, antes 
de tomar la medida que considere más adecuada en beneficio del mismo. 
 
En caso de que una persona retuviere indebidamente al menor fuera del hogar de sus padres, 
éstos podrán exigir a las autoridades públicas toda la asistencia que sea necesaria para restituirlo 
al hogar, sin perjuicio de la sanción penal a la que hubiera lugar. 
 
Los padres pueden exigir que los hijos que estén bajo su autoridad y cuidado les presten 
colaboración acorde con su desarrollo y posibilidades. 
 
Otro factor de vital incidencia en la violación de derechos minoriles, radica en el ejercicio de la 
patria potestad; en tal sentido de la revisión del Código de la Niñez CNA se colige que la patria 
potestad comprende los derechos y obligaciones de los padres en relación con la representación 
legal del menor no emancipado y la administración y usufructo de sus bienes. La patria potestad 
se ejercerá siempre en beneficio de los hijos. 
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En razón de la constitucionalidad de la igualdad, ejercen la patria potestad conjuntamente el 
padre y la madre que viven juntos respecto de los hijos comunes del matrimonio o de unión de 
hecho. 
Se presume el acuerdo de los padres para el ejercicio de la patria potestad, respecto a los 
resultados de los actos de sus hijos en relación con terceros. 
 
En los siguientes casos específicos, ejercerán la patria potestad ciertas personas, a saber: 
 
1. Respecto a los hijos de padres divorciados, el progenitor que la autoridad competente 
decida atribuírsela; 
2. El progenitor a cuyo cargo se encuentra el menor, en el caso de separación de sus 
progenitores, sin perjuicio de que el juez competente decida lo más conveniente para el 
menor (interés superior). 
3. El progenitor que, habiendo reconocido al menor como hijo, lo tenga bajo su cuidado y 
manutención. 
 
En relación con la administración y usufructo de los bienes del menor, se estará a lo señalado en 
el Código Civil (supletoriedad legal), debiendo el juez respectivo adoptar las mejores decisiones 
en bien del menor. 
 
Por el proteccionismo minoril, la suspensión de la patria potestad puede sobrevenir, lo cual se 
explica en que el Juez de la Niñez y adolescencia competente puede en la práctica decidir aun 
de oficio, o a petición de parte interesada, la suspensión de la patria potestad en los siguientes 
casos: 
 
a) Por falta injustificada de quien o quienes ejercen la patria potestad, a las obligaciones 
señaladas en el Código CNA y en el libro pertinente (I) del Código Civil; 
b) Cuando se incite, causa o permita al menor ejecutar actos atentatorios contra su 
integridad física o psíquica (libertinaje); 
c) Cuando quien ejerce la patria potestad es declarado judicialmente interdicto (o sea 
incapaz relativo y proscrito de ciertos bienes); 
d) Por haber recibido  sentencia condenatoria ejecutoriada (firmeza,  de cosa juzgada); 
e) Por maltrato físico o moral que a juicio del juez amerite esta medida; y, 
f) En caso de declaratoria de estado de abandono provisional (concausa de suspensión de 
patria potestad).(CC, 2010) 
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El Juez designará la persona que asuma la tutela del menor. Podrá levantar la suspensión si se ha 
superado la causa de la misma. 
 
Cosa distinta a la suspensión es la privación de la patria potestad, pues ésta termina por 
emancipación del menor, por declaratoria de abandono definitivo del menor o por muerte de 
quien la ejerce. 
 
Así mismo, se pierde la patria potestad, cuando se dicte sentencia condenatoria ejecutoriada en 
contra de los progenitores o de quienes la ejerzan, por haber cometido en contra de la persona 
del menor, principalmente alguno de los delitos tipificados en el Código Penal como 
atentatorios a las personas (contra la vida, lesiones, abandono); rufianería y corrupción de 
menores (atentado contra el pudor, violación, estupro, proxenetismo, explotación sexual, trata 
de personas, rapto), y adopciones ilícitas. 
 
En definitiva, se reafirma que los hijos deben respeto y obediencia al padre y a la madre. 
 
Por ende, corresponde de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado 
personal de la crianza y educación de sus hijos, en caso contrario, constituiría una violación 
parento filial surtiría entre otros efectos, la medida judicial protectora; 
 
No siempre los padres cuidarán de sus hijos, pues ante el caso de inhabilidad física o moral de 
ambos padres, el juez podrá resolver el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas 
competentes; es decir, tales terceros constituirían los responsables. 
 
En la elección de estas personas responsables tendrán prelación los consanguíneos más 
próximos, y, sobre todo, a los ascendientes (abuelos, etc), si así conviene al interés superior 
minoril. 
 
La anterior protección podrá adoptarse también durante el juicio de divorcio, pues 
lamentablemente el ambiente en que se desenvuelve el proceso de terminación del matrimonio, 
afecta o descarga represalias a la parte más débil de la familia: los hijos menores. 
 
La medida de protección debe ser proporcional a su causal, de modo que no se prohibirá al 
padre o madre, de cuyo cuidado personal hubieren sido sacados los hijos, visitar a éstos con la 
frecuencia y libertad que el juez estimare convenientes, es decir se regimenta las visitas para no 
romper los vínculos familiares. 
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En vista que casi ningún bien es gratuito (pese a la teórica gratuidad de casos minoriles), la 
manutención, educación y subsistencia de los hijos comunes erogan inversiones de recursos, 
éstos estarán a cargo de ambos progenitores (cónyuges o convivientes, si fuere del caso), o 
responderá la sociedad conyugal (o sociedad de bienes en caso de unión de hecho), si la hubiere. 
 
En los casos de los hijos procreados extramatrimonialmente que hubieren sido reconocidos 
voluntariamente por ambos progenitores, o declarados judicialmente hijos de ambos 
progenitores, los dos deberán aportar a las inversiones por manutención, educación y 
subsistencia, fijando el juez, de ser necesario, la contribución de cada uno de ellos. Pero se 
aplicará también en este caso, lo previsto en el inciso anterior. 
 
Debido a la infalible mortalidad humana (sea cual fuere su clase), ante la eventual defunción de 
uno de los progenitores, las inversiones de manutención, educación y supervivencia de los hijos 
menores, corresponderán al sobreviviente que asegure el interés superior minoril. 
 
En virtud de la dinamicidad de los casos, las decisiones del juez, bajo los respectos indicados en 
las disposiciones anteriores, se dejarán sin efecto por la extinción del motivo que haya dado 
argumento de ellas, es decir si sobreviene fundamento debido. 
 
De otro lado, el propio menor puede auto inferirse daño, aunque a criterio de éste no tenga 
conciencia de ello; en ocasiones el menor no puede discernir entre el bien y el mal, como por 
ejemplo cuando el menor (generalmente con espíritu inquieto y ansioso) cree erróneamente que 
robar es mejor (por facilismo) que esmerarse en adquirir por otros medios lícitos. 
 
Lamentablemente, la autodestrucción minoril, plasmada entre variadas conductas (suicidio, 
abandono de hogar, bulimia, adicciones, etc.) no tiene barreras, por ende, repercute en casi toda 
familia; sin embargo las medidas protectoras aplicadas se proponen corregir (reparar) los 
factores dañosos (causales) a la integridad del menor. 
 
2.1.1.2.14 Medidas de protección administrativas 
Para introducirnos profundamente en las medidas administrativas, es indispensable aclarar sobre 
su procedimiento, pues pese a su nombre, estas medidas encausadas administrativamente no es 
exclusividad de los organismos administrativos de protección de derechos (las juntas cantonales 
de protección de derechos), sino que se franquea el procedimiento pertinente para que los Jueces 
de la Niñez y Adolescencia conozcan y resuelvan las medidas administrativas de protección, 
tanto las contenidas en el Libro Primero, como las del Libro Tercero del CNA. 
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Amerita, pues, cuestionarnos ¿Qué asuntos se sustancian con el procedimiento administrativo de 
protección de derechos? Y a este respecto dilucidaremos. De acuerdo a lo dispuesto en el art. 
235 del Código CNA son tres los asuntos para los que este procedimiento es el adecuado: a) La 
aplicación de medidas de protección cuando se ha producido una amenaza o violación de los 
derechos individuales o colectivos de uno o más niños, niñas o adolescentes; b) el conocimiento 
y sanción de las infracciones sancionadas con amonestación; y, c) el conocimiento y sanción de 
las irregularidades cometidas por las entidades de atención; cuyas puntualizaciones vamos a 
literalizar. 
 
a)   Aplicación de medidas de protección: 
Este procedimiento se encuentra dirigido exclusivamente a la toma de medidas administrativas 
de protección contenidas en los arts. 79, 94 y 217 del Código CNA, ya que las medidas 
judiciales de protección y todos los temas contenidos en el Libro Segundo de la Ley se tramitan 
con procedimiento contencioso tipo, ante los Jueces de la Niñez y Adolescencia de acuerdo a los 
dispuesto en el art. 271.(CNA, 2010) 
 
En tal sentido, y en términos concordantes a lo anteriormente explicado, el art 271 prevé que las 
normas de la presente sección se aplicarán para la sustanciación de todos los asuntos 
relacionados con las materias de que trata el Libro 2°, las del Libro 3° cuya resolución es de 
competencia privativa del juez de la niñez y adolescencia y en las cuales una persona legitimada 
activamente plantee una pretensión jurídica. 
 
De igual forma el procedimiento adecuado para la protección de derechos colectivos o difusos 
es la acción judicial de protección, esto por lo determinado en el art. 264. Por ende, para no dar 
lugar a criterios deformados, adaptamos a la sustancialidad del art 264 al prever la 
administración de justicia en las comunidades indígenas, lo que entraña que las autoridades de 
las nacionalidades y pueblos indígenas ejercerán funciones de justicia en sus comunidades, 
aplicando normas y procedimientos propios, respecto de los asuntos relativos a la protección de 
los derechos y garantías de niños, niñas y adolescentes que viven en la respectiva comunidad y 
las infracciones cometidas al interior de las mismas, siempre que no sean contrarios a la 
Constitución y las leyes. En el ejercicio de esta prerrogativa, dichas autoridades deberán 
respetar los principios y garantías fundamentales de la niñez y adolescencia. 
 
b)  El conocimiento y sanción de infracciones sancionadas con amonestación: 
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La única infracción sancionada con amonestación en la Ley se encuentra contenida en el art. 95 
numeral 1° para el caso de violación a las disposiciones sobre trabajo, ya que la otra sanción de 
amonestación es para las entidades de atención, sin embargo la competencia específica para 
sancionar a las entidades de atención corresponde a los organismos que aprobaron su 
funcionamiento. 
 
Consiguientemente en el Art. 95 se puntualiza a las sanciones aplicables por violación a las 
disposiciones referentes al trabajo, reafirmándose que la violación de las prohibiciones 
contenidas en este Título, será reprimida con una o más de las siguientes sanciones, sin perjuicio 
de las contempladas en otros cuerpos legales: 
 
1.   Amonestación a los progenitores o a las personas encargadas delcuidado del niño, niña o 
adolescente; y a quienes los empleen o se beneficien directamente con su trabajo; 
 
c)   El conocimiento y sanción de las irregularidades cometidas por las entidades de 
atención. 
 
El art. 213 contiene las sanciones aplicables a las entidades y a los programas de atención: 
amonestación escrita y plazo para superar la causa que motiva la sanción, multa de $UDS500 a 
$5000 dólares, que se duplicará en caso de reincidencia; suspensión de funcionamiento, por un 
período de tres meses a dos años; cancelación de uno o más programas; y, cancelación de la 
autorización y registro. 
Como veremos más adelante, la autoridad competente para tramitar las sanciones a las entidades 
es el organismo que aprobó su funcionamiento como lo determinan los arte. 212 y 235 del 
Código CNA. 
 
Subsiguientemente, amerita despejar sobre ¿Quiénes son competentes para conocer los 
procedimientos administrativos?, 
 
Las medidas de protección administrativas pueden ser dispuestas indistintamente, por los jueces 
de la Niñez y Adolescencia y las Juntas Cantonales de Protección de Derechos, según quien 
haya prevenido en el conocimiento de los hechos que originen las medidas (art.218), las 
infracciones sancionadas con amonestaciones son tramitadas ante las Juntas Cantonales de 
Protección de Derechos (art.235); y, como se señaló anteriormente, las sanciones a las entidades 




De acuerdo a lo dispuesto en el art.236 se encuentran legitimados para proponer la acción 
administrativa de protección: el niño, niña o adolescente afectado. Debemos recordar que de 
acuerdo a lo dispuesto en la ley los niños y niñas pueden pedir directamente auxilio para la 
protección de sus derechos cuando deban dirigir la acción contra su representante legal (art.65), 
cualquier miembro de su familia, hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad; la Defensoría del Pueblo y las defensorías comunitarias, quienes son reconocidas 
como parte del sistema nacional de protección integral a la familia (art.208); y, cualquier otra 
persona o entidad que tenga interés en ello.(CNA, 2010) 
 
Los jueces de la niñez y adolescencia y las Juntas cantonales pueden iniciar la acción de 
protección de oficio. 
 
Con el Art. 17 del Código de la Niñez y Adolescencia se establece el deber jurídico de 
denunciar; mandándose que toda persona, incluidas las autoridades judiciales y administrativas, 
que por cualquier medio tenga conocimiento de la violación de un derecho de niño, niña o 
adolescente, está obligada a denunciarla ante la autoridad competente, en un plazo máximo de 
cuarenta y ocho horas, por tanto tienen la posibilidad de promover la acción administrativa de 
protección.(CNA, 2010) 
 
En tal sentido, de acuerdo al art. 243 CNA el procedimiento sustanciado ante el órgano 
administrativo no podrá durar más de 30 días. 
 
Consiguientemente, acorde al art. 244 CNA, cuando el organismo administrativo competente se 
niegue injustificadamente a tramitar a una denuncia presentada de conformidad con las reglas 
del CNA, los miembros que concurrieron con su voto a la denegación de justicia pueden ser 
sujetos a multas de $50 a $100, así mismo quien exceda los plazos máximos contemplados para 
la duración del procedimiento es sancionado con multa prevista en el art.249 del CNA 
 
A pesar de las anteriores normas básicas, nos incumbe desarrollar prolijamente la normatividad 
del debido proceso tendiente a adoptar medida protectora alguna. 
 
Pongamos énfasis en la regularización para que se dé la debida resolución, para lo cual el 
organismo sustanciador pronunciará su resolución definitiva en la misma audiencia o, a más 
tardar, dentro de los dos días hábiles siguientes (término). 
 
Ante una situación en que las peticiones de las acciones de protección fueren urgentes, deberán 
cumplirse de inmediato o en su defecto dentro del plazo de cinco días contados desde la 
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notificación de la resolución correspondiente, la misma que podrá hacerse en la misma 
audiencia. En caso de incumplimiento del requerimiento, el denunciante o la Junta Cantonal de 
protección recurrirán al Juez de la Niñez y Adolescencia para la aplicación de las sanciones por 
violación a los derechos. Para este efecto se observará el trámite correspondiente de la acción 
constitucional de protección, regida además por otra la legislación de garantías constitucionales 
y jurisdiccionales (LOGJC). 
 
2.1.1.2.15 Acciones de carácter educativo, terapéutico psicológico o material 
De las acciones de carácter educativo, terapéutico, sicológico o material de apoyo al núcleo 
familiar, para preservar, fortalecer o restablecer sus vínculos en beneficio delinterés del niño, 
niña o adolescente, se afluyen a varios ámbitos que se van a desarrollar. 
 
Cave cuestionarnos ¿qué objeto se propone la acción judicial protectora?, resolviendo que es 
una acción que tiene por objeto un requerimiento (orden) para la protección de derechos difusos 
o colectivos de los menores, y constituye en una imposición de una determinada conducta de 
acción u omisión, de posible cumplimiento, dirigido a la persona o entidad requerida, con las 
prevenciones contempladas en el art. 264 del CNA 
 
Doctrinariamente corresponde saber ¿cuáles son los derechos colectivos y difusos? Y de allí 
entenderemos que en sentido objetivo como el conjunto de las normas a través de las cuales el 
Estado lleva a cabo su función equilibradora y moderadora de las desigualdades sociales. En 
tanto que, en sentido subjetivo, podrían entenderse como facultades de los individuos y de los 
grupos a participar de los beneficios de la vida social, lo que se traduce en determinados 
derechos y prestaciones, directas o indirectas, por tanto de los poderes públicos. La aparición de 
los derechos sociales ha supuesto una notable variante en el contenido de los derechos 
fundamentales. Principios, originariamente dirigidos a poner límite a la actuación del Estado se 
han convertido en normas que exigen su gestión en el orden económico y social; garantías 
pensadas para la defensa de la individualidad son ahora reglas en las que el interés colectivo 
ocupa el primer lugar, enunciados muy precisos sobre facultades que se consideran esenciales y 
perennes han dejado paso a normas que defienden bienes múltiples y circunstanciales. Existe, 
pues, una evidente diferencia entre la categoría de derechos tradicionales de signo económico, 
social y cultural que desarrollan las exigencias de la igualdad. 
 
En cuanto a derechos difusos, la titularidad de los mismos no puede ser claramente identificada, 
ya que a diferencia de los colectivos, en estos los titulares no forman parte de una colectividad 
identificable, se considera que en presencia de un interés difuso cuando éste le pertenece a una 
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serie indeterminada de personas ligadas por circunstancias de hecho. Se caracterizan, en cuanto 
a su titularidad, por ser situaciones transindividuales, al salir de la esfera individual de los 
sujetos afectados y suelen proyectarse a la colectividad. 
 
 
En la práctica forense, las medidas educativas revisten corresponsabilidad entre otros órdenes 
determinantes, en los siguientes: Ministerio de Educación (desglosada en educación básica, 
media, superior), Programa de erradicación del analfabetismo, entre otras. 
 
En el orden terapéutico minoril se corresponsabiliza principalmente al: Ministerio de Salud 
Pública, CONADIS, CONSEP, etc. 
 
Asimismo dentro del ámbito psicológico se ha institucionalizado sobresalientemente: el INFA, 
Programa de protección de víctimas, testigos y más partícipes de un proceso penal; y más 
desglosadamente la denominada "Cámara de Gesell" tendiente a no revictimizar al menor, 
evitándole una afectación postraumática por retrospección circunstancial de las violaciones 
inferidas. 
 
Adaptando las motivaciones antes explicadas, percibimos con énfasis que frecuentemente no se 
sabe qué hacer cuando un niño/a o adolescente poco escrupuloso de las cosas ajenas, aparece en 
una escuela. Si se permite que este alumno continúe en el establecimiento, viene a constituir una 
amenaza constante para sus compañeros, ya porque los útiles escolares no están seguros, ya 
porque es fácil de que todos sigan contagiándose con el mal. Si se le separa, en cambio nos 
vamos en contra de uno de los más preciados derechos de todo ecuatoriano, cual es la enseñanza 
gratuita, por otra parte, es de presumir que con la simple separación, el niño en lugar de 
corregirse continúe con más libertad en sus raterías fuera de la escuela, ya que, pocos, muy 
pocos con los padres que se preocupan realmente de velar por la conducta de sus hijos, 
corrigiendo sus malas inclinaciones. 
 
Ante tal situación nos cuestionamos: qué se debe hacer?. He ahí el problema; Hasta ahora sólo 
he visto la costumbre (antijurídica) de alejarlo al alumno cuestionado del aula. Erráticamente se 
cree que es preferible que uno se pierda antes de que los demás empiecen a dañarse, eso han 
dicho muchos directores de escuela. 
 
Mientras tanto, condenado aquel niño por el fatalismo de su destino, si de pequeño aprendió a 
sustraerse libros y más bienes afines, de mayoría de edad será un seguro candidato para 
ocuparse en las encrucijadas de los caminos asaltando a los ciudadanos. 
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2.1.1.2.16 Historia del maltrato en los niños y adolescentes 
El maltrato "se constituye por actos, realizados de manera reiterada, por una o varias personas 
contra otra u otras, consistentes en golpes, injurias o molestias de cualquier clase".(De Pina & 
De Pina Vara, 2001, pág. 498) 
 
La violencia y el maltrato no deben considerarse como sinónimos. El maltrato es una forma de 
violencia, o más concretamente, es la manera en que se manifiesta la violencia. Sin embargo, en 
la actualidad se ocupan ambas palabras para designar un comportamiento en el cual se ejerce la 
fuerza con objeto de anular la voluntad de otro; por tanto, en lo sucesivo, utilizaremos ambos 
vocablos en el mismo sentido. 
 
Tanto en la violencia como en el maltrato se hace referencia a la acción, de donde podría 
inferirse que sólo el movimiento (acción) puede ser considerado como violencia; y esto es 
inexacto, pues existe una forma silenciosa, y por lo mismo inadvertida de violencia o maltrato. 
 
Dentro de un contexto legal, se reconoce que también determinados comportamientos omisos 
son constitutivos de maltrato. Estos corresponden a conductas en que se deja de hacer algo que 
se tiene obligación de realizar, bien sea de manera negligente, descuidada o de manera 
intencional y tienen el propósito de causar un daño. De ahí que encontremos que existen 
diferentes clases de omisiones: 
 
I. Las omisiones llamadas propias son aquellas en que una persona que tiene el deber de hacer 
algo, deja de hacerlo. 
 
II. Las omisiones impropias que consisten en no impedir un resultado dañoso. 
El maltrato infantil es un concepto relativamente  nuevo en la civilización, pero la existencia de 
este problema se remonta a los inicios de la historia. Se tienen evidencias de cómo los niños 
eran sacrificados, ofrendados y torturados en diferentes culturas, tales como la romana, griega y 
azteca.  
2.1.1.2.17 Definición de niños, niñas y adolescentes 
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El Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual  de Guillermo Cabanellas manifiesta que: “El 
ser humano desde el nacimiento hasta los 7 años. Por extensión el adolescente, hasta alcanzar 
12 o 14 años”. (Cabanellas, 2010) 
 
El Código de la Niñez y Adolescencia en su Art. 4 define al niño, niña y adolescente(CNA, 
2010).- Niño o niña es la persona que no ha cumplido doce años de edad. Adolescente es la 
persona de ambos sexos entre doce y dieciocho años de edad, no hace distinción entre niño y 
niña. Se limita a decir que: 
 
Niño o niña es la persona que no ha cumplido doce años de edad”. Como se recordará el 
Código Civil define  a la persona indicando que es todo individuo de la especie humana 
sin distingo de sexo el legislador ha ampliado y superado en términos cuantitativos la 
definición que trae el art. 21 del Código Civil, pues éste última dice que: “llámense 
infante o niño al que no ha cumplido siete años (CC, 2010) 
 
 
2.1.1.2.18 Los tratados, convenciones y pactos de los derechos humanos 
 Declaración Universal de los Derechos Humanos 
 
El  10  de  diciembre  de  1948,  la  Asamblea General de las Naciones Unidas, reunida en el 
Palacio de Chailliot, de París, aprobó la Declaración  Universal de Derechos Humanos, 
adoptada mediante Resolución de la Asamblea General 217ª. 
 
El objetivo de esta declaración, compuesta por 30 artículos, es promover y potenciar el respeto 
por los derechos humanos y las libertades fundamentales.  
 
Dicha declaración proclama los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales del 
hombre, los cuales sólo se ven limitados por el reconocimiento de los derechos y libertades de 
los demás, así como por los requisitos de moralidad, orden público y bienestar general.  
 
Entre los derechos citados por la Declaración se encuentran el derecho a la vida, a la libertad, a 
la seguridad personal; a no ser víctima de una detención arbitraria; a un proceso judicial justo; a 
la presunción de inocencia hasta que no se demuestre lo contrario; a la no invasión de la vida 
privada y de la correspondencia personal; a la libertad de movimiento y residencia; al asilo 
político; a la nacionalidad; a la propiedad; a la libertad de pensamiento, de conciencia, de 
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religión, de opinión y de expresión; a asociarse, a formar una asamblea pacífica y a la 
participación en el gobierno; a la seguridad social, al trabajo, al descanso y a un nivel de vida 
adecuado para la salud y el bienestar; a la educación y la participación en la vida social de su 
comunidad.  
 
La Declaración fue concebida como parte primera de un proyecto de ley internacional sobre los 
derechos del hombre. La Comisión de los Derechos Humanos de la ONU dirigió sus esfuerzos 
hacia la incorporación de los principios más fundamentales de la Declaración en varios acuerdos 
internacionales. 
 
En 1955 la Asamblea General autorizó dos pactos de Derechos Humanos, uno relativo a los 
derechos civiles y políticos y el otro a los derechos económicos, sociales y culturales. Ambos 
pactos entraron en vigor en enero de 1966, tras una larga lucha para lograr que fueran 
ratificados. 
 
“Los derechos humanos fundamentales” figuran en segundo lugar en el preámbulo de la carta  
de la ONU después del flagelo de la GUERRA, se reconoce cada vez más que el abuso de los 
derechos humanos es causa de conflictos. Ya en 1948, la ONU aprobó la DECLARACIÒN  
UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS, normas cuyo objetivo es proteger al 
ciudadano de abusos .La declaración universal afirma que los derechos humanos son la base de 
“la libertad, la justicia y la paz en el mundo”.(ONU, 1948) 
 
Acotando a lo anteriormente mencionado la Declaración Universal señala que todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que no pueden ser objeto de 
discriminación por su nacionalidad, origen étnico, religión, raza, sexo, opinión política, riqueza 
o posición económica. 
 
 Derechos de los cuales,  las personas deben gozar para poder vivir como seres humanos de 
pleno derecho. Todos los seres humanos merecen la oportunidad de lograr el crecimiento y 
desarrollo de sus capacidades, más allá de sus necesidades básicas y de supervivencia. 
 
La Declaración Universal es un modelo de conducta, pero no tiene una fuerza de ley. No 
obstante varios pactos, que incluyen los puntos principales de la declaración, se firmaron en los 
años 60 y entraron en vigor en 1976 después de la ratificación de la mayoría de países .Este fue 
un momento decisivo porque significo que los países que habían firmado y notificado los 
acuerdos se obligaban a cumplirlos. También facultaban a  la ONU para vigilar si los gobiernos 
respetaban los derechos humanos de sus ciudadanos. 
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Sin duda, la Declaración Universal de Derechos Humanos es uno de los documentos más 
importantes de toda la historia de la humanidad. 
 
 Fragmento de la Declaración Universal de  Derechos Humanos 
 
La Declaración está integrada de  30 artículos.  
 
El artículo 1 prescribe, ¨ Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos…   
 
Del artículo 3 al 15 se codifica los Derechos Civiles y Políticos.  
 
Se proclama y se reconoce los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de todas las 
personas del mundo en los artículos,  16,  17,  20,  22,  23,  24,  25,  26,  27;  
 
Es fundamental que siempre recordemos que los Derechos de primera y segunda 
generación que consagra la Declaración Universal de Derechos Humanos son 
reconocidos en la Constitución Política de la República del Ecuador vigente, la misma 
que a la fecha incluye los Derechos de los Grupos Vulnerables.   
 
El Título I, De Los Principios Fundamentales.  
Artículo 3 numeral 2 ¨ Es deber primordial del Estado asegurar la vigencia de los 
Derechos Humanos, las libertades fundamentales de hombres y mujeres ¨. 
 
En el Titulo III, De Los Derechos, Garantías y Deberes. 
Capítulo I, Principios Generales.  
 
Artículo 16 ¨ El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los 
Derechos Humanos que garantiza esta Constitución ¨. 
 
Artículo 17 ibídem ¨ El Estado garantiza a todos sus habitantes, sin discriminación 
alguna, el libre y eficaz ejercicio y el goce de los Derechos Humanos establecidos en 
esta Constitución y en las declaraciones, pactos, convenios y más instrumentos 
internacionales vigentes. El Estado adoptará medidas para el efectivo goce de estos 
derechos, mediante planes y programas permanentes y periódicos ¨.  
 
Capitulo II. De Los Derechos Civiles.  




Artículo 24 (entre los derechos civiles del artículo 23, el numeral 27 reconoce el 
derecho al debido proceso) ¨ Para asegurar el  debido  proceso las siguientes garantías 
básicas (las establece en el mismo artículo en 17 numerales), sin menoscabo de otras 
que establezcan la Constitución, los instrumentos internacionales, las leyes o la 
jurisprudencia ¨. 
 
Artículo 25 ¨ En ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano. Su 
juzgamiento se sujetará a las Leyes del Ecuador ¨.  Capitulo III. De Los Derechos 
Políticos. 
 
Artículo 26 ¨ Los ciudadanos ecuatorianos gozarán del derecho a elegir y ser elegidos, 
de presentar proyectos de ley al Congreso Nacional, de ser consultados en los casos 
previstos en la Constitución, de fiscalizar los actos de los órganos del poder público, de 
revocar el mandato que confieran a los dignatarios de elección popular, y de 
desempeñar empleos y funciones públicas,… estos derechos se ejercerán en los casos y 
con los requisitos que señalen la Constitución y la Ley, los extranjeros no gozarán de 
estos derechos . 
 
Artículo 27 norma el derecho al voto en tres incisos.  
 
Artículo 28 en tres numerales establece las razones por las que se suspenderá el goce del 
derecho al voto.  
 
Artículo 29 reconoce el derecho de los ecuatorianos a solicitar asilo político. ¨ El estado 
reconoce a los extranjeros el derecho al asilo,… de conformidad con la ley y los 
convenios internacionales.¨(Declaración DDHH, 1948) 
 
 
2.1.1.2.19 Convención Americana de los Derechos Humanos “Pacto de San José”. 
(Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos). 
 
Los antecedentes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos se remontan a la 
Conferencia Interamericana celebrada en México en 1945, la cual encomendó al Comité 
Jurídico Interamericano la preparación de un proyecto de Declaración. Dicha idea fue retomada 
en la Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores que se reunió en 
Santiago de Chile en agosto de 1959 y decidió impulsar la preparación de una convención de 
derechos humanos. El proyecto elaborado por el Consejo Interamericano de Jurisconsultos fue 
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sometido al consejo de la OEA y sujeto a comentario por parte de los Estados y de la Comisión 
Interamericana. En 1967 la Comisión presentó un nuevo proyecto de Convención.  
El 22 de noviembre de 1969, fue adoptada la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
conocida como Pacto de San José de Costa Rica,  en la Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos, convocada por el Consejo Permanente de la OEA  
que se reunió en San José, Costa Rica del 7 al 22 de noviembre, a fin de analizar los diferentes 
proyectos y asegurar el respeto de los derechos consagrados en la Convención; el depositario del 
instrumento original y las ratificaciones, es la Secretaría General de la OEA; su registro en la 
ONU se lo hizo el 27 de agosto de 1979. 
 
La entrada en vigencia de la Convención el 18 de julio de 1978 constituyó un paso fundamental 
en el fortalecimiento del sistema de protección y permitió incrementar la efectividad de la 
Comisión, establecer una Corte y modificar la naturaleza jurídica de los instrumentos en los que 
se basa la estructura internacional. 
 
Siendo los países signatarios de la Convención Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Granada, Guatemala, 
Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, 
Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela . 
 
Según establece el primer párrafo de su Preámbulo, la Convención Americana tiene como 
propósito ¨ Consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, 
un régimen de libertad personal y de justicia social, fundando en el respeto de los derechos 
esenciales del hombre ¨. 
 
El Pacto de San José está conformado  de XI Capítulos y 82 artículos. Consagrando en su 
Capítulo I, artículo 1 ¨ La obligación de respetar los derechos reconocidos en ella,… a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna ¨. Definiendo a persona 
como todo ser humano (para efectos de la Convención).   
 
A continuación la Convención define los derechos y libertades protegidos, principalmente, los 
derechos Civiles y Políticos. 
 
Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales están establecidos brevemente en la 
Convención, en el Capítulo III, en un solo artículo, el 26. 
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Es importante mencionar que la Convención Americana establece los medios de protección: la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, a los que declara órganos competentes ¨ para conocer de los asuntos relacionados con 
el cumplimiento de los compromisos contraídos por los Estados partes de la Convención ¨. 
 
En el Capítulo VII, del artículo 34 al 51 se norma la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, que tiene la función principal de promover la observancia y defensa de los Derechos 
Humanos. Dictaminando las funciones y facultades de la Comisión del artículo 41 al 43 y 
estableciendo del artículo 44 al 51 el procedimiento referido al régimen de peticiones 
individuales.  
 
En el Capítulo VIII del artículo 52 al 69 se hace referencia a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, que desarrolla actividades jurisdiccionales y consultivas.(OEA, 1969) 
 
 
2.1.1.2.20 Carta de la mujer y el niño.- 1945 




Que la familia es la institución social primaria para la formación de la mente y el 
carácter de los niños, sobre la base de los principios arriba enunciados, y que, dentro de 
la familia, la madre sobrelleva la responsabilidad principal en la formación del ambiente 
de hogar y la educación de los ciudadanos del futuro; 
 
Que, además de su papel trascendental de esposa, madre, ama de casa, y con frecuencia 
de proveedora económica para el sostenimiento del hogar, la mujer ha desempeñado con 
éxito sus deberes como productora y asalariada en el comercio, en las profesiones y en 
el Gobierno, así como deberes cívicos, ayudando a formar el ambiente social y creando 
en la comunidad las condiciones de vida necesarias para el bienestar del hogar y en 
niño; 
 
Que en las Conferencias Internacionales Americanas, especialmente en la Declaración 
de los Derechos de la Mujer, aprobada en Lima; en las Conferencias Internacionales del 
Trabajo y en las Conferencias de los Estados Americanos, miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo, y notablemente en la Declaración denominada “Derechos 
Generales de la Mujer”, adoptada por la Segunda Conferencia de los Estados 
Americanos, miembros de la Organización Internacional del Trabajo; así como por los 
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Congresos Panamericanos del Niño, se han adoptado Declaraciones, Convenios, y 
Recomendaciones sobre los derechos de la mujer y de la niñez, y la protección y 
oportunidades que deben dárseles, y sobre la conservación y el fortalecimiento de la 
vida familiar; 
 
Que muchas de las Repúblicas americanas no han ratificado o cumplido enteramente las 
Declaraciones, Convenios y Recomendaciones de las Conferencias Internacionales 
respecto de la mujer, la niñez y la familia; 
 
Que el papel de la mujer en la familia, como trabajadora en la vida profesional o en el 
desempeño de los deberes ciudadanos en su comunidad, en su país y en el mundo, sólo 
podrá cumplirlo si se mueven todos los obstáculos para la participación en la industria, 
en las labores científicas, en las profesiones, en el Gobierno y en las actividades 
internaciones, y se tiene amplia oportunidad para obtener una educación que incluya la 
formación del carácter, del espíritu y de la disciplina, así como la preparación práctica 




Que los países que aún no han aprobado los Acuerdos, Declaraciones y 
Recomendaciones a favor de la mujer, del niño y de la familia, dictada en las 
Conferencias y Congresos enumerados arriba, los ratifiquen o lleven a la práctica a la 
mayor brevedad posible. 
 
Que en todos los países se haga estudio de las oportunidades profesionales y 
vocacionales, y de los problemas de la mujer en el período de la postguerra por medio 
de una Comisión especial o de la Dependencia Oficial competente. 
 
Que se establezca en todo Departamento Nacional de Salubridad, Previsión Social o 
Trabajo, Secciones que se dediquen especialmente  a los problemas de la mujer y de la 
niñez, y que estén bajo la dirección de mujeres capacitada o en cuya administración 
participen ampliamente. 
 
Que se recomiende a la Comisión Interamericana de Mujeres, en coordinación con el 
Instituto Internacional Americano de Protección a la Infancia, la Organización 
Internacional de Trabajo y otras Organizaciones Internacionales interesadas en la 
materia, el estudio más amplio de todos los aspectos de la vida familiar y de los 
problemas de la mujer y del niño, así como de las facilidades, servicios y protección 
necesarios para su propio bienestar y el futuro de la raza humana. 
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Que las conclusiones de este estudio, así como las proposiciones respectivas, que deben 
incluir un Proyecto de la Carta de la Mujer y del Niño, se presentan a una Conferencia 
Internacional Americana o a una Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores. (CCE, 1985, págs. 729-731) 
 
El concepto de derechos humanos precede en el tiempo a las Naciones Unidas; sin embargo, fue 
necesaria la fundación de este organismo para que la idea obtuviera reconocimiento formal y 
universalmente. 
 
A lo largo del siglo XX, la comunidad internacional ha experimentado una expansión y unos 
cambios radicales. Un acontecimiento concreto, -la Segunda Guerra Mundial-, impulsó a los 
vencedores a establecer un foro, en primer lugar para debatir algunas consecuencias de la 
Guerra pero fundamentalmente para impedir que los horribles sucesos que acababan de tener 
lugar no se repitieran en el futuro. Este foro son las Naciones Unidas. 
 
Los fundadores de las Naciones Unidas reaccionaron frente a los horrores de la Segunda Guerra 
Mundial haciendo hincapié en los derechos humanos a la hora de redactar la Carta. En la 
Conferencia de San Francisco, en la que la Carta fue aprobada, cuarenta organizaciones no 
gubernamentales presionaron a los delegados y consiguieron que se prestara considerable 
atención a los derechos humanos. 
 
La Carta de las Naciones Unidas se firmó el 26 de Junio de 1945. En ella se establece que el 
principal objetivo de la nueva organización es "preservar a las generaciones venideras del 
flagelo de la guerra" y " reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre". El Artículo 
1 señala que una de las metas de las Naciones Unidas es alcanzar una cooperación internacional 
"en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos sin hacer distinción por motivos 
de raza, sexo, idioma o religión". 
 
Los Artículos de la Carta tienen el valor de legislación internacional positiva ya que la Carta es 
un tratado y por lo tanto un documento vinculante. Todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas deben cumplir de buena fe las obligaciones que han contraído a través de la 
Carta, incluyendo la de fomentar el respeto de los derechos humanos y la de cooperar con las 
Naciones Unidas y con otras naciones para alcanzar este fin. Sin embargo, la Carta no fija unos 
determinados derechos ni tampoco maneras de aplicarlos en los Estados Miembros. 
 
¿Qué habría sido de la aplicación de los Derechos Humanos a todos los seres humanos, sin la 
influencia y la lucha de los movimientos feministas? Gran parte de las modificaciones 
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sobrevenidas en las costumbres sociales y la evolución política de las sociedades no habrían 
tenido lugar sin el despliegue de esfuerzos, reflexión y reivindicación de las mujeres a lo largo 
de la historia.(Martínez Ten) 
 
Los derechos de las mujeres han ido ligados a la evolución de la organización social de las 
relaciones entre los sexos en la sociedad y a culturas y procesos socio - políticos diversos. Su 
actividad laboral ha sido silenciada durante muchos años y, sin embargo, han sido ellas las 
encargadas de mantener la unidad doméstica con su trabajo, su dedicación y sus capacidades. 
¿Imaginamos la producción de objetos o alimentos sin el trabajo de las mujeres? La fabricación 
del vestido, la recogida de leña, el mantenimiento del fuego, el cuidado de los animales, la 
elaboración de alimentos, el cuidado de personas, la limpieza del entorno... han sido y siguen 
siendo fundamentales para la reproducción y la calidad de vida de cualquier grupo humano. 
Esas tareas femeninas "por naturaleza" vienen ya determinadas en el pensamiento clásico griego 
y serían recogidas, más tarde, por escritores romanos. 
 
Como lo demuestran los acontecimientos de la Historia, el hecho de hablar de Derechos 
Humanos ha sido fuertemente ligado al concepto de varón, como paradigma de lo humano. El 
lenguaje utilizado en los distintos documentos, las ideas, valores y costumbres que éstos 
reflejan, consolida un modelo de sociedad patriarcal en el que se ignoraba la manera de sentir y 
de pensar o de situar los valores de la otra parte de la humanidad, haciéndola invisible: la mirada 
de las mujeres. Los movimientos feminista sin tentarán quebrar esta situación de desigualdad a 
través de su lucha por el derecho a la integridad física, el derecho al trabajo, a la educación, a la 
cultura, al acceso al poder; el derecho a una vida sexual y reproductiva plena y sana; el derecho 
a conservar nuestros ingresos; el derecho a acceder al derecho a la propiedad y a los créditos 
bancarios; el derecho a ser tratadas con dignidad… que nos permitirían gozar, en igualdad de 
condiciones y oportunidades, delos mismos derechos de los que gozan los hombres, por el 
simple hecho de serlo. 
 
 
2.1.1.2.21 Creación de un fondo internacional de socorro a la infancia 
Hoy hay en el mundo más de 400 millones de niños esclavos. Según los organismos 
internacionales esta cifra va cada año en aumento. En fábricas de juguetes como Mattel, 
Chicco o Disney, o de productos deportivos como Nike, trabajan niños durante 12 o 14 
horas al día en condiciones inhumanas. (solidaridad.net, 2004). 
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Las alianzas son un elemento central en las actividades de UNICEF para conseguir 
mejores resultados en favor de la infancia, satisfacer los derechos de la niñez y ayudar a 
los países a lograr los ODM. Cuando la organización fue fundada en 1946, el mandato 
de UNICEF incluía trabajar con organizaciones de socorro y bienestar infantil, y estas 
relaciones han sido fundamentales por su contribución a las decisiones de política en 
beneficio de la infancia. Desde entonces, la organización ha estado trabajando con una 
gama cada vez más amplia de aliados que comparten su compromiso para asegurar que 
los niños y niñas consigan crecer en un entorno protector, seguro contra la violencia y la 
explotación y libre de pobreza y discriminación. Juntos, comparten la visión de un 
mundo en el que el género no sea una carga y en el que los niños y niñas estén sanos y 
puedan aprender y desarrollarse plenamente. En los años 1970, por ejemplo, los aliados 
de UNICEF impulsaron el Año Internacional del Niño, que condujo a la proposición 
para la elaboración de la Convención sobre los Derechos del Niño. (UNICEF, 2006) 
 
Esta alianza mundial comparte la visión de un mundo apropiado para la infancia. Comparte el 
sentimiento de que este mundo no tiene por qué ser una posibilidad distante, lejana en el futuro, 
sino que puede alcanzarse en una sola generación, siempre que antes de 2015 se dé un primer 
paso de gran magnitud. En ese mundo, todos los niños y niñas asistirán a la escuela, con todo el 
poder y la protección contra el abuso que este hecho implica. En ese mundo, todos los niños y 
niñas estarán vacunados contra las principales enfermedades mortales. En ese mundo, ningún 
recién nacido perderá su vida por falta de unas simples y baratas dosis de sales de rehidratación 
oral; ningún niño o niña estará encerrado en una fábrica, trabajando en condiciones que se 
acercan a la esclavitud, ni sufrirá las consecuencias de los malos tratos, la explotación o la 
violencia sin poder recurrir a la justicia y la protección. 
 
 
2.1.1.2.22 Protocólo  facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño en 
los Conflictos Armados.- 2004  
 
Este  Protocolo tiene como  objetivo básico  el de elevar la edad para el reclutamiento de 
personas en las fuerzas armadas y su participación en las hostilidades. 
 
Dicho Protocolo, es una expresión de la preocupación de la comunidad internacional por el 
reclutamiento, adiestramiento y utilización dentro y fuera de las fronteras nacionales de niños en 
hostilidades por parte de grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado y las 
graves consecuencias que tiene la guerra para la vida de éstos. El hecho de que cada vez más en 
los conflictos armados, los niños y los lugares donde suele haber considerable presencia infantil 
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(escuelas y hospitales) se han convertido en blancos de los ataques, por lo que se considera 
indispensable el respeto de las normas de derecho internacional humanitario, a partir del 
reconocimiento de que los niños requieren de una protección especial en el marco de los 
conflictos armados y ocupación extranjera y que algunos niños por su situación económica, 
social su sexo se encuentran especialmente expuestos al reclutamiento. 
 
Como antecedentes relevantes del instrumento se citan: la aprobación del Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional, en particular la inclusión entre los crímenes de guerra en conflictos 
armados, tanto internacionales como no internacionales, del reclutamiento o alistamiento de 
niños menores de 15 años o su utilización para participar activamente en las hostilidades; la 
aprobación unánime, en junio de 1999, del Convenio No. 182 de la Organización Internacional 
del Trabajo sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata 
para su eliminación en el que se prohíbe el reclutamiento forzoso  u obligatorio de niños para 
utilizarlos en conflictos armados; y, la recomendación de la XXVI Conferencia Internacional de 
la Cruz Roja y de la Media Luna Roja(diciembre de 1995) para que las partes en conflicto 
tomaran todas las mediadas viables para que los niños menores  de 18 años no participaran en 
hostilidades. 
 
Se recuerda la importancia de la cooperación internacional y la participación de las 
comunidades, de los niños y las víctimas infantiles en la aplicación del Protocolo. 
 
Para un mejor entendimiento sobre dicho instrumento voy a referirme a Reglas generales del 
Protocolo: 
 
Artículo .1 Fuerzas Armadas 
 
La obligación principal del Protocolo consiste en que ninguna persona menor de 18 años que 
sea parte de las fuerzas armadas pueda participar directamente en hostilidades (art.1). Se admite 
el reclutamiento voluntario de personas mayores de 15 años (art. 3.1), pero se prohíbe el 
reclutamiento obligatorio de menores de 18 años (art. 2). 
 
Por tanto, se busca incrementar la protección contenida en el artículo 38 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, por la cual los Estados se comprometen a respetar las normas del 
derecho internacional humanitario que les sean aplicables en los conflictos armados y que sean 
pertinentes para el niño, pero que permiten la participación en conflictos armados de personas 
mayores de 15 años, y que permitan el reclutamiento forzoso o voluntario de personas menores 
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de 18 años, aunque en los dos casos se dice que se dará preferencia a las personas de mayor 
edad. 
 
A.2 Reclutamiento Voluntario 
 
Se establece que los Estados que acepten el reclutamiento voluntario eleven la edad de 15 años 
de manera progresiva, tomando en cuenta que las personas menores de 18 años tienen derecho a 
una protección especial (art.3.1.). Todos estos estados deben tomar algunas (salvaguardias) que 
como mínimo debería asegurar: que el reclutamiento sea voluntario; que se realice con el 
consentimiento informado de los padres o de quienes tengan la custodia legal; que las personas 
reclutadas estén plenamente informados de los deberes que supone ese servicio militar; y, que se 
presenten pruebas fiables de su edad antes de ser aceptados en el servicio militar nacional (3.3). 
 
Al ratificarse o adherirse al Protocolo los Estados Partes deben formular una declaración, 
vinculante, en la que se establezca la edad mínima en que permitirá el reclutamiento voluntario 
en sus fuerzas nacionales, debe ofrecer una descripción de las salvaguardias que haya adoptado 
para asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por coacción. En cualquier 
momento puede ampliar la declaración comunicando su decisión a los otros Estados Partes por 
medio del Secretario General de las Naciones Unidas (artículo 3.2.4). 
 
Se excluye de las disposiciones señaladas a las escuelas que las fuerzas armadas, administren o 
tengan bajo su control, de conformidad con las normas sobre el derecho a la educación de la 
Convención de los Derechos del Niño (artículo 3.5.). 
 
A.3 Grupos Armados Distintos de las Fuerzas Armadas 
 
Los grupos armados distintos a las fuerzas armadas no deben, en ninguna circunstancia, reclutar 
o utilizar en hostilidades a menores de 18 años, por lo que el Estado debe tomar todas las 
medidas necesarias para evitarlo, en especial prohibir y tipificar esas prácticas( artículo 4). 
 
La aplicación de esta regla no afecta la situación jurídica de ninguna de las partes en un 
conflicto armado. 
 
A.4 Medidas de Aplicación y Cooperación  
 
Para dar cumplimiento a las disposiciones del instrumento los Estados Partes deben tomar todas 
( las medidas jurídicas, administrativas y de otra índole necesarias) dentro de jurisdicción, en 
91 
especial se comprometen a: difundir y promover por los medios adecuados, entre adultos y 
niños por igual, los principios y disposiciones del Protocolo; adoptar todas las medidas posibles 
para que las personas menores de 18 años que estén bajo jurisdicción y hayan sido reclutadas o 
utilizadas en hostilidades sean desmovilizadas o separadas del servicio; y, a prestarles toda la 
asistencia conveniente para su recuperación física y psicológica y su reintegración social 
(artículos 6 y 7.1). 
 
Los Estados deben cooperar, financiera y técnicamente para el cumplimiento de las obligaciones 
que establecen en el instrumento, particularmente en: la prevención; y, la rehabilitación y 
reintegración social de las víctimas. Para esto se insta a los Estados, que tienen las condiciones 
para hacerlo que presten asistencia, por medio de los programas multilaterales, bilaterales o de 
otro tipo, en especial mediante un fondo voluntario, que se debe establecer de conformidad con 
las normas que dicte la Asamblea General (artículo 7.2). 
 
A.5 Cláusula de Reserva 
 
El artículo 5 establece que no se puede interpretar el Protocolo de manera tal que impida la 
aplicación de normas más favorables a los derechos del niño que se contenga en la legislación 
nacional o internacional. 
 
A.6 Seguimiento del Protocolo 
 
El seguimiento de las obligaciones asumidas en el Protocolo se encuentra a cargo del Comité de 
los Derechos del Niño. Los Estados deben presentar un primer informe a los dos años de 
ratificación, el que debe contener una exposición general de las medidas adoptadas con objeto 
de aplicar las disposiciones del Protocolo, incluidas las medidas adoptadas con objeto de aplicar 
las disposiciones relativas a la participación y el reclutamiento. Los siguientes informes deben 
incluir formación sobre el instrumento en el informe que presentan al Comité de los Derechos 
del Niño de  Naciones Unidas de acuerdo al art. 44 de la Convención de los Derechos del Niño. 
Los Estados que no han ratificado la Convención de los Derechos del Niño deben presentar un 
informe cada cinco años. El Comité puede pedir a los Estados  Partes cualquier información 
pertinente sobre la aplicación del  Protocolo (artículo 8). 
 
a.7  Disposiciones Generales y de Entrada en vigor 
 
El Protocolo puede ser ratificado o adherido por todo Estado que sea Parte en la Convención  o 
la haya firmado (artículo 9). 
92 
 
El instrumento entra en vigor tres meses después de la fecha en que haya sido depositado el 
décimo instrumento de la ratificación o de adhesión, lo que sucedió el 12 de febrero del 2002. 
Respecto de los Estados que hayan ratificado el Protocolo o se hayan adherido a él después de 
su entrada en vigor, entrará en vigor un mes después de la fecha en que se deposite el 
correspondiente instrumento de ratificación o de adhesión (artículo 10). 
 
Se puede denunciar el Protocolo en cualquier momento, esta denuncia surtirá efecto un año 
después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por el Secretario General de las 
Naciones Unidas, pero si al concluir el plazo de un año el Estado Parte denunciante está 
interviniendo en un conflicto armado, la denuncia no surtirá efecto hasta que termine el 
conflicto. El Comité puede continuar el examen de cualquier asunto sometido a su conocimiento 
antes de este (artículo 11). 
 
Cualquier Estado Parte puede presentar enmiendas al Protocolo, en este caso el Secretario 
General pedirá a los Estados que le notifiquen si desean que se convoque a una Conferencia de 
Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los 
cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes 
se declaran a favor de tal conferencia, el Secretario General la convocará con el auspicio de las 
Naciones Unidas. 
 
Toda enmienda adoptada por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la 
conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General. La enmienda adoptada entrará 
en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y 
aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes, éstas serán obligatorias 
únicamente para los Estados Partes que las hayan aceptado; los demás seguirán obligados por 
las disposiciones del Protocolo y por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado (artículo 
12). 
 




El Comité acoge con agrado la información de que se están revisando diversas leyes 
para armonizarlas con la Convención sobre los Derechos del Niño y sus dos Protocolos 
Facultativos, en particular el relativo a la participación de niños en los conflictos 
armados. También toma nota de que se tiene el propósito de aprobar una ley sobre la 
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infancia, pero preocupa al Comité que no exista un calendario para la aprobación de esta 
ley, que los dos procesos estén simultáneamente en marcha y que el Estado parte no 
haya incorporado específicamente en su legislación nacional el Protocolo Facultativo 
relativo a la participación de niños en los conflictos armados.  (NN.UU, 2008) 
 
Es ampliamente conocido que durante y después de un conflicto armado la población civil es la 
más afectada, y dentro de ésta, es la infancia y la adolescencia la que se encuentra más 
vulnerada y violada en sus derechos fundamentales. Inicialmente se pueden describir dos formas 
en que la niñez y la adolescencia se vinculan con la guerra. La primera, en donde los niños y 
adolescentes son víctimas directas del conflicto, sufriendo las consecuencias de la destrucción, 
el abuso, la pérdida de la protección más elemental, los perjuicios para su salud física y mental, 
así como el desplazamiento territorial forzoso producto de la violencia. La segunda, que es 
sobre la que se detendrá especialmente el presente trabajo y es la que configura la violación más 
flagrante de sus derechos, trata del reclutamiento de niños y adolescentes como parte de los 
cuadros combatientes o como parte de los grupos de apoyo a las tropas durante las 
confrontaciones. 
 
Cabe mencionar que existen múltiples factores de orden interno y externo a un conflicto armado 
que hacen del reclutamiento y la utilización de niños y adolescentes como soldados, algo 
recurrente. Entre los factores externos se puede mencionar la crítica situación social, económica, 
política y hasta cultural por la que atraviesan muchos de los países. Entre los factores internos 
directamente vinculados con la guerra, se observan el tráfico ilegal de armas pequeñas y ligeras, 
la existencia de zonas geográficas estratégicas de guerra, la extensión y duración de los 
conflictos, etc. 
 
Habiendo transcurrido ya más de diez años desde la aprobación de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, algunos países de las Américas y muchos en el mundo entero, contemplan 
con estupor como muchos niños, niñas y adolescentes son reclutados para prestar servicios 
militares y combatir, en flagrante violación a los derechos humanos fundamentales que les han 
sido consagrados. El Interés Superior del Niño se desvanece ante la sola idea de que niños, niñas 
y adolescentes empuñen armas para matar y para ser matados. 
 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación 
de niños en los conflictos armados. 
 




Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que ningún miembro de 
sus fuerzas armadas menor de 18 años participe directamente en hostilidades. 
 
Artículo 2 
Los Estados Partes velarán por que no se reclute obligatoriamente en sus fuerzas 
armadas a ningún menor de 18 años. 
 
Artículo 3 
1. Los Estados Partes elevarán la edad mínima para el reclutamiento voluntario de 
personas en sus fuerzas armadas nacionales por encima de la fijada en el párrafo 3 del 
artículo 38 de la Convención sobre los Derechos del Niño, teniendo en cuenta los 
principios formulados en dicho artículo, y reconociendo que en virtud de esa 
Convención los menores de 18 años tienen derecho a una protección especial. 
 
2. Cada Estado Parte depositará (...) una declaración vinculante en la que se establezca 
la edad mínima en que permitirá el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas 
nacionales. 
 
3. Los Estados Partes que permitan el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas 
nacionales de menores de 18 años establecerán medidas de salvaguardia que garanticen, 
como mínimo, que: 
 
a) Ese reclutamiento sea auténticamente voluntario; 
b) Ese reclutamiento se realice con el consentimiento informado de los padres o de 
quienes tengan la custodia legal; 
 
c) Esos menores estén plenamente informados de los deberes que supone ese servicio 
militar; 
 
d) Esos menores presenten pruebas fiables de su edad antes de ser aceptados en el 
servicio militar nacional. 
 
Artículo 4 
1. Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no deben en 
ninguna circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 18 años. 
 
Artículo 6 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que las personas que 
estén bajo su jurisdicción y hayan sido reclutadas o utilizadas en hostilidades en 
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contradicción con el presente Protocolo sean desmovilizadas o separadas del servicio de 
otro modo. De ser necesario, los Estados Partes prestarán a esas personas toda la 
asistencia conveniente para su recuperación física y psicológica y su reintegración 
social. 
 
2.1.1.2.23 Convención para la protección de los niños y la cooperación en materia 
de la adopción internacional 1995 
La Generalitat Valenciana la concibe como «un medio para darle un hogar a un niño 
privado del suyo propio y no a la inversa pero, de igual modo que la adopción no 
siempre resulta la respuesta más adecuada a las necesidades de todos los niños solos, 
abandonados o separados de sus padres, tampoco lo es, muchas veces, para todas 
aquellas personas que la demandan.  (Bases para la valoración psicosocial de 
solicitantes de adopción) 
La Revista Consumer hablando de la adopción escribe: La figura de la adopción no se 
creó para solucionar problemas de infertilidad o de otra índole que sufre una pareja o 
una persona soltera, sino para dar solución, protección y calidad de vida a niños 
desamparados por su familia o que malviven en los centros de acogida de países del 
Tercer Mundo o de Europa oriental. La adopción es un derecho del niño, y no de 
quienes desean formar o aumentar una familia, algo que olvidamos con demasiada 
facilidad. (Adopción Internacional. La opción más factible para adoptar un niño hoy, 
2001) 
 
En nuestro país la adopción internacional aparece claramente en la legislación ecuatoriana como 
una medida subsidiaria y como último recurso, por esto las reglas de la legislación son  
especialmente rigurosas.  
 
En general las mismas son concordantes con las normas internacionales en la materia, 
especialmente con el Convenio de la Haya relativo a la legislación son especialmente rigurosas. 
En general las mismas son concordantes con las normas internacionales en la materia, 
especialmente con el Convenio de la Haya relativo a la protección del niño y a la cooperación 
en materia de adopción internacional que entró en vigor el 1 de mayo de 1995.El Convenio fue 
suscrito por el Ecuador el 29 de mayo de 1995 y se lo publicó en el Registro Oficial No 778 de 
11 de septiembre de 1995. 
 
El objetivo por el cual se redactó este Convenio fue con la finalidad que  Derechos del Niño se 
concreten, en particular que las adopciones internacionales “tengan como interés prioritario el 
respeto de los derechos fundamentales de los niños  que les son reconocidos por el derecho 
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internacional” (artículo 1.a); estableciendo para ello una serie de mecanismos de control y 
cooperación entre los estados de origen y de recepción o acogida de niños, niñas y adolescentes, 
por medio de las llamadas “autoridades centrales”, asumiendo que el proceso de adopción debe 
estar controlado por el Estado y de que de forma alguna puede ser un proceso de la naturaleza 
privada. 
 
2.1.1.2.24 Organizaciones Gubernamentales de protección al menor 
 Ministerio de Economía e Inclusión Social.- 
 
Tiene como misión establecer políticas de acción social en procura de mejorar la calidad y las 
condiciones de vida de la población pobre y vulnerable, especialmente en las comunidades y 
grupos humanos en los que se ha intensificado la situación de pobreza, para encaminarla dentro 
de una política de desarrollo humano, con capacidad de respuesta frente a efectos negativos de 
situaciones coyunturales 
 
Es la entidad que abarca la mayoría de instituciones a nivel nacional que se encargan de los 
menores, de las mujeres, de los ancianos, de los bomberos, en fin de todos los sectores 
marginales y vulnerables del sistema. A pesar de ser el Ministerio que preside el Frente Social, 
es uno de los Ministerios más pobres lo que imposibilita que esta instancia se constituya 
plenamente y fije un rumbo claro en el campo social. 
 
Actualmente cuenta con el SIPI que es el Sistema de Información para la Infancia, en el cual se 
ingresan todos los casos de niños, niñas y adolescentes que han sufrido algún tipo de maltrato y 
que son atendidos por varias instituciones que están financiadas por este Ministerio. Entre otras, 
las instituciones que se registran en el SIPI son las siguientes: Flora Pallota; Hogar juvenil No.1; 
TaliTakumi; Campi de Yoder; Hogar Buen Pastor; Laura Vicuña; Albergue la Dolorosa; 
Polidoro Arellano; Hogar de Tránsito Buen Pastor; San Vicente de Paúl; Hogar Juvenil Alberto 
Enríquez Gallo; Hogar Santa Lucía; Hogar del niño Inmaculada Roca. 
 
 Consejo Nacional de La Niñez yla Adolescencia 
De acuerdo al Código de la Niñez y Adolescencia vigente, es el organismo del Ministerio de 
Bienestar Social, encargado de diseñar las políticas y estrategias nacionales de protección y 
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rehabilitación de menores; verificar la vigencia de los derechos consagrados para los menores; 
adoptar medidas conducentes al mejoramiento de las condiciones legales, sociales e 
institucionales referentes a los menores de edad; y , forma el Plan General de Protección de 
Menores en coordinación con la Oficina de Planificación, ODEPLAN. Cabe destacar que esta 
última función central del mencionado organismo público nunca se ha cumplido, 
desconociéndose así la norma legal.  
 
Con la participación del Instituto Nacional del Niño y la Familia, INNFA; y, Operación Rescate 
Infantil, ORI; ciertamente la estructura y organización funcional del Consejo adquiere fortaleza 
y mayor representatividad; sin embargo es necesario todavía que se incorporen las 
representaciones de los Ministerio de Educación, Salud y Gobierno. 
 
 
 La Dirección de protección de menores.- 
Es una dependencia más del Ministerio de Bienestar Social que ejecuta las políticas del Consejo 
Nacional de la Niñez y Adolescencia y adquiere importantes funciones y responsabilidades; 
pero si se aprecia la capacidad actual técnica, operativa y financiera, simplemente es imposible 
que la Dirección desempeñe el rol asignado. 
 
De esta forma temas como el de los niños de la calle, maltrato y abuso sexual, tráfico de niños, 
explotación laboral continúan siendo temas marginales que no cuenta con una eficiente instancia 
pública que los asuma con responsabilidad. 
 
 El servicio judicial de menores.- 
 
Está integrado por la Corte Nacional de Menores, las Cortes Distritales, los Tribunales de 
Menores y más organismos determinados por el Código de la Niñez y Adolescencia. 
 
 La Dirección Nacional De Policía Especializada En Niños Niñas Y 
Adolescentes, Dinapen.- 
Es una Dirección de la Policía que fue creada con el aporte múltiples  instituciones 
gubernamentales y no gubernamentales y por la necesidad de que exista un organismo 
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especializado técnico-administrativo que gerencie con las más actualizadas tendencias, las 
acciones de prevención, intervención e investigación de los diferentes casos de la niñez y 
adolescencia; además que cubra este problema a nivel nacional, pues, la Brigada de menores 
que era una unidad de la Policía Judicial no podía hacer en vista que únicamente existía en 
Quito y Guayaquil; actualmente la DINAPEN es un organismo que en provincias como 
Pichincha, Tungurahua, Chimborazo, Esmeraldas, Sucumbíos, Imbabura, Guayas, El Oro, 
Azuay, Loja, Cotopaxi, garantiza que los derechos de los niños, niñas y adolescentes se respeten 
y se cumplan. La DINAPEN basa su misión en la adopción de medidas para prevenir acciones u 
omisiones atentatorias a la integridad física y psíquica de niños, niñas y adolescentes, a fin de 
garantizar la vigencia y el ejercicio pleno de sus derechos consagrados en la Constitución 




 Organizaciones no gubernamentales 
 El Instituto Nacional Del Niño Y La Familia, INNFA.- A pesar de ser financiado por 
el Gobierno Nacional se considera una organización Mixta. Estatutariamente el INNFA 
es una entidad con finalidad social y sin fines de lucro, está presidido por la esposa del 
Presidente de la República, en la actualidad preside la autoridad que designe el 
Gobierno que lo administra bajo el concepto de regionalización y descentralización. Su 
tarea es enfrentar el problema de la infancia y la familia, priorizando aquellos que se 
encuentran en situaciones de pobreza y alto riesgo y contribuir al mejoramiento de sus 
condiciones de vida. Efectivamente, de conformidad con el Plan Estratégico 2001-2005 
del INNFA, su misión “es proponer, apoyar y ejecutar soluciones innovadoras a los 
problemas de niños, adolescentes y familias ecuatorianas, en especial los grupos 
vulnerables y excluidos de derechos, con la participación de ellos y la 
corresponsabilidad del Estado, Gobiernos Seccionales, sociedad civil y 
comunidad.(INNFA, 2001) 
 
Actúa en forma autónoma y desconcentrada; orgánicamente cuenta con una estructura física y 
operativa, con personal especializado, motivado y comprometido con la institución. Se encarga 
de coordinar con otros organismos en la formulación de políticas de desarrollo para la niñez, 
adolescencia y familias ecuatorianas; lidera y promueve la conformación de redes sociales; se 
encarga de gestionar recursos nacionales y extranjeros; comparte sus modelos y metodologías 
de atención integral validados; rinde y exige cuentas. 
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 Defensa de los niños internacional -DNI- Ecuador.- Es una organización 
internacional sin fines de lucro, no política, apartidista, a religiosa, que trabaja en la 
promoción, defensa y difusión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. DNI-
Ecuador se rige por los principios y derechos establecidos en la declaración de los 
Derechos de los Niños de las Naciones Unidas; se establecen las características de la 
relación de la Institución con los niños, niñas, y adolescentes, a partir del análisis de la 
misión institucional, del estudio de los nuevos conceptos de orden y seguridad. Desde 
su formación ha desarrollado varias acciones encaminadas a la vigilancia de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. 
 
Una de esas acciones fue precisamente la firma de un convenio con la Policía Nacional del 
Ecuador para capacitar a los veinte y dos mil policías en Derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. 
 
En casos de maltrato infantil, tanto las Instituciones Gubernamentales como no gubernamentales 
utilizan una similar estrategia: toman la denuncia, realizan la investigación social, solo en el 
caso de la DINAPEN se realiza una investigación social y policial, luego se realiza un informe, 
que se lo eleva para establecer si se da seguimiento social o pasa al Juez de la Niñez y 
Adolescencia, Tribunal de Menores o Instituciones especializadas en los casos graves.  
 
En algunas Instituciones como el INNFA se da un apoyo psicológico; en las que no cuentan con 
este servicio tratan de asociar el caso a otra Institución que tenga este servicio como es el caso 
de la DINAPEN. 
 
2.1.1.3 Fundamentación legal 
2.1.1.3.1 Constitución de la República del Ecuador 
La Constitución de la República del Ecuador en la sección Quinta de Niñas, niños y 
adolescentes en  sus artículos 44, 45, 46, 47, 48:  
 
Niñas, niños y adolescentes  
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Art. 44.- El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el 
desarrollo integral  de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de 
sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán 
sobre los de las demás personas. Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su 
desarrollo integral, entendido como proceso de crecimiento, maduración y despliegue de 
su intelecto y de sus capacidades, potencialidades y aspiraciones, en un entorno 
familiar, escolar, social y comunitario de afectividad y seguridad.  
 
Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades sociales, afectivo-emocionales 
y culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y locales. (CRE, 2008) 
 
Art. 45.- Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes del ser 
humano, además de los específicos de su edad. El Estado reconocerá y garantizará la 
vida, incluido el cuidado y protección desde la concepción. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a la integridad física y psíquica; a su identidad, nombre y 
ciudadanía; a la salud integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y 
recreación; a la seguridad social; a tener una familia y disfrutar de la convivencia 
familiar y comunitaria; a la participación social; al respeto de su libertad y dignidad; a 
ser consultados en los asuntos que les afecten; a educarse de manera prioritaria en su 
idioma y en los contextos culturales propios de sus pueblos y nacionalidades; y a recibir 
información acerca de sus progenitores o familiares ausentes, salvo que fuera perjudicial  
para su bienestar. El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el 
funcionamiento libre de los consejos estudiantiles y demás formas asociativas. (CRE, 
2008) 
 
Art. 46.- El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las 
niñas, niños y adolescentes:  
 
1. Atención a menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y 
cuidado diario en un marco de protección integral de sus derechos.  
 
2. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. Se 
prohíbe el trabajo de menores de quince años, y se implementarán políticas de 
erradicación progresiva del trabajo infantil. El trabajo de las adolescentes y los 
adolescentes será excepcional, y no podrá conculcar su derecho a la educación ni 
realizarse en situaciones nocivas o peligrosas para su salud o su desarrollo personal. Se 
respetará, reconocerá y respaldará su trabajo y las demás actividades siempre que no 
atenten a su formación y a su desarrollo integral.  
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3. Atención preferente para la plena integración social de quienes tengan discapacidad. 
El Estado garantizará su incorporación en el sistema de educación regular y en la 
sociedad.  
 
4. Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de 
cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones.  
 
5. Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el consumo de bebidas 
alcohólicas y otras sustancias nocivas para su salud y desarrollo.  
 
6. Atención prioritaria en caso de desastres, conflictos armados y todo tipo de 
emergencias.  
 
7. Protección frente a la influencia de programas o mensajes, difundidos a través de 
cualquier medio, que promuevan la violencia, o la discriminación racial o de género. 
Las políticas públicas de comunicación priorizarán su educación y el respeto a sus 
derechos de imagen, integridad y los demás específicos de su edad. Se establecerán 
limitaciones y sanciones para hacer efectivos estos derechos.  
 
8. Protección y asistencia especiales cuando la progenitora o el progenitor, o ambos, se 
encuentran privados de su libertad.  
 
9. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades crónicas o 
degenerativas. 
Sección sexta  
Personas con discapacidad (CRE, 2008) 
 
Art. 47.- El Estado garantizará políticas de prevención de las discapacidades y, de 
manera  conjunta con la sociedad y la familia, procurará la equiparación de 
oportunidades para las  personas con discapacidad y su integración social. Se reconoce a 
las personas con discapacidad,  los derechos a:  
 
1. La atención especializada en las entidades públicas y privadas que presten servicios 
de salud  para sus necesidades específicas, que incluirá la provisión de medicamentos de 
forma gratuita, en  particular para aquellas personas que requieran tratamiento de por 
vida.  
 
2. La rehabilitación integral y la asistencia permanente, que incluirán las 
correspondientes  ayudas técnicas.  
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3. Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y espectáculos.  
 
4. Exenciones en el régimen tributarlo.  
 
5. El trabajo en condiciones de igualdad de oportunidades, que fomente sus capacidades 
y  potencialidades, a través de políticas que permitan su incorporación en entidades 
públicas y  privadas.  
 
6. Una vivienda adecuada, con facilidades de acceso y condiciones necesarias para 
atender su  discapacidad y para procurar el mayor grado de autonomía en su vida 
cotidiana. Las personas  con discapacidad que no puedan ser atendidas por sus 
familiares durante el día, o que no tengan  donde residir de forma permanente, 
dispondrán de centros de acogida para su albergue.  
7. Una educación que desarrolle sus potencialidades y habilidades para su integración y  
participación en igualdad de condiciones. Se garantizará su educación dentro de la 
educación  regular. Los planteles regulares incorporarán trato diferenciado y los de 
atención especial la  educación especializada. Los establecimientos educativos 
cumplirán normas de accesibilidad  para personas con discapacidad e implementarán un 
sistema de becas que responda a las  condiciones económicas de este grupo.  
 
8. La educación especializada para las personas con discapacidad intelectual y el 
fomento de sus  capacidades mediante la creación de centros educativos y programas de 
enseñanza específicos.  
9. La atención psicológica gratuita para las personas con discapacidad y sus familias, en  
particular en caso de discapacidad intelectual.  
 
10. El acceso de manera adecuada a todos los bienes y servicios. Se eliminarán las 
barreras  arquitectónicas.  
 
11. El acceso a mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación, entre ellos 
el  lenguaje de señas para personas sordas, el oralismo y el sistema braille.  
Art. 48.- El Estado adoptará a favor de las personas con discapacidad medidas que 
aseguren:  
 
1. La inclusión social, mediante planes y programas estatales y privados coordinados, 
que  fomenten su participación política, social, cultural, educativa y económica.  
 
2. La obtención de créditos y rebajas o exoneraciones tributarias que les permita iniciar 
y  mantener actividades productivas, y la obtención de becas de estudio en todos los 
niveles de  educación.  
103 
 
3. El desarrollo de programas y políticas dirigidas a fomentar su esparcimiento y 
descanso.  
 
4. La participación política, que asegurará su representación, de acuerdo con la ley.  
 
5. El establecimiento de programas especializados para la atención integral de las 
personas con  discapacidad severa y profunda, con el fin de alcanzar el máximo 
desarrollo de su personalidad, el fomento de su autonomía y la disminución de la 
dependencia.  
 
6. El incentivo y apoyo para proyectos productivos a favor de los familiares de las 
personas con  discapacidad severa.  
 
7. La garantía del pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. La 
ley  sancionará el abandono de estas personas, y los actos que incurran en cualquier 
forma de abuso,  trato inhumano o degradante y discriminación por razón de la 
discapacidad. (CRE, 2008) 
 
Art. 49.- Las personas y las familias que cuiden a personas con discapacidad que 
requieran  atención permanente serán cubiertas por la Seguridad Social y recibirán 
capacitación periódica para mejorar la calidad de la atención.(CRE, 2008) 
 
2.1.1.3.2 La Declaración de Naciones Unidas 
 (Proclamada por la Asamblea General de Naciones Unidas de 20 de noviembre de 1959) 
 
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los 
derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y su 
determinación de promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto 
más amplio de la libertad. 
 
Considerando que las Naciones Unidas han proclamado en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ella, 
sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, opinión política o de cualquiera otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 
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Considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado 
especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento. 
 
Considerando que la necesidad de esa protección especial ha sido enunciada en la Declaración 
de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y reconocida en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y en los convenios constitutivos de los organismos especializados y de las 
organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño.(Declaración de las 
Nacionees Unidas, 1959). 
 
2.1.1.3.3 El Código de la Niñez y Adolescencia 
En el código de la Niñez y adolescencia en sus artículos 20 y siguientes manifiesta sobre los 
siguientes derechos. 
Derechos de supervivencia  
Art. 20.- Derecho a la vida.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la vida 
desde su concepción. Es obligación del Estado, la sociedad y la familia asegurar por 
todos los medios a su  alcance, su supervivencia y desarrollo.  
Se prohíben los experimentos y manipulaciones médicas y genéticas desde la 
fecundación del  óvulo hasta el nacimiento de niños, niñas y adolescentes; y la 
utilización de cualquier técnica o práctica  que ponga en peligro su vida o afecte su 
integridad o desarrollo integral. (CNA, 2010) 
Art. 21.- Derecho a conocer a los progenitores y mantener relaciones con ellos.- Los 
niños,  niñas y adolescentes tienen derecho a conocer a su padre y madre, a ser cuidados 
por ellos y a  mantener relaciones afectivas permanentes, personales y regulares con 
ambos progenitores y demás  parientes, especialmente cuando se encuentran separados 
por cualquier circunstancia, salvo que la  convivencia o relación afecten sus derechos y 
garantías.  
No se les privará de este derecho por falta o escasez de recursos económicos de sus  
progenitores.  
En los casos de desconocimiento del paradero del padre, de la madre, o de ambos, el 
Estado,  los parientes y demás personas que tengan información sobre aquél, deberán 
proporcionarla y ofrecer  las facilidades para localizarlos. (CNA, 2010) 
 Art. 22.- Derecho a tener una familia y a la convivencia familiar.- Los niños, niñas y 
adolescentes  tienen derecho a vivir y desarrollarse en su familia biológica. El Estado, la 
sociedad y la familia deben  adoptar prioritariamente medidas apropiadas que permitan 
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su permanencia en dicha familia.  
Excepcionalmente, cuando aquello sea imposible o contrario a su interés superior, los 
niños,  niñas y adolescentes tienen derecho a otra familia, de conformidad con la ley.  
En todos los casos, la familia debe proporcionarles un clima de afecto y comprensión 
que  permita el respeto de sus derechos y su desarrollo integral.   
El acogimiento institucional, el internamiento preventivo, la privación de libertad o 
cualquier otra solución que los distraiga del medio familiar, debe aplicarse como última 
y excepcional medida. (CNA, 2010) 
Art. 23.- Protección prenatal.- Se sustituirá la aplicación de penas y medidas privativas 
de  libertad a la mujer embarazada hasta noventa días después del parto, debiendo el 
Juez disponer las  medidas cautelares que sean del caso.  
 El Juez podrá ampliar este plazo en el caso de madres de hijos con discapacidad grave 
y  calificada por el organismo pertinente, por todo el tiempo que sea menester, según las 
necesidades del  niño o niña.  
El responsable de la aplicación de esta norma que viole esta prohibición o permita que 
otro la  contravenga, será sancionado en la forma prevista en este Código. (CNA, 2010) 
Art. 24.- Derecho a la lactancia materna.- Los niños y niñas tienen derecho a la lactancia  
materna para asegurarle el vínculo afectivo con su madre, adecuada nutrición, 
crecimiento y desarrollo.  
 Es obligación de los establecimientos de salud públicos y privados desarrollar 
programas de  estimulación de la lactancia materna. (CNA, 2010) 
 Art. 25.- Atención al embarazo y al parto.- El poder público y las instituciones de salud 
y  asistencia a niños, niñas y adolescentes crearán las condiciones adecuadas para la 
atención durante el  embarazo y el parto, a favor de la madre y del niño o niña, 
especialmente tratándose de madres  adolescentes y de niños o niñas con peso inferior a 
dos mil quinientos gramos. (CNA, 2010) 
 Art. 26.- Derecho a una vida digna.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
una vida  digna, que les permita disfrutar de las condiciones socioeconómicas necesarias 
para su desarrollo  integral.  
 Este derecho incluye aquellas prestaciones que aseguren una alimentación nutritiva, 
equilibrada  y suficiente, recreación y juego, acceso a los servicios de salud, a educación 
de calidad, vestuario  adecuado, vivienda segura, higiénica y dotada de los servicios 
básicos.  
 Para el caso de los niños, niñas y adolescentes con discapacidades, el Estado y las 
instituciones  que las atienden deberán garantizar las condiciones, ayudas técnicas y 
eliminación de barreras  arquitectónicas para la comunicación y transporte. (CNA, 
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Art. 27.- Derecho a la salud.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a disfrutar 
del más  alto nivel de salud física, mental, psicológica y sexual.  
 El derecho a la salud de los niños, niñas y adolescentes comprende:  
1. Acceso gratuito a los programas y acciones de salud públicos, a una nutrición 
adecuada y a  un medio ambiente saludable;  
 2. Acceso permanente e ininterrumpido a los servicios de salud públicos, para la 
prevención,  tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los 
servicios de salud públicos son  gratuitos para los niños, niñas y adolescentes que los 
necesiten;  
 3. Acceso a medicina gratuita para los niños, niñas y adolescentes que las necesiten;  
 4. Acceso inmediato y eficaz a los servicios médicos de emergencia, públicos y 
privados;  
 5. Información sobre su estado de salud, de acuerdo al nivel evolutivo del niño, niña o  
adolescente;  
 6. Información y educación sobre los principios básicos de prevención en materia de 
salud,  saneamiento ambiental, primeros auxilios;  
 7. Atención con procedimientos y recursos de las medicinas alternativas y 
tradicionales;  
 8. El vivir y desarrollarse en un ambiente estable y afectivo que les permitan un 
adecuado  desarrollo emocional;  
 9. El acceso a servicios que fortalezcan el vínculo afectivo entre el niño o niña y su 
madre y padre; y, 
 10. El derecho de las madres a recibir atención sanitaria prenatal y postnatal 
apropiadas.  
 Se prohíbe la venta de estupefacientes, substancias psicotrópicas y otras que puedan 
producir  adicción, bebidas alcohólicas, pegamentos industriales, tabaco, armas de fuego 
y explosivos de  cualquier clase, a niños, niñas y adolescentes. (CNA, 2010) 
 Art. 28.- Responsabilidad del Estado en relación a este derecho a la salud.- Son 
obligaciones del  Estado, que se cumplirán a través del Ministerio de Salud:  
 1. Elaborar y poner en ejecución las políticas, planes y programas que favorezcan el 
goce del  derecho contemplado en el artículo anterior;  
 2. Fomentar las iniciativas necesarias para ampliar la cobertura y calidad de los 
servicios de  salud, particularmente la atención primaria de salud; y adoptará las 
medidas apropiadas para combatir la  mortalidad materno infantil, la desnutrición 
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infantil y las enfermedades que afectan a la población infantil;  
 3. Promover la acción interdisciplinaria en el estudio y diagnóstico temprano de los 
retardos del  desarrollo, para que reciban el tratamiento y estimulación oportunos;  
 4. Garantizar la provisión de medicina gratuita para niños, niñas y adolescentes;  
 5. Controlar la aplicación del esquema completo de vacunación;  
 6. Desarrollar programas de educación dirigidos a los progenitores y demás personas a 
cargo  del cuidado de los niños, niñas y adolescentes, para brindarles instrucción en los 
principios básicos de  su salud y nutrición, y en las ventajas de la higiene y saneamiento 
ambiental; y,  
 7. Organizar servicios de atención específica para niños, niñas y adolescentes con  
discapacidades físicas, mentales o sensoriales. (CNA, 2010) 
Art. 29.- Obligaciones de los progenitores.- Corresponde a los progenitores y demás 
personas  encargadas del cuidado de los niños, niñas y adolescentes, brindar la atención 
de salud que esté a su  alcance y asegurar el cumplimiento de las prescripciones, 
controles y disposiciones médicas y de  salubridad. (CNA, 2010) 
 Art. 30.- Obligaciones de los establecimientos de salud.- Los establecimientos de salud, 
públicos  y privados, cualquiera sea su nivel, están obligados a:  
 1. Prestar los servicios médicos de emergencia a todo niño, niña y adolescente que los  
requieran, sin exigir pagos anticipados ni garantías de ninguna naturaleza. No se podrá 
negar esta  atención a pretexto de la ausencia del representante legal, la carencia de 
recursos económicos, la falta  de cupo, la causa u origen de la emergencia u otra 
circunstancia similar;  
 2. Informar sobre el estado de salud del niño, niña o adolescente, a sus progenitores o  
representantes;  
 3. Mantener registros individuales en los que conste la atención y seguimiento del 
embarazo, el  parto y el puerperio; y registros actualizados de los datos personales, 
domicilio permanente y referencias  familiares de la madre;  
 4. Identificar a los recién nacidos inmediatamente después del parto, mediante el 
registro de sus  impresiones dactilar y plantar y los nombres, apellidos, edad e 
impresión dactilar de la madre; y expedir  el certificado legal correspondiente para su 
inscripción inmediata en el Registro Civil;  
 5. Informar oportunamente a los progenitores sobre los requisitos y procedimientos 
legales para  la inscripción del niño o niña en el Registro Civil;  
 6. Garantizar la permanencia segura del recién nacido junto a su madre, hasta que 
ambos se  encuentren en condiciones de salud que les permitan subsistir sin peligro 
fuera del establecimiento;  
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 7. Diagnosticar y hacer un seguimiento médico a los niños y niñas que nazcan con 
problemas  patológicos o discapacidades de cualquier tipo;  
 8. Informar oportunamente a los progenitores sobre los cuidados ordinarios y especiales 
que  deben brindar al recién nacida, especialmente a los niños y niñas a quienes se haya 
detectado alguna  discapacidad;  
 9. Incentivar que el niño o niña sea alimentado a través de la lactancia materna, por lo 
menos  hasta el primer año de vida;  
 10. Proporcionar un trato de calidez y calidad compatibles con la dignidad del niño, 
niña y  adolescente;  11. Informar inmediatamente a las autoridades y organismos 
competentes los casos de niños o niñas y adolescentes con indicios de maltrato o abuso 
sexual; y aquellos en los que se desconozca la identidad o el domicilio de los 
progenitores;  
 12. Recoger y conservar los elementos de prueba de maltrato o abuso sexual; y,  
 13. Informar a las autoridades competentes cuando nazcan niños con discapacidad 
evidente. (CNA, 2010) 
 Art. 31.- Derecho a la seguridad social.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho 
a la  seguridad social. Este derecho consiste en el acceso efectivo a las prestaciones y 
beneficios generales  del sistema, de conformidad con la ley. (CNA, 2010) 
Art. 32.- Derecho a un medio ambiente sano.- Todo los niños, niñas y adolescentes 
tienen  derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado y libre de 
contaminación, que garantice  su salud, seguridad alimentaria y desarrollo integral.  
El Gobierno Central y los gobiernos seccionales establecerán políticas claras y precisas 
para la  conservación del medio ambiente y el ecosistema. (CNA, 2010) 
 Derechos relacionados con el desarrollo  
  Art. 33.- Derecho a la identidad.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la 
identidad y  a los elementos que la constituyen, especialmente el nombre, la 
nacionalidad y sus relaciones de familia,  de conformidad con la ley.  
 Es obligación del Estado preservar la identidad de los niños; niñas y adolescentes y 
sancionar a  los responsables de la alteración, sustitución o privación de este derecho. 
(CNA, 2010) 
 Art. 34.- Derecho a la identidad cultural.- Los niños, niñas y adolescentes tienen 
derecho a  conservar, desarrollar, fortalecer y recuperar su identidad y valores 
espirituales, culturales, religiosos,  lingüísticos, políticos y sociales y a ser protegidos 
contra cualquier tipo de interferencia que tenga por  objeto sustituir, alterar o disminuir 
estos valores. (CNA, 2010) 
 Art. 35.- Derecho a la identificación.- Los niños y niñas tienen derecho a ser inscritos  
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inmediatamente después del nacimiento, con los apellidos paterno y materno que les 
correspondan. El  Estado garantizará el derecho a la identidad y a la identificación 
mediante un servicio de Registro Civil  con procedimientos ágiles, gratuitos y sencillos 
para la obtención de los documentos de identidad. (CNA, 2010) 
 Art. 36.- Normas para la identificación.- En la certificación de nacido vivo, que deberá 
ser emitida  bajo la responsabilidad del centro o institución de salud pública o privada 
que atendió el nacimiento,  constará la identificación dactilar de la madre y la 
identificación plantar del niño o niña recién nacido o  nacida. En casos de inscripción 
tardía se deberá registrar en la ficha respectiva la identificación dactilar  del niño, niña o 
adolescente.  
Cuando se desconozca la identidad de uno de los progenitores, el niño, niña o 
adolescente  llevará los apellidos del progenitor que lo inscribe, sin perjuicio del 
derecho a obtener el reconocimiento  legal del otro progenitor.  
 Si se desconoce la identidad o domicilio de ambos progenitores, el niño, niña o 
adolescente se  inscribirá por orden judicial o administrativa, con dos nombres y dos 
apellidos de uso común en el país.  
Se respetará el nombre con el cual ha sido conocido y se tomará en cuenta su opinión 
cuando sea  posible. La inscripción podrá ser solicitada por la persona encargada del 
programa de protección a cargo  del niño o niña o por la Junta de Protección de 
Derechos. Practicada la inscripción, el Jefe Cantonal del  Registro Civil pondrá el caso 
en conocimiento de la Defensoría del Pueblo de la jurisdicción  correspondiente, para 
que inicie las gestiones extrajudiciales tendientes al esclarecimiento de la filiación  del 
niño o niña y posterior reconocimiento voluntario o entable la acción para que sea 
declarada  judicialmente.  
 Comprobada y resuelta por la autoridad judicial o administrativa competente la 
sustitución, confusión o privación de identidad o de alguno de sus elementos, el 
Registro Civil iniciará de inmediato  los procedimientos idóneos para restablecerla sin 
costo alguno para el afectado.  
 Los niños y niñas de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas del país, 
tienen el  derecho a ser inscritos con nombres propios del respectivo idioma. Las 
autoridades del Registro Civil  tienen la obligación de inscribir estos nombres sin 
ningún tipo de limitación u objeción.  
 Art. 37.- Derecho a la educación.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a una  
educación de calidad. Este derecho demanda de un sistema educativo que:  
 1. Garantice el acceso y permanencia de todo niño y niña a la educación básica, así 
como del  adolescente hasta el bachillerato o su equivalente;  
 2. Respete las culturas y especificidades de cada región y lugar;  
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 3. Contemple propuestas educacionales flexibles y alternativas para atender las 
necesidades de  todos los niños, niñas y adolescentes, con prioridad de quienes tienen 
discapacidad, trabajan o viven  una situación que requiera mayores oportunidades para 
aprender;  
 4. Garantice que los niños, niñas y adolescentes cuenten con docentes, materiales 
didácticos,  laboratorios, locales, instalaciones y recursos adecuados y gocen de un 
ambiente favorable para el  aprendizaje. Este derecho incluye el acceso efectivo a la 
educación inicial de cero a cinco años, y por lo  tanto se desarrollarán programas y 
proyectos flexibles y abiertos, adecuados a las necesidades  culturales de los educandos; 
y,  
 5. Que respete las convicciones éticas, morales y religiosas de los padres y de los 
mismos  niños, niñas y adolescentes.  
 
 La educación pública es laica en todos sus niveles, obligatoria hasta el décimo año de  
educación básica y gratuita hasta el bachillerato o su equivalencia.  
 El Estado y los organismos pertinentes asegurarán que los planteles educativos 
ofrezcan  servicios con equidad, calidad y oportunidad y que se garantice también el 
derecho de los progenitores a  elegir la educación que más convenga a sus hijos y a sus 
hijas. (CNA, 2010) 
  Art. 38.- Objetivos de los programas de educación.- La educación básica y media 
asegurarán  los conocimientos, valores y actitudes indispensables para:  
  a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño, 
niña y  adolescente hasta su máximo potencial, en un entorno lúdico y afectivo;  
 b) Promover y practicar la paz, el respeto a los derechos humanos y libertades 
fundamentales,  la no discriminación, la tolerancia, la valoración de las diversidades, la 
participación, el diálogo, la autonomía y la cooperación;  
 c) Ejercitar, defender, promover y difundir los derechos de la niñez y adolescencia;  
 d) Prepararlo para ejercer una ciudadanía responsable, en una sociedad libre, 
democrática y solidaria;  
 e) Orientarlo sobre la función y responsabilidad de la familia, la equidad de sus 
relaciones internas, la paternidad y maternidad responsable y la conservación de la 
salud;  
 f) Fortalecer el respeto a sus progenitores y maestros, a su propia identidad cultural, su 
idioma,  sus valores, a los valores nacionales y a los de otros pueblos y culturas;  
 g) Desarrollar un pensamiento autónomo, crítico y creativo;  
 h) La capacitación para un trabajo productivo y para el manejo de conocimientos 
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científicos y  técnicos; e,  
 i) El respeto al medio ambiente. (CNA, 2010) 
Art. 39.- Derechos y deberes de los progenitores con relación al derecho a la 
educación.- Son  derechos y deberes de los progenitores y demás responsables de los 
niños, niñas y adolescentes:  
 1. Matricularlos en los planteles educativos;  
 2. Seleccionar para sus hijos una educación acorde a sus principios y creencias;  
 3. Participar activamente en el desarrollo de los procesos educativos;  
 4. Controlar la asistencia de sus hijos, hijas o representados a los planteles educativos;   
5. Participar activamente para mejorar la calidad de la educación;  
 6. Asegurar el máximo aprovechamiento de los medios educativos que les proporciona 
el 
Estado y la sociedad;  
 7. Vigilar el respeto de los derechos de sus hijos, hijas o representados en los planteles  
educacionales; y,  
 8. Denunciar las violaciones a esos derechos, de que tengan conocimiento. (CNA, 
2010) 
Art. 40.- Medidas disciplinarias.- La práctica docente y la disciplina en los planteles 
educativos  respetarán los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes; 
excluirán toda forma de abuso, maltrato y desvalorización, por tanto, cualquier forma de 
castigo cruel, inhumano y degradante. (CNA, 2010) 
 Art. 41.- Sanciones prohibidas.- Se prohíbe a los establecimientos educativos la 
aplicación de:  
  1. Sanciones corporales;  
 2. Sanciones psicológicas atentatorias a la dignidad de los niños, niñas y adolescentes;  
 3. Se prohíben las sanciones colectivas; y,  
 4. Medidas que impliquen exclusión o discriminación por causa de una condición 
personal del  estudiante, de sus progenitores, representantes legales o de quienes lo 
tengan bajo su cuidado. Se incluyen en esta prohibición las medidas discriminatorias 
por causa deembarazo o maternidad de una adolescente. A ningún niño, niña o 
adolescente se le podrá negar la matrícula o expulsar debido a la condición de sus 
padres.  
 En todo procedimiento orientado a establecer la responsabilidad de un niño, niña o 
adolescente  por un acto de indisciplina en un plantel educativo, se garantizará el 
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derecho a la defensa del estudiante y de sus progenitores o representantes.  
 Cualquier forma de atentado sexual en los planteles educativos será puesto en 
conocimiento del  Agente Fiscal competente, para los efectos de la ley, sin perjuicio de 
las investigaciones y sanciones de orden administrativo que correspondan en el ámbito 
educativo. (CNA, 2010) 
 Art. 42.- Derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad.- 
Los  niños, niñas y adolescentes con discapacidades tienen derecho a la inclusión en el 
sistema educativo, en la medida de su nivel de discapacidad. Todas las unidades 
educativas están obligadas a recibirlos y a crear los apoyos y adaptaciones físicas, 
pedagógicas, de evaluación y promoción adecuadas a sus necesidades. (CNA, 2010) 
Art. 43.- Derecho a la vida cultural.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
participar  libremente en todas las expresiones de la vida cultural.  
En el ejercicio de este derecho pueden acceder a cualquier espectáculo público que haya 
sido  calificado como adecuado para su edad, por la autoridad competente.  
 
 Es obligación del Estado y los gobiernos seccionales impulsar actividades culturales, 
artísticas y  deportivas a las cuales tengan acceso los niños, niñas y adolescentes. (CNA, 
2010) 
 Art. 44.- Derechos culturales de los pueblos indígenas y negros o afroecuatorianos.- 
Todo  programa de atención y cuidado a los niños, niñas y adolescentes de las 
nacionalidades y pueblos indígenas, negros o afroecuatorianos, deberá respetar la 
cosmovisión, realidad cultural y conocimientos de su respectiva nacionalidad o pueblo y 
tener en cuenta sus necesidades específicas, de conformidad con la Constitución y la 
ley.  
  Las entidades de atención, públicas y privadas, que brinden servicios a dichos niños, 
niñas y  adolescentes, deberán coordinar sus actividades con las correspondientes 
entidades de esas nacionalidades o pueblos. (CNA, 2010) 
 Art. 45.- Derecho a la información.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
buscar y  escoger información; y a utilizar los diferentes medios y fuentes de 
comunicación, con las limitaciones establecidas en la ley y aquellas que se derivan del 
ejercicio de la patria potestad.   
Es deber del Estado, la sociedad y la familia, asegurar que la niñez y adolescencia 
reciban unainformación adecuada, veraz y pluralista; y proporcionarles orientación y 
una educación crítica que les permita ejercitar apropiadamente los derechos señalados 
en el inciso anterior. (CNA, 2010) 
  Art. 46.- Prohibiciones relativas al derecho a la información.- Se prohíbe:  
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  1. La circulación de publicaciones, videos y grabaciones dirigidos y destinados a la 
niñez y  adolescencia, que contengan imágenes, textos o mensajes inadecuados para su 
desarrollo; y cualquier forma de acceso de niños, niñas y adolescentes a estos medios;  
 2. La difusión de información inadecuada para niños, niñas y adolescentes en horarios 
de franja  familiar, ni en publicaciones dirigidas a la familia y a los niños, niñas y 
adolescentes; y,  
 3. La circulación de cualquier producto destinado a niños, niñas y adolescentes, con 
envoltorios  que contengan imágenes, textos o mensajes inadecuados para su desarrollo.  
 Estas prohibiciones se aplican a los medios, sistemas de comunicación, empresas de 
publicidad y programas.  
  Art. 47.- Garantías de acceso a una información adecuada.- Para garantizar el derecho 
a la información adecuada, de que trata el artículo anterior, el Estado deberá:  
  a) Requerir a los medios de comunicación social, la difusión de información y 
materiales de  interés social y cultural para niños, niñas y adolescentes;  
 b) Exigirles que proporcionen, en forma gratuita, espacios destinados a programas del 
Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia;  
 c) Promover la producción y difusión de literatura infantil y juvenil;  
 d) Requerir a los medios de comunicación la producción y difusión de programas 
acordes con  las necesidades lingüísticas de niños, niñas y adolescentes pertenecientes a 
los diversos grupos étnicos;  
 e) Impedir la difusión de información inadecuada para niños, niñas y adolescentes en 
horarios  de franja familiar, ni en publicaciones dirigidas a la familia y a los niños, niñas 
y adolescentes;  
 f) Sancionar de acuerdo a lo previsto en esta Ley, a las personas que faciliten a los 
menores: libros, escritos, afiches, propaganda, videos o cualquier otro medio auditivo 
y/o visual que hagan apología de la violencia o el delito, que tengan imágenes o 
contenidos pornográficos o que perjudiquen la formación del menor; y,  
 g) Exigir a los medios de comunicación audiovisual que anuncien con la debida 
anticipación y suficiente notoriedad, la naturaleza de la información y programas que 
presentan y la clasificación de la edad para su audiencia. (CNA, 2010) 
 Se consideran inadecuados para el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes los 
textos, imágenes, mensajes y programas que inciten a la violencia, exploten el miedo o 
aprovechen la falta de madurez de los niños, niñas y adolescentes para inducirlos a 
comportamientos perjudiciales o peligrosos para su salud y seguridad personal y todo 
cuanto atente a la moral o el pudor.  
En cualquier caso, la aplicación de medidas o decisiones relacionadas con esta garantía, 
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deberán observar fielmente las disposiciones del Reglamento para el Control de la 
Discrecionalidad de los Actos de la Administración Pública, expedido por el Presidente 
de la República. (CNA, 2010) 
 Art. 48.- Derecho a la recreación y al descanso.- Los niños, niñas y adolescentes tienen 
derecho a la recreación, al descanso, al juego, al deporte y más actividades propias de 
cada etapa evolutiva.  
 Es obligación del Estado y de los gobiernos seccionales promocionar e inculcar en la 
niñez y adolescencia, la práctica de juegos tradicionales; crear y mantener espacios e 
instalaciones seguras y accesibles, programas y espectáculos públicos adecuados, 
seguros y gratuitos para el ejercicio de este derecho.  
  Los establecimientos educativos deberán contar con áreas deportivas, recreativas, 
artísticas y culturales, y destinar los recursos presupuestarios suficientes para desarrollar 
estas actividades.  
El Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia dictará regulaciones sobre programas 
yespectáculos públicos, comercialización y uso de juegos y programas computarizados, 
electrónicos o deotro tipo, con el objeto de asegurar que no afecten al desarrollo integral 
de los niños, niñas y adolescentes.  
Art. 49.- Normas sobre el acceso a espectáculos públicos.- Se prohíbe el ingreso de 
niños, niñas y adolescentes a los espectáculos que hayan sido calificados como 
inconvenientes para su edad.  
 Los espectáculos públicos adecuados para la niñez y adolescencia gozarán de un 
régimen especial respecto de los impuestos y contribuciones fiscales y municipales, que 
se reglamentará por las autoridades respectivas. Si se han organizado exclusivamente en 
beneficio de los establecimientos de protección, gozarán de exoneración de impuestos.  
 En los espectáculos a que se refiere el artículo anterior, serán admitidos en forma 
gratuita y obligatoria los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a establecimientos 
de protección.  
 Las empresas responsables de los espectáculos deberán ofrecer las seguridades 
necesarias y garantizar las medidas en caso de accidente.  
 Derechos de protección  
Art. 50.- Derecho a la integridad personal.- Los niños, niñas y adolescentes tienen 
derecho a que se respete su integridad personal, física, psicológica, cultural, afectiva y 
sexual. No podrán ser sometidos a torturas, tratos crueles y degradantes.  
 Art. 51.- Derecho a la libertad personal, dignidad, reputación, honor e imagen.- Los 
niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que se respete:  
  a) Su libertad, sin más limitaciones que las establecidas en la ley. Los progenitores y 
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responsables de sus cuidados los orientarán en el ejercicio de este derecho; y,  
 b) Su dignidad, autoestima, honra, reputación e imagen propia. Deberá 
proporcionárseles relaciones de calidez y buen trato fundamentadas en el 
reconocimiento de su dignidad y el respeto a las diferencias. (CNA, 2010) 
 Art. 52.- Prohibiciones relacionadas con el derecho a la dignidad e imagen. Se prohíbe:  
  1. La participación de niños, niñas y adolescentes en programas, mensajes 
publicitarios, en producciones de contenido pornográfico y en espectáculos cuyos 
contenidos sean inadecuados para su edad;  
 2. La utilización de niños y niñas o adolescentes en programas o espectáculos de 
proselitismo político o religioso;  
 3. La publicación o exhibición de noticias, reportajes, crónicas, historias de vida o 
cualquiera otra expresión periodística con imagen o nombres propios de niños, niñas o 
adolescentes que han sido víctimas de maltrato o abuso;  
 4. La publicación o exhibición de imágenes y grabaciones o referencias escritas que 
permitan la identificación o individualización de un niño, niña o adolescente que ha sido 
víctima de maltrato, abuso sexual o infracción penal, y cualquier otra referencia al 
entorno en el que se desarrollan; y,  
 5. La publicación del nombre, así como de la imagen de los menores acusados o 
sentenciados  por delitos o faltas.  
 Aun en los casos permitidos por la ley, no se podrá utilizar públicamente la imagen de 
un adolescente mayor de quince años, sin su autorización expresa; ni la de un niño, niña 
o adolescente menor de dicha edad, sin la autorización de su representante legal, quien 
sólo la dará si no lesiona los derechos de su representado. (CNA, 2010) 
 Art. 53.- Derecho a la privacidad y a la inviolabilidad del hogar y las formas de 
comunicación.-  Sin perjuicio de la natural vigilancia de los padres y maestros, los 
niños, niñas y adolescentes tienen derecho a que se respete la intimidad de su vida 
privada y familiar; y la privacidad e inviolabilidad de sudomicilio, correspondencia y 
comunicaciones telefónicas y electrónicas, de conformidad con la ley. 
Se prohíbe las injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada. (CNA, 2010) 
Art. 54.- Derecho a la reserva de la información sobre antecedentes penales.- Los 
adolescentes  que hayan sido investigados, sometidos a proceso, privados de su libertad 
o a quienes se haya aplicado una medida socio-educativa, con motivo de una infracción 
penal, tienen derecho a que no se hagan públicos sus antecedentes policiales o judiciales 
y a que se respete la reserva de la información procesal en la forma dispuesta en esta 
Ley, a menos que el Juez competente lo autorice en resolución motivada, en la que se 
expongan con claridad y precisión las circunstancias que justifican hacer pública la 
información. (CNA, 2010) 
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 Art. 55.- Derecho de los niños, niñas y adolescentes con discapacidades o necesidades  
especiales.- Además de los derechos y garantías generales que la ley contempla a favor 
de los niños, niñas y adolescentes, aquellos que tengan alguna discapacidad o necesidad 
especial gozarán de los derechos que sean necesarios para el desarrollo integral de su 
personalidad hasta el máximo de sus potencialidades y para el disfrute de una vida 
plena, digna y dotada de la mayor autonomía posible, de modo que puedan participar 
activamente en la sociedad, de acuerdo a su condición. (CNA, 2010) 
Tendrán también el derecho a ser informados sobre las causas, consecuencias y 
pronóstico de  su discapacidad y sobre los derechos que les asisten.  
 El Estado asegurará el ejercicio de estos derechos mediante su acceso efectivo a la 
educación  y a la capacitación que requieren; y la prestación de servicios de 
estimulación temprana, rehabilitación, preparación para la actividad laboral, 
esparcimiento y otras necesarias, que serán gratuitos para los niños, niñas y adolescentes 
cuyos progenitores o responsables de su cuidado no estén en condiciones de pagarlos.  
 Art. 56.- Derecho de los hijos de las personas privadas de libertad.- Los niños; niñas y  
adolescentes que no gocen de su medio familiar por encontrarse uno o ambos 
progenitores privados de su libertad, deberán recibir protección y asistencia especiales 
del Estado, fuera de los centros de rehabilitación, mediante modalidades de atención que 
aseguren su derecho a la convivencia familiar y comunitaria y a las relaciones 
personales directas y regulares con sus progenitores. (CNA, 2010) 
  Art. 57.- Derecho a protección especial en casos de desastres y conflictos armados.- 
Los niños,  niñas y adolescentes tienen derecho a protección especial en casos de 
desastres naturales y de conflictos armados internos o internacionales. Esta protección 
se expresará, entre otras medidas, en la provisión prioritaria de medios de evacuación de 
las zonas afectadas, alojamiento, alimentación, atención médica y medicinas.  
 El Estado garantiza el respeto irrestricto de las normas del derecho internacional 
humanitario en  favor de los niños, niñas y adolescentes a los que se refiere este 
artículo; y asegurará los recursos, medios y mecanismos para que se reintegren a la vida 
social con la plenitud de sus derechos y deberes.  
 Se prohíbe reclutar o permitir la participación directa de niños, niñas y adolescentes en 
hostilidades armadas internas e internacionales. (CNA, 2010) 
Art. 58.- Derecho de los niños, niñas y adolescentes refugiados.- Los niños, niñas y  
adolescentes que soliciten o a quienes se les haya concedido el estatuto de refugiado, 
tienen derecho a recibir protección humanitaria y la asistencia necesaria para el pleno 
disfrute de sus derechos. El mismo derecho asiste a sus progenitores y a las personas 
encargadas de su cuidado. (CNA, 2010) 
Derechos de participación  
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Art. 59.- Derecho a la libertad de expresión.- Los niños, niñas y adolescentes tienen 
derecho a  expresarse libremente, a buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
todo tipo, oralmente, por escrito o cualquier otro medio que elijan, con las únicas 
restricciones que impongan la ley, el orden público, la salud o la moral públicas para 
proteger la seguridad, derechos y libertades fundamentales delos demás. (CNA, 2010) 
 Art. 60.- Derecho a ser consultados.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 
ser  consultados en todos los asuntos que les afecten. Esta opinión se tendrá en cuenta 
en la medida de su edad y madurez.  
 Ningún niño, niña o adolescente podrá ser obligado o presionado de cualquier forma 
para  expresar su opinión. (CNA, 2010) 
 Art. 61.- Derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión.- El Estado 
garantiza, en favor de los niños, niñas y adolescentes, las libertades de pensamiento, de 
conciencia y de religión, sujetas a las limitaciones prescritas por la ley y que sean 
necesarias para proteger la seguridad, los derechos y libertades fundamentales de los 
demás.  
 Es derecho y deber de los progenitores y demás personas encargadas de su cuidado, 
orientar  al niño, niña o adolescente para el adecuado ejercicio de este derecho, según su 
desarrollo evolutivo. (CNA, 2010) 
 Art. 62.- Derecho a la libertad de reunión.- Los niños, niñas y adolescentes tienen 
derecho a  reunirse pública y pacíficamente para la promoción, defensa y ejercicio de 
sus derechos y garantías. (CNA, 2010) 
Art. 63.- Derecho de libre asociación.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a  
asociarse libremente con fines lícitos. Este derecho incluye la posibilidad de los 
adolescentes de constituir asociaciones sin fines de lucro, con arreglo a la ley.  
 El Estado garantizará y fomentará el ejercicio de este derecho; principalmente en 
materia de  asociaciones estudiantiles, culturales, deportivas, laborales y comunitarias.  
 Se prohíbe cualquier restricción al ejercicio de este derecho, que no esté expresamente 
prevista  en la ley.(CNA, 2010) 
 
2.1.2 Definiciones de términos básicos 
CÓDIGO.- Conjunto de normas jurídicas, de instituciones y preceptos jurídicos que se refiere a 
una determinada esfera de ordenamiento jurídico nacional conocido también como rama 
jurídica. 
 
COMPLEMENTARIA.- Lo que se añade, para hacerla íntegra o perfecta. 
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CONSTITUCIÓN.- Conjunto de normas fundamentales que rigen la existencia y 
funcionamiento del Estado. 
 
CONVENCIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO.-Se estableció en 1990 y se ratificó por 
191 países. Solamente Estados Unidos y Somalia no lo han ratificado. La Convención cuenta 
con dos protocolos facultativos aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 25 
de mayo del 2.000. Uno de estos, está destinado a evitar la participación de los niños en los 
conflictos armados y el otro a proteger a los niños de la venta la prostitución infantil y su 
utilización en la pornografía. 
 
CONVENCIÓN.- Declaración conjunta de voluntades entre dos o más naciones soberanas para 
la ejecución común de un  plan o programa de interés mutuo, y que les impone en respeto en sus 
esferas jurisdiccionales. Conlleva por tanto obligaciones jurídicas más que morales. 
 
DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO.-Fue enunciada en la Declaración en 
Ginebra en 1924 sobre los Derechos del Niño y reconocida en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y en los convenios constitutivos de los organismos especializados y de las 
Organizaciones Internacionales que se interesan en el bienestar del niño y finalmente fue 
proclamada por la Asamblea General en su resolución 1386 XIV, del 20 de noviembre de 1959. 
 
DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.-Fue aprobada por la 
Organización de las Naciones Unidas,  en el año 1948, que marca las reglas y proporciona 
recomendaciones para que todos países protejan los derechos humanos de las personas que 
viven ellos y dispone que el respeto a los derechos humanos sea la base de la libertad, la justicia 
y la paz en el mundo. 
 
DECLARACIÓN.- Carta, manifestación de voluntades, de principios, de propósitos orientados 
hacia un determinado bien común. Conlleva efectos y responsabilidades más de orden moral 
que jurídicos para los Estados partes que la suscriben. 
 
DEFENSORÍAS DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA.- Organismos o entes 
dependientes del gobierno central o seccional para el amparo o protección de la niñez y 
adolescencia. 
 
DERECHO.- La palabra proviene del término latino directum, que significa “lo que está 
conforme a la regla”. El derecho significa en postulados de justicia y constituye el orden 
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normativo e institucional que regula la conducta humana en la sociedad. La base del derecho 
son las relaciones sociales, las cuales determinan su contenido y carácter. Dicho de otra forma, 
el derecho es un conjunto de normas que permiten resolver los conflictos en el seno de una 
sociedad. A la hora de hablar de derecho es fundamental que establezcamos cuáles son sus 
fuentes, es decir las ideas y fundamentos en los que se basa aquel para poder desarrollarse y 
establecer sus principios básicos. En este sentido, tenemos que subrayar que sus citadas fuentes 
pueden determinarse, de manera general, en tres grandes categorías: las reales, que son las que 
vienen a establecer lo que es contenido de una ley en cuestión. Las históricas, que son todos 
aquellos documentos antiguos que se emplean para referirse a los que tienen el contenido de una 
ley. Las formales, que son las que se definen como todas aquellas acciones realizadas por 
distintos entes (individuos, Estado, organismos…) para proceder a crear lo que es ley. Dentro de 
dicha categoría nos encontramos a su vez con la jurisprudencia, los tratados internacionales, la 
costumbre.  
 
DERECHOS HUMANOS.- Conjunto de Derechos que resultan ser sustanciales a la existencia 
de todo ser humano (derecho a la vida, a un nombre, a la libertad, al debido proceso, etc.) y que 
están expresados en pactos y tratados internacionales, así como el ordenamiento jurídico 
nacional. 
 
DIGNIDAD.- Calidad de digno, excelencia o mérito, gravedad o decoro o decencia, cargo 
honorífico, en derecho canónico y con relación a cátedras o colegiatas, prebenda propia de un 
oficio honorífico. 
 
DINAPEN.- Dirección Nacional de  Policía especializada de Niños, Niñas y                         
Adolescentes, Organismo  encargado de desarrollar procesos investigativos especializados en 
casos de infracciones contra niños, niñas y adolescentes       infractores, así como de adoptar 
medidas preventivas dirigidas a disminuir la    condición de vulnerabilidad de la población 
infantil y juvenil. 
 
ESTADO DE DERECHO.- Pleno sometimiento del Estado a las normas jurídicas establecidas 
que regulan ampliamente las actividades de éste y limitan la actuación de sus órganos. 
 
ESTADO.- Expresión de potestad pública y de la organización social de un territorio , se 
determinado, se considera como persona de Derecho Privado, en igualdad relativa con los 
demás personas jurídicas e individuales y como entidad suprema de Derecho Público, con 
jerarquía para establecer la ley y hacerla cumplir. 
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I.N.N.F.A.- Instituto Nacional del Niño y la Familia. Persona Jurídica de derecho privado con 
finalidad social, regido por normas estatutarias, reglamentos y demás leyes de la República. 
 
IMPÚBER.- Quien no ha alcanzado la edad de la pubertad, aquella a los doce años en las 
mujeres y a los catorce en los varones, causa de toda su incapacidad jurídica. 
 
INFANCIA- El período inicial de vida, comprendido desde el nacimiento hasta los siete años, 
en el cual se adquiere, más o menos realmente, el llamado uso de razón. 
 
JURISDICCIÓN.- Conjunto de atribuciones que corresponden en una  materia y en cierta 
esfera territorial. Genéricamente jurisdicción es la autoridad, potestad, dominio y poder. 
 
NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE.- Es la persona de cualquier sexo que no ha cumplido doce 
años de edad. Adolescente es la persona de ambos sexos entre doce y dieciocho años de edad. 
 
NORMA JURÍDICA.-  “Denomínese así dignificación lógica creada según ciertos 
procedimientos instituidos por una comunidad jurídica y que, como manifestación unificada de 
la voluntad de ésta, formalmente expresada a través de sus órganos e instancias productoras, 
regula la conducta humana en un tiempo y un lugar definidos, prescribiendo a los individuos 
frente a determinadas circunstancias condicionantes, deberes y facultades, y estableciendo una o 
más sanciones coactivas para el supuesto de que dichos deberes no sean cumplidos. 
 
O.E.A.- Organización de Estados Americanos. 
 
O.R.I...- Unidad Ejecutora Operación Rescate Infantil, dependiente del Ministerio de Bienestar 
Social, creada para la protección de la familia y amparo del niño, Decreto 1437, R.O. 378 del 10 
de Febrero de 1994. 
 
PACTO.- Acuerdo de voluntades entre Estados frente a un objetivo común que los promueve. 
 
POLÍTICA.- Arte de gobernar, a través de la expedición de leyes, exigiendo su cumplimiento 
con el fin de lograr el bien común. Se concibe también, como la teoría y la práctica de las 
relaciones de poder que se la ejerce sobre las personas en un espacio físico determinado. 
 
PROTECCIÓN.- “Acción que consiste en proteger a una persona o cosa de un daño o peligro”. 
 






2.1.2.1.1 Derechos Humanos 
En términos generales los derechos humanos, recoge los aportes de las investigaciones 
realizadas en el campo de las ciencias sociales y jurídicas, que demuestran el papel 
imprescindible que cumple la familia en el desarrollo integral del ser humano y de la sociedad. 
 
Existen varios conceptos sobre los derechos humanos, de los cuales citaremos algunos de  los de 
mayor trascendencia,  pero a continuación  partiré del concepto de derecho: 
Derecho 
 
 Proviene del término latino directum, que significa “lo queestá conforme a la regla”. El 
derecho se inspira en postulados de justicia y constituye el orden normativo e 
institucional que regula la conducta humana en sociedad. La base del derecho son 
las relaciones sociales, las cuales determinan su contenido y carácter. Dicho de otra 
forma, el derecho es un conjunto de normas que permiten resolver los conflictos en el 
seno de una sociedad. 
 
 
 El JUS COGENS Comprende valores universales, reconocidos como tales por todos 
los hombres, todos los pueblos y todas las naciones. Esos valores son patrimonio común 
de la humanidad y como tales constituyen derechos que deben ser protegidos, recogidos 
y realizados por todos los seres humanos.(Fernández, 1984, pág. 79) 
 
 
 Julio Prado Vallejo manifiesta: 
Los derechos humanos no son patrimonio de la izquierda ni de la derecha. Nacen y se 
fundamentan  en la naturaleza intrínseca del hombre cualquiera que sea su ubicación 
política y pertenecen a los individuos de cualquier ideología y de cualquier condición. 
(Prado Vallejo, 1985) 
 
 Las Naciones Unidas señalan: 
“Los derechos humanos y libertades fundamentales nos permiten desarrollar y 
emplear cabalmente nuestras cualidades humanas, nuestra inteligencia, nuestro talento 
y nuestra conciencia y satisfacer nuestras variadas necesidades, entre ellas las 
necesidades espirituales” 
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 Comisión Nacional de Derechos Humanos dice: 
Los Derechos Humanos son el conjunto de prerrogativas inherentes a la naturaleza de 
la persona, cuya realización efectiva resulta indispensable para el desarrollo integral 
del individuo que vive en una sociedad jurídicamente organizada. Estos derechos, 
establecidos en la Constitución y en las leyes, deben ser reconocidos y garantizados 
por el Estado. 
Todos estamos obligados a respetar los Derechos Humanos de las demás personas. Sin 
embargo, según el mandato constitucional, quienes tienen mayor responsabilidad en este sentido 
son las autoridades gubernamentales, es decir, los hombres y mujeres que ejercen la función de 
servidores públicos. 
La tarea de proteger los Derechos Humanos representa para el Estado la exigencia de proveer y 
mantener las condiciones necesarias para que, dentro de una situación de justicia, paz y libertad, 
las personas puedan gozar realmente de todos sus derechos. El bienestar común supone que el 
poder público debe hacer todo lo necesario para que, de manera paulatina, sean superadas la 
desigualdad, la pobreza y la discriminación. 
 El Tratadista Eusebio Fernández manifiesta: 
 “Los derechos humanos  tienen su fundamento antropológico en la idea de las 
necesidades humanas. Con el reconocimiento, ejercicio y  protección de los derechos 
humanos se pretende satisfacer una serie de exigencias que se consideran necesarias 
para el desarrollo de una vida digna”. 
 
 Kofi A. Annan, Secretario General de las Naciones Unidas dice: 
“Los derechos humanos son la base de la existencia humana y de la coexistencia y 
los derechos humanos son universales indivisibles e  independientes. Los derechos 
humanos son los que nos hacen humanos. Son los principios con los cuales creamos 
la moradasagrada de la dignidad humana”. 
 
 Dirección de Protección de Derechos del Ministerio del Exterior manifiesta: 
 
Cuando hablamos de derechos humanos nos referimos a los principios, facultades y 
condiciones inherentes al ser humano y que permiten alcanzar sus proyectos de vida 
con dignidad, es decir, se constituyen en una prerrogativa, poder o facultad de actuar 
o exigir. Los Derechos Humanos, entonces son todo el conjunto de principios y 
derechos civiles y políticos, económicos, sociales y culturales, y colectivos y/o 
difusos que buscan configurar una existencia digna para todas las personas y su 
ejercicio o reconocimiento no dependen de las particularidades de cada una de ellas 
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como por ejemplo su etnia, religión, nacionalidad, identidad sexual, cultura, 
discapacidad o cualquier otra característica o condición humana, pues su principio 
más importante es la Universalidad. 
 
 
 Para Palomino Manchego dice:  
“Es una esfera sagrada que no permite interferencias y reduce a polvo las 
concesiones arbitrarias.” La libertad es negativa cuando significa independencia de 
la interferencia y es positiva cuando equivale al deseo y acto de autogobierno.” 
 
 Pérez Luño  señala tres tipos de definiciones:  
Tautológicas. No aportan ningún elemento nuevo que permita caracterizar tales 
derechos. Una definición tautológica muy repetida en la doctrina es la que afirma 
que "los derechos del hombre son los que le corresponden al hombre por el hecho de 
ser hombre". 
Formales. No especifican el contenido de los derechos, limitándose a alguna 
indicación sobre su estatuto deseado o propuesto. Una definición formal es la que 
afirma que "los derechos del hombre son aquellos que pertenecen o deben pertenecer 
a todos los hombres, y de los que ningún hombre puede ser privado". 
Teleológicas. En ellas se apela a ciertos valores últimos, susceptibles de diversas 
interpretaciones. Una definición teleológica es la que dice que "los derechos del 
hombre son aquellos que son imprescindibles para el perfeccionamiento de 
la persona humana, para el progreso social, o para el desarrollo de la civilización". 
2.2 Hipótesis 
Existen inconvenientes jurídicos que están relacionados directamente con el desarrollo integral 
de la infancia y adolescencia, que se encuadra en el ámbito jurídico y consecuentemente en el 
ámbito de las ciencias sociales por lo que tiene el carácter de cuali-cuantitativa, lo cual implica 
que la metodología y técnicas a emplearse serán tanto cualitativas como cuantitativas, para 
obtener la materialización jurídica del principio del interés superior de niños, niñas y 




2.3.1 Variables independientes 
Proponer una reforma para que se incorpore al ordenamiento jurídico, una normativa 
complementaria para mejorar o superar la situación actual de la niñez y adolescencia. 
 
2.3.2 Variable dependiente 
Vulneración de los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes en el  país por falta de 














 CAPITULO III. MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1 Tipos de Investigación 
3.1.1 Investigación  bibliográfica 
Amplia y profundiza el conocimiento, con apoyo, principalmente, de medios impresos, 
audiovisuales o electrónicos. La originalidad del estudio se refleja en el enfoque, criterio, 
conceptualizaciones, reflexiones, conclusiones, recomendaciones y, en general, en el 
pensamiento del autor. 
 
3.1.2 Investigación de Campo 
Es el análisis sistemático de problemas suscitados en los derechos humanos de la niñez y 
adolescencia con el propósito de describirlos, explicar sus causas y efectos, entender su 
naturaleza y factores constituyentes o predecir su concurrencia. Los datos son recogidos 
directamente de la realidad. 
 
La aplicación de la encuesta lo realizaré en forma directa a las personas del Barrio el Salto de la 
ciudad de Latacunga, provincia de Cotopaxi. 
 
3.1.3 Investigación histórica 
Trata dela experiencia pasada, se relaciona no sólo con la historia, sino también con las ciencias 
de la naturaleza, con el derecho, la medicina o cualquier otra disciplina científica. El 
investigador cuenta con las fuentes primarias y secundarias obteniendo pruebas e información. 
 
Este tipo de investigación busca reconstruir el pasado de la manera más objetiva y exacta 
posible, para lo cual de manera sistemática recolecta, evalúa, verifica y sintetiza evidencias que 
permitan obtener conclusiones válidas, a menudo derivadas de hipótesis.  
 
3.1.4 Investigación descriptiva 
Es más específica que la investigación exploratoria ya que las preguntas aparecen guiadas por 
taxonomías, esquemas descriptivos o tipologías. 
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Esta investigación tiene como interés en establecer las propiedades del objeto a ser clasificadas 
al interior de los esquemas. Los estudios descriptivos dan por resultado un diagnóstico. 
En el presente trabajo investigativo será aplicado para obtener los fines pertinentes. 
 
3.2 Población o muestra 
La investigación se realizara en el barrio el Salto de la ciudad de Latacunga, con una muestra 
aleatoria de 50 personas, involucradas en la materia  civil  y niñez. 
 
3.3 Métodos 
3.3.1 Método científico 
Se utilizará este método por ser  necesario dar una explicación amplia, con bases científicas al  
problema de la investigación, esto es la importancia y problemática actual de los derechos 




Es la captación de hechos y fenómenos a través de los órganos de los sentidos, especialmente la 
vista y oído, por lo que se requiere de la presencia física del investigador en el lugar de los 
hechos que se desee investigar. 
 
La Observación es un elemento fundamental de todo proceso investigativo; en la que me  
apoyaré para obtener el mayor número de datos con un objetivo claro, definido y preciso. 
 
3.3.2.2 Entrevista 
Es una conversación entre dos personas por lo menos, en la cual: uno es el entrevistador y otro 
son los entrevistados; estas personas dialogan con respecto a una problemática en cuestión, que 
servirá para dilucidar razones y efectos de una investigación. 
 
La finalidad de esta técnica es obtener información verás de parte de una persona entendida en 
la materia de la investigación y conocer la magnitud de los problemas para proponer soluciones; 




Esta técnica es la más utilizada para recoger  información sobre el tema de investigación en 
forma escrita , mediante  cuestionarios debidamente estandarizados y esquematizados,  que 
contendrán su respectivo banco de preguntas, las cuales serán cubiertas por  expertos en la 
materia, académicos, organizaciones no gubernamentales, estudiantes y demás entes vinculados 
con el tema. En el presente trabajo investigativo se realizó encuestas a profesionales del derecho 
y a padres de familia, los dos grupos de personas con basto conocimiento sobre este tema 
motivo de investigación. 
 
3.3.2.4 Visita Domiciliaria 
Es la acción que se realiza en un hogar con fines de investigación, es aplicada a través de 
entrevista y observación. En el tema investigado se procedió a la visita domiciliaria de las 
familias que han sido vulnerados los derechos de sus menores o adolescentes para tener 
conocimiento del derecho infringido en unos casos y en otros  para  su respectivo seguimiento. 
 
3.3.3 Instrumentos 
Se emplearan las técnicas de investigación, las referidas a la encuesta como su instrumento el 
cuestionario se empleará para recoger información a la totalidad de los integrantes de la muestra 
establecidas en la presente investigación. 
 
3.3.3.1 Diario de campo 
El diario de campo es un instrumento utilizado por los investigadores para registrar aquellos 
hechos que son susceptibles de ser interpretados. En este sentido, el diario de campo es una 











3.3.3.2 Formulación del cuestionario 
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 ¿Qué son los Derecho Humanos del menor? 
 
 
 ¿Tiene conocimiento de la importancia de los derechos constitucionales hacia el menor? 
 
 
 ¿Conoce usted los tipos de maltrato hacia el menor? 
 
 
 ¿En caso de vulneración de los derechos constitucionales del menor a que institución 
acudir para denunciar? 
 
 




 ¿Cree que los padres podemos ser sancionados en caso de maltrato infantil? 
 
 
 ¿Ha tenido algún caso de maltrato infantil por vulneración de los derechos humanos? 
 
 






3.5 Procesamiento y análisis de la información 
El procesamiento de la información “tiene como fin generar datos agrupados y ordenados que 
faciliten al investigador el análisis de la información según los objetivos, hipótesis y preguntas 
de la investigación construidas”. Por medio de datos numéricos que ya están procesados y 















 CAPITULO IV. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE 
RESULTADOS 
4.1 Formulario No1 
La encuesta realizada correspondiente al formulario No. 1 la información fue recolectada a la 
sociedad y conocedores de la importancia de la familia. Los resultados que reflejan el 

































4.1.1 Análisis  interpretación de resultados 
ÍTEM 1  





















Elaborado por: Rosa Isabel Proaño Valenzuela 
 
 El cincuenta por ciento de las personas encuestadas manifiestan si tener conocimiento que  son 






VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJES 
SI 50 50% 
NO 50 50% 















¿Tiene conocimiento de la importancia de los derechos constitucionales hacia el menor? 
 
Tabla 2 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJES 
SI 65 65% 
NO 35 35% 
TOTAL 100 100% 
 














Elaborado por: Rosa Isabel Proaño Valenzuela 
 
 
 El sesenta y cinco por ciento si tienen conocimiento de la importancia de los derechos 



















¿Conoce usted los tipos de maltrato hacia el menor? 
 
Tabla 3 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJES 
SI 48 48% 
NO 52 52% 














Elaborado por: Rosa Isabel Proaño Valenzuela 
 
 
El cuarenta y ocho por ciento si conocen  de  los tipos de maltrato hacia el menor mientras que 


























VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJES 
SI 60 60% 
NO 40 40% 
TOTAL 100 100% 














Elaborado por: Rosa Isabel Proaño Valenzuela 
 
El sesenta por ciento  de las personas encuestadas  si conocen  a dónde acudir en caso de 
vulneración de los derechos  Humanos del menor a que institución acudir para denunciar y el 




















¿Tiene conocimiento de alguna legislación que proteja al menor en caso de maltrato? 
 
Tabla 5 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJES 
SI 30 30% 
NO 70 70% 
TOTAL 100 100% 













Elaborado por: Rosa Isabel Proaño Valenzuela 
 
 
El treinta por ciento si tienen conocimiento de alguna legislación que proteja al menor en caso 


















ÍTEM 6  
 




VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJES 
SI 55 55% 
NO 45 45% 
TOTAL 100 100% 














Elaborado por: Rosa Isabel Proaño Valenzuela 
 
El cincuenta y cinco por ciento de las personas encuestadas manifiestan si saber que los padres 
podemos ser sancionados  por vulneración de los derechos humanos  del menor y el cuarenta 





















¿Ha tenido algún caso de  vulneración de los derechos humanos al menor? 
 
Tabla 7 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJES 
SI 15 15% 
NO 85 85% 
TOTAL 100 100% 












Elaborado por: Rosa Isabel Proaño Valenzuela 
 
 
 El quince por ciento de las personas encuestadas si han tenido algún caso de  vulneración de los 





4.2 Formulario No.2 
 
4.2.1 Caso práctico 










































 Contestación a la Providencia solicitada a la  Dirección Provincial de Salud de 




























4.2.2 Análisis del Caso Práctico 
El  día 05 de noviembre del 2013, a las 16H20 p.m.,  la Sra. Jeaneth Maribel Chicaiza Carvajal 
se dirigió hacia la Delegada de la Defensoría del Pueblo en Cotopaxi,  la Dra. María Belén 
Bedón, manifestando que era la madre de la Jhonatan Steven Pérez Chicaiza, de 10 años de 
edad,el cual tiene discapacidad física, del 90% de absoluta dependencia para recibir cuidados, 
exponiendo que hace tres meses acudió al Hospital Rafael Ruiz del cantón Pujilí donde el Dr. 
Hugo Guanangapara realizar  la actualización del carnetde discapacidad de su  hijo, documento 
habilitante para realizar la actualización de datos para el bono Joaquín Gallegos Lara(240usd),  
que lo ha venido recibiendo hace aproximadamente dos años y que ha sido el sustento de su hijo 
y también de su familia, puesto que por los cuidados que él  niño requiere,  no puede realizar 
otra actividad de trabajo externa de su hogar, ésta  viacrucis empezó hace tres meses, como la 
señora lo manifiesta, cuando había solicitado la actualización de la discapacidad y le indicaron 
que la discapacidad registrada es de tipo visual y que  al constar ese diagnóstico, estabaexcluido 
del bono que le daba el gobierno por la incapacidad de su hijo y lo que el profesional de la 
salud, el doctor Hugo Guananga, le había manifestado que espere no más que hay que 
modificar, mientras tanto ella no  podría cumplir con el proceso de actualización de datos y eso 
significaría un bloqueo en el bono. Lo que solicitaba la señora a la Defensoría del Pueblo era  la  
intervención, con los profesionales involucrados en el Ministerio de Salud,  concretamente al  
Hospital Rafael Ruiz  del cantón Pujilí, al Dr. Hugo Guananga para que se dé la Recalificación 
de la incapacidad de su hijo, para que le permitan actualizar los datos para continuar recibiendo 
el bono que emite el gobierno por la condición de su hijo.  
 
El 26 de noviembre del 2013, la Defensoría del Pueblo de la Delegación Provincial de Cotopaxi, 
avoca conocimiento de la petición presentada por la Señora JeanethMarivelChicaiza Carvajal, 
fundamentándose de acuerdo a  los fundamentos de hecho y de derecho. 
 
 El 12 de Febrero del 2014 mediante Providencia la Defensoría del Pueblo de Cotopaxi solicita a 
la  Dirección Provincial de salud Cotopaxi, informar a esta Delegación como se encuentra el 
proceso de Recalificación de Discapacidad del niño JHONATAN STEVEN PEREZ 
CHICAIZA, poniendo en consideración que por su condición se encuentra inmerso en el Grupo 
de Atención Prioritaria Constitucionalmente establecido. 
 
Dando contestación el Doctor Hugo Guananga al Director Provincial de Cotopaxi por  la 
Providencia de la Defensoría del Pueblo de la  Delegación Provincial de Cotopaxi señala, en lo 
relacionado al tipo de discapacidad del niño JhonatanSteveen Pérez Chicaiza, manifiesta que 
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qué por error en la digitación se le entregó el carnet con el 90% de discapacidad visual y que 
con fecha 09 de Septiembre de 2013, el tipo de capacidad fue rectificada de visual a física, con 
la particularidad de que el porcentaje de discapacidad alcanzó el 100%.  
 
A Continuación,  la contestación del doctor Orfait Rivera, Director  Provincial De Salud De 
Cotopaxi refiriéndose a  la Providencia solicitada por la Delegación de la Defensoría del Pueblo 
en la Provincia de Cotopaxi, quien manifestó  que el  niño JhonatanSteveen Pérez Chicaiza, que 
se otorgó un carnet con el 90% de discapacidad visual que mantiene una ceguera bilateral 
además una parálisis infantil; con fecha 09 de septiembre de 2013, el tipo de discapacidad fue 
rectificada de visual a física, con la particularidad del porcentaje de discapacidad alcanzo en 
cien por ciento, por lo tanto la contrariedad solitada por la madre fue rectificada a su debido 
tiempo y se encuentra rectificada así lo señalaron. 
 
A continuación  se encuentra el Certificado de Discapacidad del niño JhonatanSteveen Pérez 
Chicaiza,  con fecha de Recalificación 23 de Julio del 2013  que consta una discapacidad del 
90%. Con la firma del doctor Hugo Guananga. 
 
RESOLUCIÓN.- La Defensoría del Pueblo del Ecuador, Delegación Provincial de Cotopaxi, 
con fecha 29 de Abril del 2014, a las 15H00.- 
La petición presentada por la madre del niño fue rechazada; y en consecuencia determinó que el 
Derecho de las personas y grupos de atención prioritaria, no ha sido vulnerado, en razón de que 
oportunamente el Área 2 del Hospital Pujilí realizo la recalificación y rectificación de la 
capacidad del niño JhonatanSteveen Pérez Chicaiza. 
 
Exhortó al Área de Salud 2 del Hospital del CantónPujilí, con el fin de que de un buen servicio 
público a los pacientes, usuarios del mismo, la atención médica debe ser inmediata y oportuna 
ya que es uno de los Derechos Fundamentales la Vida y la Salud de los ciudadanos y 
ciudadanas, de acuerdo a la Constitución de la República del Ecuador. 
 
Del análisis se deduce que existen actualmente falencias y muy graves en los Centros de Salud 
no solo privados sino también públicos, los cuales perjudican notablemente a sus pacientes y 
por ende a sus familiares, atentando contra la vida y estabilidad psicológica. 
Nuestra legislación protege a quienes vivimos en nuestro país, pero también es necesario e 
imprescindible que los trabajadores  de la salud, busquen la manera de ayudarle al paciente o a 
sus familiares, viendo alternativas de ayuda, pero no ser facilistas como son como son algunos 
de ellos, deberían tomar en cuenta que sí tienen  ese don, deben  aprovecharlo ayudando a 
quienes requieren de ellos, no complicándoles la situación más de lo que está actualmente. 
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De acuerdo al caso anterior, no se trata de dar excusas de  porque fue la equivocación, sino en el 
momento dado, tomar atención muy minuciosa en cada caso en cada paciente, porque son vidas 
que necesitan de ellos. 
 
Al tratar o diagnosticar a un paciente deberían tomarle con mucha responsabilidad y amor a la 


































 Si bien el Ecuador ha suscrito varios tratados y convenios internacionales, su 
aplicabilidad o no es la adecuada o simplemente no se aplica, puesto que, se debe tener 
en cuenta que se trata de instrumentos que garantizan derechos (en especial derechos 
del hombre y derechos humanos), pero que son elaborados dentro de un consenso 
regional o mundial; y  esto implica que son consideraciones con realidades diferentes a 
las determinadas en los distintos Estados, demostrando que sirven como normas y 
reglas para mejorar la legislación ecuatoriana, pero que por falta de interés, 
simplemente no se hace nada y tampoco se discute nada. 
 
 El Estado y sus Instituciones Gubernamentales   cuando existe  la vulneración de los 
derechos humanos a los niños, niñas y adolescentes  debería dar un  seguimiento 
continuo y estricto para que los menores tengan una adecuada rehabilitación. 
 
 También se debe determinar, que exista capacitaciones para que no  se produzca una 
grave falta de capacitación por parte de las operaciones de administración pública y de 
administración de justicia,  y se limiten  a la estricta aplicación  de la normativa 
especializada legislada por el Estado (Código de la Niñez y Adolescencia),  sin dejar o a 
un lado la normativa Constitucional, Los Tratados y Convenios Internacionales 
ratificados por el Ecuador, que garantizan un nivel adecuado y privilegiado para los 
menores. 
 Por esto podemos concluir que la primera etapa de socialización que el niño vive dentro 
de su núcleo familiar es  muy importante para su futura relación con la sociedad más 
específicamente es lo que determinará la manera en la que se relacionará con esta. Si un 
niño sufre de maltrato en la primera etapa de su vida le quedarán secuelas irreversibles 
algunas veces, que se podrán manifestar de diferente manera en su vida de adulto. El 
maltrato además viola los derechos fundamentales de los niños, y por lo tanto debe ser 
detenido, y cuando antes mejor. 
 
 Los niños maltratados hoy se convertirán en adultos problemáticos del mañana. Son 
quienes estarán a cargo de la sociedad, quienes llevarán adelante grupos  o 
comunidades. Por esto se deben fomentar campañas  a favor de las denuncias del 
maltrato infantil creando  los ámbitos adecuados y desarrollando los foros de discusión 
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necesarios. Así como también los adultos  debemos asumir nuestras responsabilidades 





 De acuerdo a la encuesta realizada se puede observar claramente que existe  la 
vulneración de los derechos humanos como el  maltrato hacia las niñas, niños y 
adolescentes y que el Estado debería ser enérgico con las instituciones gubernamentales 
y no gubernamentales para que ellos puedan dar una asistencia personalizada y una 





 Crear al nivel de parroquia, instituciones que estén pendientes de cualquier 
irregularidad, anomalía o abusos que pudiera generar en la relación entre progenitores.  
Tratar psicológicamente y psiquiátricamente al menor objeto de abusos físico, psíquico, 
moral y sexual hasta lograr su salud integral. 
 
 
 El Estado  debe apoyarles por medios de las Instituciones Gubernamentales a los niños, 
niñas y adolescentes que han sido causa de vulneración de los derechos humanos para 
que reciban una ayuda eficaz y con celeridad. 
 
 Garantizar a los menores, todos los derechos fundamentales de la infancia reconocidos 
por la Convención de Derechos del Niño, tales como de supervivencia, al desarrollo, a 
la protección, a la participación.  
 
 
 Difundir por medios  de comunicación de las Instituciones que protegen a menor en 
caso de vulneración de los derechos humanos   como los convenios y tratados 
internaciones que existen en beneficio de los menores, pues el desconocimiento implica 





 CAPITULO V. PROPUESTA 
 
5.1 Justificación 
Los derechos humanos, como categoría, han experimentado un proceso de  evolución que los 
sitúa según sus generaciones en un momento  determinado del desarrollo de la humanidad, 
alcanzando su progresiva  internacionalización a partir de la II Guerra Mundial y la creación de 
la ONU.  
 
A los fines de complementar la protección de los derechos humanos se  crean entidades 
regionales y se adoptan instrumentos de este carácter, en  las distintas zonas geográficas, 
incluida América.  
 
El sistema interamericano de protección de derechos humanos se  constituye sobre mecanismos 
convencionales e institucionales, que  contribuyen a complementar la tutela de estos, no 





5.2.1 Objetivo General 
Proponer una reforma para que se incorpore al   ordenamiento jurídico, una normativa 
complementaria para mejorar o superar la situación actual de la niñez y adolescencia. 
 
5.2.2 Objetivos Específicos 
 
Al Ministerio de Relaciones Exteriores de Ecuador: Promover la revisión  de los mecanismos 
institucionales interamericanos de protección de  derechos humanos, para su perfeccionamiento.  
 
A los servicios de información pública de Ecuador: Difundir el contenido  de los principales 
tratados regionales sobre derechos humanos y las vías  de acceso a los órganos interamericanos, 
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entre la sociedad, para su  conocimiento.  
 
5.3 Ubicación sectorial y física 
 
La presente investigación se realiza en la Provincia de Cotopaxi, Cantón Latacunga, Barrio el 
Salto se encuentra ubicado,  al norte con la Av. Antonio Clavijo, al Sur con la calle  Hermanas 















5.5 Características de la parroquia 
 
Tiene su origen en el cráter volcánico del Asiento De Latacunga, el cual transformando en 
violentas inundaciones de lodo y materiales del Cotopaxi, arrasaron sistemáticamente la ciudad 
entre los siglos XVII y XIX.  Esta barrio desde tiempos inmemorables mantenía privilegio de 
sector progresista y severo, su paisaje y carismáticos huertos aledaños motivaron que aquí se 
radicara el español de alcurnia y el indígena mal trecho y taciturno. Actualmente es un uno de 





5.5.1.1 5.5.1 Beneficiarios directos 
 Niños 
 Niñas  
 Adolescentes 
 Padres de familia 
5.5.1.2 Beneficiarios indirectos 
 Estado 
 Sociedad 
 Juzgado de la niñez y adolescencia 
 Unidad  Judicial de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia 
5.6 Factibilidad 
En el orden normativo es factible la realización  la intervención y la participación del Estado 
para hacer cumplir los derechos y obligaciones emanadas en la constitución de la República en 
el Artículo 426 cuando dispone cuando todas las personas autoridades e instituciones están 
sujetas a la Constitución y deberán velar por su cumplimiento, en el presente caso los derechos  
consagrados  en  la Constitución y la Ley   en  a favor de los niño, niñas y adolescentes en el 
Art. 44 y 45. 
 
5.6.1 Factibilidad interna 
Si es posible la aplicación de la propuesta  de  los derechos humanos de los niños, niñas y 
adolescentes en el Ecuador, y que se merecen que el Estado cumpla con los derechos 




5.6.2 Factibilidad externa 
El Estado como ya queda señalado debe cumplir a cabalidad los derechos humanos  establecidos 
en la Constitución de la República para que  no sean vulnerados. 
 
5.7 Descripción de la propuesta 
PROPUESTA DE REFORMA LEGAL 
 
 
REPÚBLICA DEL ECUADOR 
 





Que, el numeral 9 del artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador, publicada en 
el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre  de 2008 determina que el más alto deber del 
Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la  Constitución;  
 
Que, el artículo 10 de la Constitución de la República del Ecuador, señala  de las personas 
comunidades, nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados e 
la constitución y en los instrumentos internacionales. La naturaleza será sujeto de aquellos 
derechos que le reconozcan la Constitución. 
 
Que, el artículo 44 de la Constitución de la República del Ecuador,  señala que El Estado, la 
sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y 
adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su 
interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas. Las niñas, niños y 
adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como proceso de crecimiento, 
maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades, potencialidades y aspiraciones, 
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en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de afectividad y seguridad. Este entorno 
permitirá la satisfacción de sus necesidades sociales, afectivo-emocionales y culturales, con el 
apoyo de políticas intersectoriales nacionales y locales. 
 
Que, el Art. 46 de la constitución de la república del Ecuador, señala que El Estado adoptará, 
entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las niñas, niños y adolescentes: 
1. Atención a menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y cuidado 
diario en un marco de protección integral de sus derechos. 
2. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. Se prohíbe el 
trabajo de menores de quince años, y se implementarán políticas de erradicación progresiva del 
trabajo infantil. El trabajo de las adolescentes y los adolescentes será excepcional, y no podrá 
conculcar su derecho a la educación ni realizarse en situaciones nocivas o peligrosas para su 
salud o su desarrollo personal. Se respetará, reconocerá y respaldará su trabajo y las demás 
actividades siempre que no atenten a su formación y a su desarrollo integral. 
3. Atención preferente para la plena integración social de quienes tengan discapacidad. El 
Estado garantizará su incorporación en el sistema de educación regular y en la sociedad. 
4. Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de 
cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones. 
5. Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el consumo de bebidas 
alcohólicas y otras sustancias nocivas para su salud y desarrollo. 
6. Atención prioritaria en caso de desastres, conflictos armados y todo tipo de emergencias. 
7. Protección frente a la influencia de programas o mensajes, difundidos a través de cualquier 
medio, que promuevan la violencia, o la discriminación racial o de género. Las políticas 
públicas de comunicación priorizarán su educación y el respeto a sus derechos de imagen, 
integridad y los demás específicos de su edad. Se establecerán limitaciones y sanciones para 
hacer efectivos estos derechos. 
8. Protección y asistencia especiales cuando la progenitora o el progenitor, o ambos, se 
encuentran privados de su libertad. 
9. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades crónicas degenerativas 
 
Que, en el Código  de la Niñez y Adolescencia en el Artículo 102 señala los deberes específicos 
de los progenitores. 
 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, que establece la Constitución de la 
República del Ecuador se procede a expedir la siguiente: 
PROPUESTA: 
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El Artículo 120, inciso 6 de la Constitución de la República del Ecuador, instituye como uno de 
los deberes y atribuciones de la Asamblea Nacional, Expedir, codificar, reformar y derogar las 
leyes, e interpretadas con carácter generalmente obligatorio, siendo fundamental por parte del 
Estado, las libertades fundamentales de las personas y la seguridad jurídica. 
En uso de sus facultades constitucionales y legales, expide la siguiente reforma al CÓDIGO DE 
LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA. 
Seguido del artículo  19 crear un  artículo innumerado que diga: 
Art…….. Sanciones por violación a los derechos humanos.- se sancionarán con la separación 
del menor en forma definitiva   a los progenitores, curadores o  personas responsables que hayan 
vulnerado los derechos humanos del niño, niña y adolescente, a Instituciones Gubernamentales 
para el cuidado y protección del menor. 
Dado a los diez días del mes de mayo de 2014. 
 
Presidenta      Secretaria   
         
 
5.7.1 Fases del Proyecto 
Primera Fase.- Procesamiento de la información recolectada con  la elaboración de las 
conclusiones y recomendaciones. 
Segunda Fase.-   elaboración de un proyecto de políticas estrategias y acciones para la 
aplicación para la capacitación. 
Tercera Fase.-  la fase del impulso institucional, esto es de la Universidad Central del Ecuador 
ante los organismos del Estado para la aprobación de la propuesta 
Fase de ejecución.-  estaría supeditada a una situación externa en lo que se refiere a la 





5.8 Cronograma de actividades 
Tiempo  Primer mes Segundo mes Tercer mes Cuarto mes Quinto mes Sexto mes 
Actividades 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 
Elaboración 
del plan  
 X X X                     
Validación del 
plan 




    X X X                  
Procesamient
o de la 
información  






          X X X            
 
Diseño de la 
propuesta 





               X X X       
Validación del 
informe final  









El presupuesto de la propuesta no es atinente a mi persona ya que se trata de una Propuesta de 
Reforma Legal  
 
Impactos 
 Es el legal  de la realización plena del ordenamiento jurídico del Estado a 
través de la aprobación y realización de la propuesta; es decir, tiene un impacto 
de carácter nacional. 
 El beneficio directo de  los niños, niñas y adolescentes en su  comportamiento, 





Una vez que se ponga en marcha la ejecución de la propuesta   de los derechos humanos de los 
niños, niñas y adolescentes en el ecuador el Estado  debe garantizar su fiel cumplimiento para 
evitar la vulneración de unos de los derechos, la evaluación  del proceso y de los resultados 
deberá ser sistémica y continua antes, durante y después del proceso de ejecución y desarrollo. 
Antes para realizar una evaluación diagnóstica de las condiciones socio- económico existente, 
durante el proceso para retroalimentar las acciones tomadas y después del proceso para valorar 
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